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1. PROCEDIMIENTOS LEGISLATIVOS
1.1. PROYECTOS DE LEY
1.1.2. EN TRAMITACION

Proyecto de Ley de vivienda de Ara-
gon.

PRESIDENCIA DE LAS CORTES DE ARAGON

De conformidad con lo dispuesto en el articulo
161.1 del Reglamento de la Cémara, la Mesa de las
Cortes en sesién celebrada el dia 17 de octubre de
2018, ha procedido a la calificacién del Proyecto de
Ley de vivienda de Aragén y ha ordenado su publica-
cién en el Boletin Oficial de las Cortes de Aragén, el
cual se tramitard por el procedimiento legislativo co-
man.

Zaragoza, 17 de octubre de 2018

La Presidenta de las Cortes

VIOLETA BARBA BORDERIAS
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EXPOSICION DE MOTIVOS
|

El derecho a disfrutar de una vivienda digna y ade-
cuada, como elemento indispensable para el desarro-
llo de la vida en sociedad, espacio de privacidad y de
convivencia, es un derecho reconocido en las normas
internacionales de los derechos humanos como ele-
mento integrante del derecho a un nivel de vida ade-
cuado, que influye ademds en el posible disfrute de
otros de cardcter esencial de muy diversa indole, como
educacién, sanidad, trabajo o ejercicio del derecho de
sufragio.

La Carta Internacional de Derechos Humanos su-
puso una innovacién de gran relevancia en la protec-
cién de los derechos humanos. El Pacto Internacional
de Derechos Econdmicos, Sociales y Culturales, inte-
grado en esta, es considerado como el instrumento
central para la proteccién del derecho a una vivienda
adecuada. En él se reconoce «el derecho de toda per-
sona a un nivel de vida adecuado para si y su familia,
incluso alimentacién, vestido y vivienda adecuados, y
a una mejora continua de las condiciones de existen-
cia».

En esta lined, el reconocimiento del derecho a dis-
frutar de una vivienda digna y adecuada en el articulo
47 de la Constitucién espafola de 1978 supuso un ele-
mento de gran novedad en los fextos constitucionales
occidentales. Se incorpora como un principio rector de
la politica social y econémica del Estado y encomienda

a los poderes piblicos promover las condiciones nece-
sarias y establecer las normas pertinentes para hacerlo
efectivo, vinculando las viviendas y la utilizacién del
suelo de acuerdo con el interés general para impedir
la especulacién, lo que se anuda a la participacién de
la comunidad en las plusvalias que genere la accién
urbanistica.

Como principio rector, nos encontramos ante un de-
recho social en sentido estricto, por lo que no confiere
a sus titulares, toda la ciudadania, una accién ejercita-
ble en orden a la consecucién del mismo.

El Estatuto de Autonomia de Aragdn también se
hace eco de la importancia de este derecho, previendo
en el articulo 27 que los poderes piblicos de la Co-
munidad Auténoma promoverdn, de forma efectiva, el
ejercicio del derecho a una vivienda digna, facilitando
el acceso a esta en régimen de propiedad o de al-
quiler, mediante la utilizacién racional del suelo y la
promocién de vivienda piblica y protegida, prestando
especial atencién a los j6venes y colectivos mds nece-
sitados.

Y, para hacer efectivo este derecho, atribuye a la
Comunidad Auténoma, en su articulo 71.10% la com-
pefencia exclusiva sobre vivienda que, en todo caso,
incluye la planificacién, la ordenacién, la gestién, el
fomento, la inspeccién y el control de la vivienda de
acuerdo con las necesidades sociales de equilibrio te-
rritorial y de sostenibilidad; las normas técnicas, la ins-
peccién y el control sobre la calidad de la construccién;
las normas sobre la habitabilidad de las viviendas, la
innovacién tecnoldgica aplicable a las viviendas y la
normativa sobre conservacién y mantenimiento de las
viviendas y su aplicacién.

En ejercicio de esta competencia exclusiva, se han
dictado diversas normas parciales y de cardcter co-
yuntural que no han servido como instrumento para
la garantia efectiva del derecho constitucional y esta-
tutario expuesto de disfrute de una vivienda digna y
adecuada.

En el actual escenario normativo en materia de vi-
vienda, confluyen, por un lado, las normas estatales,
algunas de ellas preconstitucionales, pero todavia vi-
gentes y de aplicacién, como son las relativas al ré-
gimen de las viviendas de proteccién oficial y otras
dictadas en virtud de diversos titulos competenciales
otorgados por la Constitucién Espafiola al Estado, v,
por otro lado, las normas que ha ido aprobando a lo
largo de los afos la Comunidad Auténoma de Aro-
gén. La normativa existente se caracteriza pues por su
dispersién y obsolescencia, y por estar orientada a la
consideracién de la vivienda como un mero producto y
no como un derecho.

La situacidén econdémica que arrastra Espafa y
también la Comunidad Auténoma de Aragén desde
el inicio de la crisis ha tenido como consecuencia un
notable empeoramiento del nivel de vida de una parte
importante de la poblacién.

El acceso o mantenimiento de la vivienda se ha con-
vertido en una de las preocupaciones mds importantes
de la sociedad aragonesa que ha visto como la situa-
cién laboral de Aragédn, especialmente dura para los
sectores mds vulnerables, ha motivado la imposibilidad
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de hacer frente a las deudas de los hogares aragone-
ses y finalizado en numerosos e indeseables desalojos
forzosos por impago de alquiler y por ejecucién hipo-
tecaria. Cada vez son mds los sectores sociales sensi-
bles, tales como jévenes, personas de la tercera edad,
inmigrantes, mujeres victimas de violencia machista y
personas en situacién de riesgo, que sufren situaciones
de exclusién del derecho de acceso a la vivienda o del
mantenimiento de la misma, asi como el incremento de
las infraviviendas y las viviendas sobreocupadas.

En este contexto, deviene fundamental que la Ad-
ministracién publica aragonesa actie decididamente
para garantizar la efectividad del derecho de disfrute
de una vivienda digna y adecuada considerando la
importancia del mismo y la situacién de especial vulne-
rabilidad en la que se encuentra gran parte de nuestra
sociedad.

Por ello, esta ley configura un auténtico derecho
subjetivo a la vivienda, pudiendo la ciudadania exigir
a los poderes publicos que ese derecho se concrete en
el distrute de una vivienda o en una prestacién de cao-
récter econdmico, garantizando ademds que aquellos
que ya disponen de una vivienda no la pierdan. Asi-
mismo, se pretende garantizar la adecuacién, accesi-
bilidad y dignidad del parque inmobiliario de Aragén,
incorporando en la Ley disposiciones sobre calidad
de la edificacién y medidas de fomento de la rehabi-
litacién, especialmente de los espacios habitacionales
mds envejecidos o degradados.

Con esta Ley de Vivienda de Aragdn, se pretende
un doble objetivo. Por un lado, establecer el marco
normativo y los principios que han de regir la actua-
cién de los poderes piblicos de Aragén para hacer
efectivo el derecho de acceso de todos los residentes
en Aragén al uso y disfrute de una vivienda digna y
adecuada, asi como fortalecer la funcién social de la
vivienda con especial atencién a los sectores de pobla-
cién mas vulnerables. Por ofro, y en aras de la seguri-
dad juridica, evitar, con la aprobacién de una Unica
ley, la profusa dispersién normativa existente en mate-
ria de vivienda, completar el actual conjunto normativo
sobre el derecho de acceso a la vivienda de cardcter
parcial y coyuntural y lograr la regulacién completa y
sistemdtica de ese derecho.

El titulo |, «Disposiciones generales y organizacién
administrativa», contiene el objeto de la norma, los
principios rectores que la inspiran, las competencias
de las administraciones locales y autonémica y los ins-
trumentos de ordenacién y planificacién en materia de
vivienda, entre los que se encuentra el Foro de la Vi-
vienda como espacio de debate y participacién de los
sectores implicados en esta materia.

De forma incontestable, el contenido fundamental
de este titulo, que supone una importante novedad en
nuestro ordenamiento juridico e informa y orienta el
resto de titulos de la Ley, se concreta en la configura-
cién del derecho al disfrute de una vivienda digna y
adecuada, como un derecho subjetivo de todos los ciu-
dadanos con vecindad administrativa en Aragén, de
forma que se dé satisfaccién a las necesidades habita-
cionales de estos posibilitando su vida independiente y

auténoma, otorgdndoles asimismo una accién piblica
para reclamar su efectividad.

Se recoge, ademds, la necesaria funcién social de
la vivienda, que se desarrolla en el titulo V, incenti-
vando el destino de aquellas que permanecen desocu-
padas a la satisfaccién de las necesidades habitacio-
nales de la poblacién.

El Titulo I, dedicado a las «Disposiciones en mate-
ria de suelo», regula aquellos aspectos en ese dmbito
que indicen directamente en el derecho a la vivienda,
con respeto a lo dispuesto en la legislacién estatal y
autonémica en materia de suelo y urbanismo.

Se hace referencia a los patrimonios publicos de
suelo, recogiéndose el deber de la Administracién au-
tonémica y local para llevar a cabo una intervencién
pUblica de forma que se garantice una oferta de suelo
suficiente con destino a la construccién o rehabilitacion
de viviendas protegidas y se incida eficazmente en la
formacién derprecio de éste con la finalidad de evi-
tar la especulacién. Asimismo, se declara de utilidad
pUblica e interés social a los efectos de expropiacién
forzosa.

El Titulo 1l lleva por ribrica «Sistema de Informa-
cién integrado de vivienda». Se crea, por un lado, un
sistema de recogida y explotacién de datos, tanto di-
rectamente sobre las viviendas y el parque residencial,
como sobre todos aquellos extremos que puedan in-
fluir en la configuracién del derecho la vivienda, tales
como la demanda existente, su perfil socio-econémico,
los suelos disponibles, etc. A tal fin se prevé la obliga-
cién de los diferentes poderes publicos de suministrar
la informacién necesaria, asi como la promocién de
convenios con los agentes del sector privado con la
misma finalidad. Por ofro lado, se contempla la crea-
cién, que se hard efectiva mediante la aprobacién del
Reglamento correspondiente, del Observatorio Arago-
nés de Vivienda, como el instrumento administrativo
que se ocupard tanto de gestionar la recogida de infor-
macién como su explotacién, de forma que resulte il
para la adopcién de las politicas pdblicas en materia
de vivienda.

El Titulo IV, que contiene el «Estatuto juridico del
usuario de vivienda», es uno de los mds significativos
y novedosos de la Ley, ya que configura de forma con-
creta en qué consiste el derecho a la vivienda.

Desarrolla de forma pormenorizada el conjunto
de derechos de un ciudadano cuando entra en relo-
cién con ofros actores que gestionan viviendas, espe-
cialmente, el suministro de determinada informacién
con cardcter previo a la celebracién de un contrato
de transmisién o arrendamiento de vivienda, en cual-
quiera de las fases constructivas de la vivienda, vy te-
niendo en cuenta ademds los distintos tipos de actores
que intervienen en el negocio juridico.

Asimismo, con la finalidad de evitar situaciones de
desigualdad, inferioridad o indefensién de los consu-
midores por falta de informacién o transparencia, se
prevé el derecho de esos ciudadanos a que se les fa-
ciliten explicaciones adecuadas, sencillas y comprensi-
bles sobre los préstamos hipotecarios y otras formas de
financiacién de la vivienda.

Por otro lado, se integra, completa y actualiza la re-
gulacién que sobre fianzas de arrendamientos y otros
contratos se contenia en la Ley 10/1992, de 4 de no-
viembre, de fianza en los arrendamientos urbanos y
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en determinados contratos de suministro, que queda
derogada.

Por dltimo, se regula el uso de los sistemas de re-
solucién extrajudicial de conflictos, garantizando asi
la efectividad del derecho a la vivienda respecto de
aquellas personas que se encuentran en diFFi)cultodes
en el ejercicio de este derecho y, por diversos moti-
vos, econdmicos o de cardcter social, no acuden a la
via judicial. Se incorpora una de las novedades mds
importantes de la ley, la obligatoriedad inexcusable
de acudir a un sistema de mediacién con anterioridad
a que se inicie un procedimiento arbitral, judicial o
cualquier otro de cardcter ejecutivo, en aquellos casos
en los que la vivienda objeto de conflicto constituya la
residencia habitual del afectado, forzando de esta ma-
nera que las partes en conflicto acudan a una tercera
persona para que les ayude a obtener por si mismas un
acuerdo satisfactorio, que haga posible que la persona
afectada conserve bien la propiedad de la vivienda o
bien su uso y disfrute. El articulado permite acudir a
cualquier sistema, publico o privado, de mediacién,
salvo en el caso de que una de las partes se encuentre
en situacién de vulnerabilidad, en cuyo caso tendrd
que acudir al sistema pdblico de mediacién; la inten-
cién de esta disposicidn se encuentra en la atencién
cualificada que los poderes publicos han de prestar a
determinados colectivos de ciudadanos.

En el titulo V, bajo la ribrica «Funcién social de la
vivienda», se desarrolla el grueso del objeto de esta
ley, focalizando en las personas y sus circunstancias
socioecondmicas su centro de gravedad. Ademds
de ofros contenidos se incorporan la mayoria de las
medidas en materia de vivienda previstas en la Ley
10/2016, de 1 de diciembre, de medidas de emer-
gencia en relacién con las prestaciones econdmicas
del Sistema Publico de Servicios Sociales y con el ac-
ceso a la vivienda en la Comunidad Auténoma de Ara-
gén, que se deroga parcialmente.

Se amplia la regulacién del ya citado derecho de
todas las personas residentes en Aragén a disfrutar de
una vivienda digna, adecuada y accesible, debiendo
los poderes publicos adoptar las medidas que sean
necesarias para la satisfaccién de este derecho, me-
diante la puesta a disposicién de una vivienda, férmu-
las alternativas de alojamiento o, con cardcter subsi-
diario, el establecimiento de prestaciones econémicas.

Se concreta en qué consiste la funcién social de la
vivienda, que no es otra que su efectiva ocupacién y
utilizacién con fines residenciales, advirtiéndose cuales
son los supuestos en lo que se incumple esta funcién.
Precisamente, para facilitar el seguimiento de las vi-
viendas que permanecen vacias, se crea el Registro
de Viviendas desocupadas, Unico para todo el territo-
rio aragonés, en el que deberdn inscribirse todas las
viviendas que permanezcan desocupadas que sean
titularidad de las entidades financieras y sus sociedo-
des inmobiliarias, sociedades de gestién de activos o
de los grandes propietarios de vivienda, definidos por
la Ley como aquellas personas fisicas o juridicas que
sean propietarias de al menos 15 viviendas.

Se define por primera vez en una norma con rango
legal el concepto de «vivienda social» y se regulan,
como soluciones habitacionales alternativas a los mo-
delos tradicionales, los «alojamientos alternativos»
que podrén promoverse, ademds de sobre suelos de

carécter residencial sobre aquellos calificados como
dotacionales, de servicios o equipamientos.

Para hacer frente a las situaciones de vulnerabili-
dad y de especial vulnerabilidad en los términos defi-
nidos en esta ley, e intentar paliar la situacién de emer-
gencia habitacional que sufre una parte importante
de la sociedad aragonesa, se instrumenta el «Fondo
de Vivienda Social en Aragén» para la gestién de las
politicas de vivienda social en todo el territorio de la
Comunidad Auténoma, fundamental para estructurar
la oferta de vivienda social existente y aprovechar al
méximo los recursos de los sectores publico y privado
en materia de vivienda.

En el Titulo VI, bajo la ribrica «Calidad de la vi-
vienda y rehabilitacién», se aborda la calidad de las
viviendas, tanto nuevas como ya existentes, como fac-
tor determinante de la calidad de vida de la ciudadao-
nia. Ello implica el cumplimiento de los criterios que
permitan considerar la vivienda como odecucdc,ch-
bitable y que disponga de los servicios e instalaciones
necesarias que garanticen la accesibilidad universal,
confort, eficiencia energética y la sostenibilidad. De
acuerdo con lo anterior, la Ley incluye entre sus prio-
ridades la rehabilitacién, regeneracién de dreas urbo-
nas obsoletas y degradas y la renovacién del parque
edificado de Aragén.

Adquiere especial relevancia, en primer lugar, el
cumplimiento de los criterios de accesibilidad univer-
sal, de forma que, gracias al disefio y construccién de
las viviendas, puedan destinarse a cualquier persona
y adaptarse fécilmente a cualquier tipo de diversidad
funcional en caso de necesidad. Y, en segundo lugar,
la sostenibilidad, la eficiencia energética, la utilizacién
de energias renovables, la reduccién de emisiones y
residuos y, en definitiva, la lucha contra la pobreza
energética, garantizando el confort y salubridad de las
viviendas con el minimo coste posible para los residen-
fes.

Por ¢ltimo, debe mencionarse la creacién del in-
forme de Evaluacién de los edificios y el registro en el
que se integrardn éstos, cuya informacién servird para
conocer el estado del parque edificado residencial, de-
tectar sus necesidades y desarrollar politicas pdblicas
més eficaces.

El Titulo VII es el més extenso de la ley, ya que
aglutina y actualiza el régimen general de las vivien-
das protegidas en Aragén, acabando asi con la actual
dispersién normativa en esta materia. Se incorpora el
contenido de la Ley 24/2003, de 26 de diciembre, de
medidas urgentes de politica de vivienda protegida,
que se deroga, y, ademds, se desplazan otras normas
estatales, algunas incluso preconstitucionales, que con-
tinuaban aplicdndose en la Comunidad Auténoma,
consecuencia del cardcter parcial de las normas dicto-
das hasta el momento en Aragén.

Se define el concepto de vivienda protegida como
aquella que asi sea calificada por la Administracién,
extendiéndose dicha calificacién, que deberd inscri-
birse en el registro de la propiedad, a los locales, go-
rajes, anejos y espacios destinados a servicios comu-
nes de la promocién. La tipologia prevista Gnicamente
distingue entre viviendas de promocién puiblica y de
promocién privada, y, en ambos casos, se calificarén
para toda su vida 0til, novedad que rompe totalmente
con el régimen anterior y pretende evitar asi que las
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viviendas protegidas se conviertan en una herramienta
mds para la especulacién una vez finalizado el ré-
gimen de proteccién o concedida la descalificacion
voluntaria de las viviendas protegidas. Se recoge el
régimen de uso y ocupacién de estas viviendas v, sin
perjuicio de su posterior determinacién, se incluyen al-
gunas disposiciones sobre la renta y precio mdximos
del alquiler o venta de las viviendas protegidas.

Se regula el Registro de vivienda protegida para
la gestién de la demanda, la oferta y el seguimiento
de las viviendas protegidas de Aragén. Toda persona
que desee acceder a una vivienda protegida deberg,
con cardcter general, inscribirse en este registro, asi
como cualquier persona fisica o juridica que desee ser
promotor de este tipo de viviendas.

la Administracién recupera el control sobre el
procedimiento de adjudicacién de las viviendas prote-
gidas, garantizando asi su objetividad y transparencia
y estableciendo como preferente un sistema de sorteo.

En materia de accesibilidad, existird en todo caso
un cupo de reserva, para personas con discapacidad,
de un 4% de las viviendas de la promocién cuando el
nimero de las viviendas sea igual o superior a 25.

En cuanto a la transmisién de las viviendas protegi-
das, se mantiene el régimen de autorizaciones y visa-
dos vigente y los derechos de adquisicién preferente y
tanteo y retracto a favor de la Administracién.

Por ¢ltimo, en relacién con las viviendas propiedad
de la Administracién y para su defensa, se introduce
como novedad la posibilidad de servirse de los pro-
cedimientos de recuperacién posesoria y desahucio
administrativo previstos en la Ley de Patrimonio de la
Comunidad Auténoma.

El Titulo VIII lleva por rdbrica «Inspeccién y protec-
cién de la legalidad» y aborda una regulacién porme-
norizada de la Inspeccién de Vivienda, necesaria para
verificar el cumplimiento de las obligaciones estableci-
das en la Ley. Se detalla el elenco de las funciones de
los inspectores de vivienda, que gozan de condicién
de agentes de la autoridad, asi como el deber de in-
formacién y colaboracién con éstos de las Administra-
ciones Pdblicas y de todas las personas fisicas y juri-
dicas. Se hace especial hincapié en la inspeccién de
las viviendas desocupadas, recogiendo una serie de
indicios a fener en cuenta para la deteccién de supues-
tos de incumplimiento de la obligacién de destinar una
vivienda protegida a domicilio habitual y permanente,
y en la inspeccién del depédsito en tiempo y forma de
las fianzas de arrendamientos urbanos y otros contra-
fos.

Por dltimo, se hace referencia a las medidas que
podrdn adoptarse para garantizar la proteccién de la
legalidad y la restauracién del orden juridico pertur-
bado.

El necesario régimen sancionador es objeto de re-
gulacién en el titulo IX de la Ley, y tiene por finalidad
incentivar el cumplimiento de las diversas obligaciones
recogidas en la ley. En este sentido, se afectan a las
politicas piblicas de suelo y vivienda las cantidades
que la Administracién pudiera ingresar en concepto de
sancién u otras medidas.

Las medidas sancionadoras aplicables no se redu-
cen a una mera multa de cardcter pecuniario, sino que,
en los supuestos de infracciones graves y muy graves,
también se incluye la posibilidad de la expropiacién

por incumplimiento de la funcién social de la vivienda,
desahucio o pérdida del derecho de uso. Asimismo,
se prevé la posibilidad de adoptar medidas cautelares
que permitan asegurar la eficacia de la resolucién final
del expediente sancionador.

La presente ley contiene seis disposiciones adicio-
nales, trece transitorias, una derogatoria, dos finales y
un anexo.

Finalmente, en la elaboracién de esta Ley se han
respetado los tramites exigidos por el ordenamiento
juridico, se han realizado los trémites de audiencia y
participacién ciudadana, se han recabado los infor-
mes preceptivos de la Secretaria General Técnica del
Departamento de Vertebracién del Territorio, Movili-
dad y Vivienda y de la Direccién General de Servicios
Juridicos, y se ha sometido a la deliberacién previa del
Gobierno de Aragén.

TITULO |
DISPOSICIONES GENERALES
Y ORGANIZACION ADMINISTRATIVA

CAPITULO |
DiISPOSICIONES GGENERALES

Articulo 1.— Objeto.

1. Esta Ley tiene por objeto la regulacién del dere-
cho a la vivienda, entendido como el derecho de toda
persona fisica a disfrutar de una vivienda digna que
sea adecuada, de acuerdo con la situaciéon familiar,
econémica y social y la capacidad funcional de cada
persona.

2. Ademds, la Ley garantiza la funcién social de la
vivienda que consiste en su utilizacién con fines resi-
denciales y su efectiva ocupacién.

3. Con estas finalidades, la Ley:

a) Establece el conjunto de actuaciones, derechos
y obligaciones de los agentes piblicos, privados y so-
ciales implicados en el sector de la vivienda y asigna
competencias en esta materia.

b) Define las politicas de vivienda y los instrumentos
de planificacién y programacién para su aplicacién.

c) Fija los pardmetros de calidad y accesibilidad de
las viviendas y las medidas para garantizar su buen
uso, conservacién y rehabilitacién.

d) Establece medidas para asegurar la proteccién
de los usuarios de viviendas y la transparencia en la
transmisién de las viviendas.

e) Define, con referencia a la materia objeto de la
presente ley, los derechos, deberes y criterios que de-
ben ser respetados en el ejercicio de las actividades de
promocidn, construccién, transmisién y administracién
de viviendas.

f) Establece el régimen juridico y las condiciones de
adjudicacién, gestion y control de las viviendas prote-
gidas, tanto privadas como publicas, y regula su ac-
ceso y demds actuaciones susceptibles de proteccién.

g) Establece medidas de intervencién administra-
tiva y el régimen sancionador.

Articulo 2.— Garantia del derecho a una vivienda
digna.

1. Son titulares del derecho a una vivienda digna y
adecuada las personas fisicas con vecindad adminis-
trativa en cualquiera de los municipios de Aragén en
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las condiciones establecidas en esta Ley, sin que en el
ejercicio de tal derecho puedan sufrir discriminacién
de ningin tipo.

2. Este derecho comporta la satisfaccién de las ne-
cesidades habitacionales de los ciudadanos, de forma
que se posibilite una vida independiente y auténoma y
se favorezca el ejercicio de los derechos fundamenta-
les.

3. Los poderes publicos de Aragén deberdn pro-
veer de una alternativa habitacional a toda persona
o unidad de convivencia de buena fe en situacién de
vulnerabilidad que se vea privada de su vivienda habi-
tual, como consecuencia de un procedimiento de eje-
cucién hipotecaria, de pago o dacién en pago de deu-
das con garantia hipotecaria, o de desahucio por falta
de pago de la renta, de acuerdo con los instrumentos
previstos en esta Ley.

Articulo 3.— Principios rectores.

Son principios rectores de esta Ley e inspirardn las
actuaciones y politicas en materia de vivienda de las
administraciones piblicas aragonesas:

a) De orden social:

— Garantizar la efectividad del derecho constitu-
cional a una vivienda digna y adecuada, como un au-
téntico derecho subjetivo, adoptando las medidas de
discriminacién positiva que resulten necesarias para
favorecer la igualdad social y remover los obstaculos
que impidan o dificulten su plenitud.

— Delimitar el contenido de la funcién social de
la propiedad de las viviendas, incentivando la puesta
en el mercado de las viviendas desocupadas y corri-
giendo las situaciones de incumplimiento de dicha fun-
cién social mediante procedimientos expropiatorios.

— Garantizar, en condiciones de igualdad, el
acceso de todos los ciudadanos a una vivienda de
proteccién publica, en atencién a sus circunstancias
socioecondmicas, funcionales, personales y a la diver-
sidad de configuracién y organizacién de las unidades
de convivencia, una vez superado el concepto de fami-
lia tradicional.

— La especial proteccién e insercién social de las
personas, unidades de convivencia, y colectivos socia-
les vulnerables, orientando sus actuaciones y politicas
a la consecucién de los objetivos de cohesién social,
lucha contra la exclusién social y la solidaridad.

— Promocién de la libertad de eleccién del modo
legal de acceso y permanencia en la vivienda que me-
jor se adapte, en cada ciclo vital, a las circunstancias
de las personas moradoras.

— Promocién de una planificacién urbana que
favorezca la conciliacién corresponsable de las acti-
vidades productivas con la vida individual y familiar
de las personas, facilitando una organizacién social
corresponsable.

— Planificacién y programacién de las politicas pu-
blicas de vivienda y alojamientos dotacionales, desde
la consideracién de que la vivienda en alquiler es el
instrumento fundamental para dar respuesta al man-
dato constitucional representado en el derecho a la
vivienda.

— Impulsar el fomento de la actuacién rehabilito-
dora para la conservacién del parque residencial exis-
tente, asi como de la recuperacién socio-econdmica y

regeneracién de barrios, conjuntos urbanos, nicleos
rurales y dreas degradadas.

— Consideracién de que los recursos piblicos han
de destinarse preferentemente a financiar programas
de alquiler, sin perjuicio de lo que determinen los pla-
nes de vivienda.

— Implementacién de medidas para lograr que la
carencia de vivienda no sea una de las causas por las
que las victimas de violencia machista permanezcan
con sus agresores.

— Representacién equilibrada de hombres y mu-
jeres en los distintos dmbitos de toma de decisién, de
conformidad con la legislacién en materia de igual-
dad.

b) De orden administrativo:

— Simplificar y racionalizar la actuacién adminis-
trativa sobre la vivienda.

— Coordinacién, cooperacién y colaboracién en-
tre las Administraciones Piblicas, al objeto de garan-
tizar la eficacia y la eficiencia de la actividad piblica
en materia de vivienda.

— Coherencia de las actuaciones piblicas y priva-
das en las iniciativas relacionadas con la efectividad
del derecho a acceder a la ocupacién legal de una
vivienda digna y adecuada

— Coordinacién técnica del planeamiento munici-
pal y supramunicipal con la politica de vivienda, de
manera que en los dmbitos de actuacién de viviendas
de proteccién piblica se prevean actuaciones urbani-
zadoras adecuadas y coherentes acordes a las necesi-
dades reales de los ciudadanos y de sus circunstancias
sociales, funcionales, econémicas y laborales.

— Participacién y colaboracién efectiva de la ciu-
dadania, las entidades sociales y privadas en la for-
mulacién de politicas piblicas en materia de vivienda,
presididas por el principio de transparencia.

— La planificacién e implementacién de las politi-
cas de vivienda de manera coordinada, coherente e in-
tegrada en los instrumentos de vertebracién del territo-
rio promoviendo el desarrollo sostenible y el equilibrio
demogrdfico de la Comunidad Auténoma de Aragén.

c) De orden medio ambiental:

— Sostenibilidad social, financiera y medioam-
biental de todas las intervenciones, teniendo en con-
sideracién los principios de accesibilidad universal
y disefio para todos, uso eficiente de los recursos
naturales, mejora de sus condiciones de habitabi-
lidad, funcionalidad y seguridad, impulsando y fo-
mentando la conservacién, rehabilitacién, reforma y
renovacién del parque existente de viviendas y alo-
jamientos tanto publicos como privados, asi como de
la recuperacién socioeconémica y regeneracién de
barrios, conjuntos urbanos, nicleos rurales y dreas
degradadas.

— Promocién de la diversidad, la cohesién terri-
torial y social en las zonas residenciales de ciudades
y pueblos, como garantia de una adecuada integra-
cion en el entorno urbano y de prevencién de fené-
menos de segregacién, exclusién, discriminacién o
acoso por razones socio-econémicas, demogréficas,
de género, religiosas o de cualquier otro tipo, pro-
curando una oferta variada y suficiente de viviendas
y alojamientos alternativos, y fomentando la diversi-
dodly adecuada integracién en el entorno urbano o
rural.
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— Fomento de estructuras urbanas que favorezcan
un crecimiento residencial homogéneo, sostenible y ar-
monizado con el entorno, aminorando la ocupacién
de nuevos suelos.

— Estimulo de la puesta en valor del medio am-
biente, el paisaje y la cultura en todas las acciones re-
ferentes a la vivienda y los alojamientos dotacionales,
que habrén de guiarse por criterios de sostenibilidad y
economia de recursos.

Articulo 4.— Accién piblica.

Todos los ciudadanos pueden exigir ante las Admi-
nistraciones Piblicas y ante la jurisdiccién contencioso-
administrativa el cumplimiento de esta Ley y sus dispo-
siciones de desarrollo.

CAPITULO I
ORGANIZACION ADMINISTRATIVA
Y COMPETENCIAS

Articulo 5.— Competencias de la Administracién
de la Comunidad Auténoma de Aragén.

La Administracién de la Comunidad Auténoma de
Aragén, mediante el Departamento competente en ma-
teria de vivienda y en el ejercicio de las competencias
exclusivas atribuidas por el Estatuto de Autonomia de
Aragén, es competente para desarrollar una politica
propia en materia de vivienda que, teniendo en cuenta
las necesidades sociales de equilibrio territorial y sos-
tenibilidad, incluird, entre otras, las siguientes compe-
tencias:

a) La propuesta de las Leyes sobre vivienda, asi
como las potestades reglamentarias en la materia.

b) La planificacién de las politicas poblicas de vi-
vienda mediante la aprobacién de planes de vivienda.

c) La ordenacién, mediante la integracién de la po-
litica de vivienda con las politicas de vertebracién del
territorio, suelo y medio ambiente, atendiendo a los
principios de equilibrio territorial y sostenibilidad eco-
némica y medioambiental.

d) La ordenacién de la gestién, bajo el principio de
transparencia, de las ayudas publicas, mediante la in-
tegracién de las medidas de Ji)nanciacién y modalida-
des de ayudas fijadas en los Planes estatales, con ca-
pacidad suficiente para modular, en su caso, las reglas
generales, acordando con la Administracién General
del Estado la distribucién de los fondos estatales de
ayudas a la vivienda, sin perjuicio de la colaboracién
de las Administraciones locales.

e) Ordenacién, y gestién de los planes estratégicos de
subvenciones en materia de vivienda y rehabilitacién.

f) La ordenacién de la gestién social de la vivienda,
mediante el andlisis y seguimiento de las necesidades
sociales de vivienda, el impulso del alquiler social, la
administracién y conservacién del parque piblico de
viviendas y el apoyo y mediacién en las gestiones de-
rivadas de situaciones de riesgo de desahucio.

g) La programacién del gasto publico en vivienda y
su integracién con la politica econdémica y presupues-
taria autonémica.

h) El fomento de las iniciativas publica y privada
para la adquisicién y preparacién de suelo y equipa-
mienfo comunitario, asi como para la promocién de
la construccién de viviendas protegidas y alojamientos
alternativos, y la rehabilitacién de edi?i/cios y vivien-

das que se precisen en funcién de la programacion
pUblica de vivienda bajo cualesquiera modalidades de
proteccién de las reguladas en esta Ley, bien direc-
tamente, bien mediante concierto o convenio con la
iniciativa privada o por ésta libremente, en régimen de
propiedad, arrendamiento, arrendamiento con opcién
de compra u otras modalidades de ocupacién que per-
mitan el acceso diferido a la propiedad, todo ello de
acuerdo con las necesidades sociales del momento.

i) El fomento de programas para la eliminacién de
barreras arquitecténicas.

i) El impulso de programas para la erradicacién del
chabolismo.

k) El fomento de la accién de las entidades locales,
con las que cooperard y prestard asistencia juridica,
técnica, cEinc:nciercu y administrativa en el ejercicio de
sus competencias.

l) La inspeccién, investigacién y comprobacién del
cumplimiento de la normativa sobre politicas piblicas
de suelo y vivienda, especialmente en lo que respecta
al control y seguimiento de viviendas desocupadas, de
la normativa sobre vivienda protegida y sobre fianzas
de arrendamientos y contratos de suministros.

m) El control de legalidad en las distintas fases de
calificacién, y de las cldusulas de insercién obligatoria
en los contratos de transmisién y uso de vivienda bajo
cualquier modalidad legalmente prevista. A través del
Registro de Vivienda Protegida de Aragén se ejercerd
el control de legalidad sobre las adjudicaciones de vi-
vienda protegida.

n) La inspeccién, desarrollo y control del cumpli-
miento de la normativa en materia de vivienda, ar-
quitectura y edificacién. El desarrollo reglamentario y
aplicacién de la legislacién autonémica y estatal sobre
las normas técnicas de la construccién de viviendas, se-
guridad, habitabilidad, accesibilidad universal, disefio
y calidad de las viviendas

fi) La inspeccién y control sobre la calidad de la
construccién y la acreditacién de los laboratorios de
ensayos para el control de calidad de la edificacién.

o) La elaboracién de programas y el estableci-
miento de acciones que promuevan la calidad de la
edificacién y la innovacién tecnolégica aplicable a las
viviendas, bajo los principios de sostenibilidad y efi-
ciencia energética.

p) El establecimiento de medidas de promocién y
fomento de la regeneracién y renovacién urbana de
barrios, nicleos histéricos y rurales, y la conserva-
cién, mantenimiento, renovacién y rehabilitacién del
patrimonio arquitecténico y del parque de viviendas
existente, atendiendo a las singularidades del territorio
y la arquitectura tradicional de Aragén, asi como a
criterios de calidad, ahorro energético, innovacién y
sostenibilidad de la edificacién.

q) El ejercicio de la potestad sancionadora en ma-
teria de vivienda, garantia legal del efectivo cumpli-
miento del derecho a una vivienda digna y adecuada.

r) Cuantas otras competencias le atribuyan las leyes
y sus normas de desarrollo o que no hayan sido atribui-
das a otras Administraciones Piblicas.

Articulo 6.— Competencias de los municipios.

1. Las entidades locales, bajo el principio de au-
tonomia local para la gestiéon de sus intereses y de
acuerdo con los principios de descentralizacién y efi-
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cacia, en los términos de la legislacién estatal y au-
tonémica, ejercerdn sus competencias de vivienda de
acuerdo con lo establecido por la legislacién del régi-
men local, la legislacién urbanistica, la presente Ley y
cualquier otra normativa que resulte de aplicacién, sin
perjuicio de su capacidad para suscribir convenios y
concertar actuaciones con otras Administraciones Pdbli-
cas y agentes intervinientes en el sector de la vivienda,
tanto protegida como libre, velando especialmente por
el cumplimiento del deber de mantenimiento, conser-
vacién, ornato, higiene, salubridad y seguridad de los
edificios residenciales.

2. Las entidades locales, en los términos previstos
en la legislacién estatal y autondmica, son titulares de
las siguientes competencias:

a) Inspeccién técnica periédica de edificios y vivien-
das, para garantizar el cumplimiento de la normativa
de edificacién y uso.

b) Mantenimiento y gestién de bolsas piblicas de
alquiler integradas en el marco de la regulacién sobre
el alquiler social aprobado por la Comunidad Auté-
noma.

c) Aprobacién de programas especificos de promo-
cién y fomento del acceso a la vivienda, asi como las
medidas de fomento de la conservacién, renovacién y
rehabilitacién del parque de viviendas, tanto piblico
como privado, en coordinacién con la Administracién
de la Comunidad Auténoma.

d) Promocién de la vivienda protegida y de alojo-
mientos alternativos.

e) Cualesquiera otras competencias en materia de
vivienda que les correspondan con arreglo a lo pre-
visto en la legislacién del régimen local.

3. Los municipios podrdn ejercer sus competencias
mediante las entidades integrantes del sector piblico
institucional local que tengan la consideracién de me-
dio propio.

4. Las entidades locales que tengan dificultad para
ejercer sus competencias en materia de vivienda po-
drdn solicitar a las administraciones de dmbito terri-
torial superior la prestacién de asistencia administra-
tiva, técnica, financiera y juridica, sin perjuicio de la
cooperacién econdmica, técnica y administrativa que
la Administracién de la Comunidad Auténoma puede
prestar a través de convenios u otras férmulas juridicas
de colaboracién, de acuerdo con lo previsto en la le-
gislacién de régimen juridico del sector piblico y en la
normativa propia del régimen local de Aragén.

Articulo 7.— Coordinacién de actuaciones.

1. Para el ejercicio de sus competencias, las Admi-
nistraciones Piblicas de Aragén actuarén de acuerdo
con los principios de coordinacién y colaboracién con
el resto de Administraciones Piblicas, asi como de par-
ticipacién, especialmente dentro del marco del Foro de
la Vivienda, con los distintos agentes sociales y agen-
tes intervinientes en el sector inmobiliario.

2. La Comunidad Auténoma podrd participar en la
financiacién, promocién y construccién de viviendas,
tanto de iniciativa privada como publica. Especial-
mente, podrd suscribir convenios de colaboracién con
las entidades financieras, las sociedades inmobiliarias
bajo su control, sociedades de gestién de activos, los
grandes propietarios de viviendas, y las personas o
entidades que operan en el sector inmobiliario para

incrementar una oferta de alternativas habitacionales
que permita dar adecuada respuesta a las necesida-
des de alojamiento, con especial atencién a aquéllas
que se encuentren en situacién de vulnerabilidad.

CAPITULO IlI
PLANIFICACION Y PROGRAMACION

Articulo 8.— Principios de la actividad de planifi-
cacién en materia de vivienda.

La planificacién de la vivienda se sujetard a los si-
guientes principios, ademds de los enumerados en el
articulo 3 de esta Ley:

a) La Comunidad Auténoma de Aragén desarro-
llard y ejecutard una planificacién en materia de vi-
vienda, de acuerdo con las necesidades reales de los
ciudadanos y de sus circunstancias personales, econé-
micas y laborales.

b) El fomento y la promocién de la construccién de
vivienda protegida segin la demanda, con el fin de
garantizar la efectividad del derecho a la vivienda.

c) La integracién en la politica de vivienda de las
medidas de financiacién y modalidades de las ayudas
estatales para el cumplimiento de las finalidades a que
responden.

d) La transparencia de los planes y programas que
se adopten, de acuerdo con la legislacién sobre trans-
parencia de la Comunidad Auténoma.

Articulo 9.— El Plan de Vivienda de Aragén.

1. El Plan de Vivienda de Aragén es el instrumento
por el que la Comunidad Auténoma de Aragédn lleva
a cabo la planificacién de las actuaciones piblicas a
desarrollar en materia de vivienda, comprendiendo
las previsiones, los objetivos y la programacién de las
mismas, asi como las medidas de financiacién que se
prevean para su realizacién.

2. Corresponderd al Departamento competente
en materia de vivienda la elaboracién del Plan de Vi-
vienda de Aragén, que seré aprobado por el Gobierno
de Aragén.

3. El Plan de Vivienda de Aragdn prestard especial
atencién a los colectivos con mayor vulnerabilidad,
como son las familias numerosas, monoparentales,
personas dependientes o con discapacidad, victimas
de violencia de género, victimas de terrorismo, j6venes
y mayores de 65 afios, personas en riesgo o situacién
de exclusién social u otros colectivos con especiales
dificultades para el acceso a una vivienda en funcién
de sus condiciones socioeconémicas.

Asimismo, fomentaré la promocién de vivienda pro-
tegida.

4. El Plan de Vivienda de Aragén contendrd las ac-
tuaciones para conocer la calidad y estado de conser-
vacién del parque de viviendas, su nivel de accesibili-
dad y eficiencia energética, y evaluar el cumplimiento
de las condiciones legalmente exigidas. También fo-
mentard la utilizacién de las energias renovables, la
adopcién de medidas de ahorro y eficiencia de ener-
gia y agua y la reduccién de la huella ecolégica.

Asimismo, contendrd las actuaciones necesarias
para el impulso y fomento de la rehabilitacién del par-
que de viviendas existente, potenciando la revitaliza-
cién de los centros urbanos y dreas degradadas.
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Se fomentard la accesibilidad de las viviendas y
demds actuaciones de supresién de las barreras arqui-
tectdnicas.

5. El Plan de Vivienda de Aragén serd revisado, al
menos, cada cuatro afios y serd evaluado atendiendo
al grado de cumplimento de las actuaciones en el pre-
vistas y la consecucién de los obijetivos previstos y los
gastos realizados, en su caso.

Articulo 10.— El Plan de Inspeccién de Vivienda
de Aragén.

1. El Plan de Inspeccién de Vivienda de Aragén fi-
jard las actuaciones inspectoras que se realizardn en
el periodo de tiempo que se concrete en el mismo para
investigar y comprobar el cumplimiento de la normativa
en materia de vivienda.

2. El Plan de Inspeccién de Vivienda de Aragédn se
aprobard por Orden del Consejero competente en ma-
teria de vivienda.

3. El Plan de Inspeccién de Vivienda de Aragén serd
objeto de evaluacién para determinar el grado de cum-
plimiento de las actuaciones y objetivos en el incluido.

Articulo 11.— El Registro de Vivienda Protegida
de Aragén.

1. Se crea el Registro de Vivienda Protegida de Ara-

goén.
2. Este registro tiene como finalidad, por un lado, fa-
cilitar a través de los procedimientos establecidos regla-
mentariamente, los datos precisos para la gestién y el
control de la adjudicacién de las viviendas protegidas,
y por otro, proporcionar la informacién actualizada que
permita a las administraciones piblicas de la Comuni-
dad Auténoma adecuar sus programaciones publicas
de vivienda protegida a la demanda existente.

3. Los requisitos de inscripcién, asi como los proce-
dimientos de adjudicacién de las viviendas protegidas
serdn los establecidos en esta Ley y en su desarrollo
reglamentario.

Articulo 12.— E/ Foro de la Vivienda de Aragén.

1. El Foro de la Vivienda de Aragén es un instru-
mento de participacién y debate sobre las politicas de
vivienda de la Comunidad Auténoma de Aragén.

2. Por Orden del Consejero competente en materia
de vivienda se determinardn la organizacién, las com-
petencias, las funciones y el funcionamiento del Foro de
la Vivienda de Aragén.

3. Sin perjuicio de que reglamentariamente se pueda
ampliar su composicién, estardn representados en el
Foro de la Vivienda de Aragén, la Administracién de la
Comunidad Auténoma de Aragédn, la Administracién lo-
cal; la Universidad publica; el Poder Judicial en Aragén;
Notarios y Registradores de la Propiedad; los Colegios
Profesionales con incidencia en el sector de la vivienda;
las asociaciones de empresas aragonesas gestoras de
cooperativas de viviendas; las asociaciones aragonesas
de cooperativas de viviendas; las asociaciones de pro-
motores de viviendas; las asociaciones de consumidores
y usuarios; las asociaciones vecinales, las entidades de
crédito con actividad en el dmbito de la vivienda en
Aragén; los sindicatos mds representativos; la Federa-
cién Aragonesa de Municipios, Comarcas y Provincias;
las entidades sociales de Aragén que participen en los
programas de vivienda social; y las asociaciones que

tengan como destinatarias a las personas endeudadas
por préstamos hipotecarios y las que se ocupen de los
desahucios en Aragén.

4. Podrén participar en el Foro de la Vivienda de
Aragén otras entidades o personas que sin ser miem-
bros sean convocados por decisién del Foro.

TITULO 1l
DISPOSICIONES EN MATERIA DE SUELO

CAPITULO |
MEDIDAS SOBRE PATRIMONIO
PUBLICO DE SUELO

Articulo 13.— Constitucién de patrimonio publico
del suelo.

La Comunidad Auténoma de Aragén y los munici-
pios, por si o mediante organismos y entidades de De-
recho Piblico, deben constituir y ejercer la titularidad
de los Patrimonios Publicos del suelo, respectivamente,
que en materia de vivienda priorice la consecucién de
las siguientes finalidades, sin perjuicio de lo dispuesto
en la legislacién urbanistica.

a) Conseguir una intervencién puiblica sobre el
suelo, de entidad suficiente para incidir eficazmente
en la formacién de los precios.

b) Garantizar una oferta de suelo suficiente con
destino a la construccién o rehabilitacién de viviendas
protegidas.

Articulo 14.— Enajenacidn de los terrenos inte-
grantes del patrimonio publico del suelo.

1. La enajenacién de los terrenos integrantes de los
patrimonios publicos del suelo o la constitucién sobre
los mismos de derechos reales que permitan la cons-
truccién de viviendas protegidas tendré lugar mediante
concurso. Su pliego de condiciones expresard, al me-
nos, las siguientes circunstancias:

a) el precio de licitacién.

b) los precios méximos de venta de las viviendas
en primera transmisién y los criterios de actualizacién
para las ulteriores.

c) la renta méxima de las viviendas cuando sean en
régimen de arrendamiento.

d) los plazos méximos para la realizacién de las
obras de edificacién y, en su caso, de urbanizacién
cuando los suelos no tuviesen la condicién de solares.

e) el régimen de recuperacién de la propiedad del
suelo por la Administracién cuando el adjudicatario
incumpliese alguna de las obligaciones que le incum-
ban, en virtud del acuerdo de adjudicacién o de dispo-
siciones legales o reglamentarias.

2. Si el concurso quedare desierto, la Administra-
cién podrd enajenar los terrenos directamente, dentro
del plazo méximo de un afio, con arreglo al pliego de
condiciones que rigié el concurso.

CAPITULO II
DISPONIBILIDAD DE SUELO
PARA VIVIENDA SOCIAL

Articulo 15.— Reservas de suelo para la cons-
truccién de viviendas protegidas.

1. Para asegurar el cumplimiento del derecho a la
vivienda, la Administracién de la Comunidad Auté-
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noma de Aragén establecerd reservas con destino a
la construccién de viviendas protegidas, de acuerdo
con lo establecido en la legislacién bésica del Es-
tado.

2. El establecimiento de estas reservas conllevaré
la obligacién de incorporar los terrenos al instru-
mento de planeamiento aplicable y justificard la mo-
dificacién del planeamiento municipal para su incor-
poracion.

3. Porcentajes de reserva:

3.1 Los Planes Generales de Ordenacién Urbana
y, de acuerdo con ellos, los instrumentos de planea-
miento de desarrollo, deberdn establecer, como mi-
nimo las siguientes reservas de terrenos para la cons-
truccién de viviendas protegidas:

a) En las capitales de provincia y municipios de
poblacién superior a 20.000 habitantes, en suelo
urbanizable el 40% de la edificabilidad residencial
prevista y en suelo urbano no consolidado, el 20%
de la edificabilidad residencial prevista.

b) En los municipios de poblacién entre 3.000 y
20.000 habitantes, en suelo urbanizable el 30% de
la edificabilidad residencial prevista y en suelo ur-
bano no consolidado, el 10% de la edificabilidad
residencial prevista.

3.2 En municipios con poblacién de derecho no
superior a tres mil habitantes no existird obligacién
de reserva de suelos con dicha finalidad, sin per-
juicio de que puedan establecer la que consideren
necesaria en sus instrumentos de planeamiento.

3.3. Mediante Orden del Consejero competente
en materia de vivienda se podrén aumentar los por-
centajes de reserva de vivienda protegida por causas
debidamente justificadas, fundamentadas en un in-
cremento de demanda de vivienda protegida o cua-
lesquiera otras de cardcter socio-econémico.

3.4. La distribucién de los porcentajes de reserva
de suelo se realizard tomando como referencia el
conjunto del término municipal, de forma que la dis-
tribucién de su localizacién sea respetuosa con el
principio de cohesién social.

3.5. Mediante Orden del Consejero competente
en materia de vivienda se podrén establecer exen-
ciones o modificaciones a los porcentajes de reserva
de suelo, contemplados en este articulo, que se fun-
damentardn exclusivamente en la falta de demanda
de vivienda protegida en el término municipal co-
rrespondiente. Con cardcter previo, el Ayuntamiento
deberd presentar la solicitud de exencién acompa-
fiada de una memoria de cardcter socio-econémico
que justifique la falta de viabilidad de la promocién
correspondiente.

3.6. Para la determinacién de los umbrales demo-
gréficos se tomard en consideracién el momento de
la aprobacién inicial del Plan General de Ordena-
cién Urbana.

Articulo 16.— El valor del suelo destinado a vi-
vienda protegida.

El valor de los terrenos acogidos al dmbito de la
proteccién, sumado al importe total del presupuesto
de las obras de urbanizacién, no podrd exceder del
veinte por ciento de la cifra que resulte de multiplicar
el precio méximo de venta por metro cuadrado que

resulte de aplicacién por la superficie Uil de las vi-
viendas y demds edificaciones protegidas.

Articulo 17.— Declaracién de interés social en
materia de suelo.

La adquisicién de suelo y, en su caso, su urbanizo-
cién para la construccién de viviendas protegidas pro-
movidas por la Administracién Pdblica, cualquiera que
sea la modalidad de ejecucion, se declara de utilidad
pUblica e interés social a los efectos de expropiacién
forzosa.

TITULO I
SISTEMA DE INFORMACION
INTEGRADO DE VIVIENDA

CAPITULO |
SISTEMA PUBLICO DE INFORMACION

Articulo 18.— Objeto de la informacién.

1. Lo Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén, a través del Departamento competente en
materia de vivienda, gestionard un sistema pdblico
que recoja y procese la informacién relevante en ma-
teria de vivienda, especialmente la que pueda ser uti-
lizada para la adopcién de decisiones de los poderes
pUblicos.

2. La informacién deberd servir para aumentar la
eficacia de las medidas que garanticen el derecho a
la vivienda. En este sentido podrd recoger informa-
cién relativa a suelos, estado de los inmuebles resi-
denciales, precios, datos de oferta y demanda y otros
similares.

3. Todas las administraciones piblicas estan obli-
gadas a suministrar la informacién que la Administra-
cién de la Comunidad Auténoma les solicite con esta
finalidad.

4. Se promoverd la colaboracién con aquellos
érganos de carécter piblico o privado que tengan
como finalidad tanto la captacién como el procesa-
miento de datos con fines estadisticos.

5. La Administracién de la Comunidad Auténoma
podrd celebrar convenios con otras entidades de ca-
racter publico o privado que puedan ofrecer informa-
cién relevante en la materia, tales como los registros
de la propiedad, colegios notariales, entidades finan-
cieras, las empresas que se dediquen al suministro de
energia y otras del sector inmobiliario.

Articulo 19.— Transparencia y acceso a la infor-
macioén.

1. La informacién que se haya recogido a través
del sistema publico de informacién serd tratada de
acuerdo con los estdndares de calidad y confiden-
cialidad previstos en la normativa de tratamiento es-
tadistico y en la de proteccién de datos de carécter
personal.

2. El tratamiento de la informacién serd realizado
por el Observatorio de la Vivienda en Aragén.

3. La informacién, una vez procesada, se publi-
card en la pdgina que el Observatorio aragonés de
vivienda ha de mantener abierta en Internet. La ges-
tién y explotacién de la informacién estadistica de vi-
vienda podrd contar con la colaboracién del Instituto
Aragonés de Estadistica.
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CAPIiTULO Il
EL OBSERVATORIO
DE LA VIVIENDA DE ARAGON

Articulo 20.— Objeto y funciones del Observa-
torio de la Vivienda de Aragén.

1. El Observatorio de la Vivienda de Aragén es un
espacio de informacién y conocimiento sobre los datos
obtenidos por el sistema pUblico de informacién, cuyas
funciones son las de estudio y andlisis del entorno y la
realidad socioecondmica del sector de la vivienda, en
los aspectos no sélo administrativos, sino financieros,
sociolégicos, urbanisticos, econédmicos y de cualquier
indole significativa por su repercusién en la dindmica
de la vivienda en Aragén, tanto desde el punto de vista
de la oferta como de?o demanda.

2. Son funciones del Observatorio de la Vivienda
de Aragén las siguientes:

a) Generar informacién sobre la vivienda en Ara-
gén, que resulte Util y accesible, para profesionales,
agentes del sector y ciudadanos en general.

b) Apoyar el proceso de toma ge decisién en las
politicas de vivienda, tanto a los participantes en la
elaboracién de medidas como a los érganos de ges-
tién administrativos y politicos.

c) Reflejar de modo objetivo y cuantificado la reali-
dad de la vivienda en Aragén.

d) Disefiar un acceso facil a los datos generados,
mediante la creacién de un sistema piblico de difusién
a través de Internet.

e) Aglutinar estudios e informes desarrollados en el
sector de la vivienda, con un enfoque abierto, conju-
gando distintas perspectivas.

f) Difundir la informacién entre los sectores interesa-
dos, especialmente a través de Internet.

g) Crear una base de datos histérica sobre la evo-
lucién de la situacién de la vivienda en Aragén, con
especial incidencia en la vivienda protegida y actua-
ciones realizadas por la administracién autonémica.

3. El Observatorio también constituird un contene-
dor digital de acceso libre a la produccién institucio-
nal, cientifica e investigadora en materia de vivienda,
dentro de los términos que permita la normativa que en
cada caso sea aplicable.

4. El Observatorio colaborard con ofras institucio-
nes de cardcter investigador en materia de vivienda,
especialmente del dmbito del sector publico y preferen-
temente las Universidades. Asimismo, colaborard con
el Foro de la Vivienda de Aragén.

Articulo 21.— Noaturaleza y organizacién del
Observatorio de la Vivienda de Aragén.

1. El Observatorio de la Vivienda de Aragén estard
infegrado en el Departamento competente en materia
de vivienda de la Administracién de la Comunidad Au-
ténoma de Aragén.

2. Para el desarrollo de sus funciones se articularé
como una unidad administrativa en el seno del citado
Departamento.

3. Con independencia de su naturaleza de unidad
administrativa, colaborard con personas o entidades
externas para un adecuado cumplimiento de sus fun-
ciones.

4. Reglamentariamente se desarrollard su estruc-
tura, régimen de funcionamiento y objetivos concretos.

TiTULO IV
ESTATUTO JURIDICO
DEL USUARIO DE VIVIENDA

CAPITULO |
DERECHOS BASICOS
DEL USUARIO DE VIVIENDA

Articulo 22.— Principios bésicos de la oferta de
vivienda.

1. Todos los agentes que intervienen en la edifica-
cién y rehabilitacién de viviendas y la prestacién de
servicios inmobiliarios que tienen algin derecho para
la transmisién, el arrendamiento y la cesién de las vi-
viendas, tales como promotores, propietarios, agentes
inmobiliarios y administradores de fincas, deben su-
jetarse a la normativa que prohibe la utilizacién de
publicidad ilicita y, especialmente, a las normas regu-
ladoras de la publicidad e informacién establecidas
por la presente Ley.

2. Se entiende por publicidad e informacién toda
forma de comunicacién dirigida a los usuarios o al
pUblico en general con el fin de promover de forma
directa o indirecta la transmisién, el arrendamiento y
cualquier otra forma de cesién de viviendas.

3. Ademés de los derechos reconocidos en la legis-
lacién en materia de proteccién de consumidores, los
usuarios de vivienda, cualquiera que sea el régimen
juridico de su tenencia, deberdn recibir la informacién
y publicidad sobre las caracteristicas de las viviendas,
sus servicios e instalaciones, y las condiciones juridi-
cas y econémicas que les afecten, de acuerdo con los
principios de buena fe, objetividad y veracidad, sin
omitir datos esenciales o que puedan inducir a error a
los destinatarios o producir repercusiones econémicas
o juridicas que no resulten admisibles, por perturbar el
pacifico distrute de la vivienda en las habituales condi-
ciones de uso.

Articulo 23.— Informacién general relativa a la
transmisién de viviendas.

1. En la oferta de vivienda, el ofertante deberd faci-
litar informacién suficiente sobre sus condiciones esen-
ciales, juridicas y econémicas, antes de la perfeccion
del contrato de compraventa.

2. A tal efecto, deberd informar de la titularidad
juridica, las cargas y los gravdmenes, las condiciones
de uso, los servicios que existan, las condiciones eco-
némicas y de financiacién de la oferta y, si es posible,
los gastos previsibles de mantenimiento y los importes
de los tributos que graven la vivienda.

Articulo 24.— Informacién para la transmisién de
viviendas en construccién.

En el caso de transmisién de viviendas en construc-
cién, el promotor, o el agente intermediario en quien
delegue la publicidad y oferta de sus viviendas, de-
ber& proporcionar al menos la siguiente informacién
al posible adquirente:

1. Datos relativos al promotor, constructor, proyec-
tista y direccién facultativa.

2. Condiciones econémicas:

a) Precio total, tributos y otros gastos por cuenta del
adquirente.
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b) Pagos aplazados o préstamos hipotecarios, ex-
presando el coste total del crédito con referencia a la
tasa anual equivalente o, en su defecto, el tipo de in-
terés anual y los gastos y cargas que el comprador
haya de abonar como consecuencia de la concesién
del crédito

c) Garantias para el aseguramiento del cobro de
las cantidades entregadas a cuenta, mencionando la
entidad garante y la cuenta especial en la que hayan
de efectuarse los ingresos.

d) Cuando se trate de viviendas protegidas, sélo
se podrd requerir a los adquirentes, en concepto de
entrega de cantidades a cuenta del precio, hasta un
maximo del 20% del precio total de la vivienda y de
sus anejos vinculados durante el periodo de construc-
cién.

3. Caracteristicas esenciales de la vivienda: Plano
de emplazamiento, plano acotado a escala de la vi-
vienda y memoria en la que se haga referencia a los
siguientes extremos:

a) Dimensiones referidas a las superficies Utiles y
construidas.

b) Planos y detalles de las caracteristicas de todas
las instalaciones de la vivienda.

c) Servicios y caracteristicas de los anejos y elemen-
tos vinculados a la vivienda.

d) Materiales empleados en la construccién y nivel
de calidad resultante.

e) Orientacién principal y grado de aislamiento
acustico.

f) Certificacién energética de la vivienda

g) Datos relativos a cudl es la accesibilidad de la
vivienda.

4. Situacién administrativa:

a) Copia de las licencias urbanisticas necesarias, o
comunicacién, suscrita por el oferente, de una relacién
de las licencias, claramente identificadas.

b) En la oferta de vivienda protegida, copia de la
calificacién provisional, o comunicacién, suscrita por
el oferente, que identifique la calificacién provisional
de forma indubitada, y el régimen de derechos y de-
beres, con la expresién de las limitaciones al poder
de disposicién para los adquirentes y usuarios de las
viviendas.

Articulo 25.— Informacién para la primera trans-
misién de vivienda ya terminada.

En el caso de la primera transmisién de una vivienda
ya terminada de nueva construccidn, se exigirdn los re-
quisitos y documentos previstos para la enajenacién de
viviendas en construccidn, salvo lo relativo a los pagos
anticipados en periodo de construccién, y ademds los
siguientes:

a) Las garantias por dafios materiales, derivados de
vicios y defectos de construccién, establecidas en la le-
gislacion de ordenacién de la edificacién, que deberdn
hacerse constar en el documento de transmisién o en
cualquier otro documento que tenga carécter contrac-
tual y donde se refleje con claridad la vivienda a que
se refiere.

b) En su caso, el importe del préstamo hipotecario
que corresponda a la vivienda, las condiciones del
mismo y los requisitos de subrogacién del adquirente.
El adquirente tiene derecho a optar entre subrogarse
en el préstamo del promotor o formalizar uno nuevo,

siendo por cuenta del promotor los gastos de cancela-
cién cuando el comprador optara por la no subroga-
cién en dicho préstamo.

c) El Libro del Edificio, que recogerd la documenta-
cién de la obra ejecutada, conforme se establece en la
legislacién de ordenacién de la edificacién.

d) Las licencias urbanisticas que correspondan. En
el caso de tratarse de vivienda protegida, se hard en-
trega de una copia de la calificacién definitiva de la
vivienda.

Articulo 26.— Informacién en el caso de vivien-
das promovidas por sociedades cooperativas.

En el caso de adjudicacién o transmisién de vivien-
das promovidas por sociedades cooperativas, ademds
de cumplir con las disposiciones especificas de la le-
gislacién sobre cooperativas, se deberdn cumplir los
deberes de informacién sefialados en los articulos ante-
riores, segUn el supuesto de que se trate.

Articulo 27.— Informacién para las segundas y
posteriores fransmisiones de vivienda.

1. La informacién para la transmisién de vivienda
en casos diferentes de los regulados en los articulos
anteriores deberd contener los siguientes datos:

a) Identificacién del transmitente y, en su caso, de la
persona fisica o juridica que intervenga en el marco de
una actividad profesional o empresarial, para la media-
cién entre el vendedor y el comprador de la vivienda.

b) Condiciones econdémicas: Precio total con los
conceptos desglosados, asi como las condiciones de
financiacién que, en su caso, pudieran establecerse.

c) Caracteristicas esenciales de la vivienda: Acredi-
tacién de la superficie 0til y construida; cuota de parti-
cipacién en propiedad y en los gastos comunes, en su
caso; anejos y elementos vinculados a la vivienda.

d) Situacién juridica del inmueble: Acreditacién de
la titularidad registral de la vivienda; estado de cargas
y gravémenes de la misma; caracteristicas esenciales
del régimen de propiedad horizontal, en su caso, y cer-
fificado emitido por el administrador de la finca sobre
la situacién de los pagos de los gastos de la comunidad
de propietarios, en aquellas viviendas sujetas al régi-
men de propiedad horizontal o a cualquier otro régi-
men de condominio, asi como todos aquellos acuerdos
adoptados por la comunidad de propietarios con rele-
vancia econdmica para el adquirente en el momento
de la transmisién. En caso de transmisién de vivienda
protegida deberd informarse de los requisitos exigidos
para su acceso, asi como los datos que permitan iden-
tificar la fecha de calificacién definitiva de la vivienda.

Articulo 28.— Informacién para el arrendamiento
de vivienda.

1. En las ofertas de arrendamiento de vivienda debe
proporcionarse a los destinatarios una informacién su-
ficiente tanto sobre las condiciones esenciales de la vi-
vienda, como de las condiciones bdsicas del contrato.

2 La informacién minima de una oferta de arrenda-
miento debe contener los siguientes datos:

a) El titulo juridico en virtud del cual se arrienda la
vivienda e identificacién del titular de la misma.

b) La descripcién y condiciones fisicas de la vi-
vienda, con indicacién de la superficie dtil y de los
servicios, instalaciones y suministros de la misma.
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c) Certificacién de la eficiencia energética.

d) La cuantia de la renta del arrendamiento, asi
como cualesquiera ofras cantidades a asumir por el
arrendatario, perfectamente desglosadas, indicando
la periodicidad de la liquidacién. Asimismo, deberd
constar la férmula de actualizacién de la renta del
arrendamiento.

e) El plazo del arrendamiento.

f) Importe de la fianza y demds garantias que se
exigen a los arrendatarios.

Articulo 29.— Publicidad de vivienda protegida.

1. La administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén mantendrd actualizada en Internet la infor-
macién general sobre las diferentes actuaciones prote-
gibles en materia de vivienda.

2. Mediante Orden del Consejero competente en
materia de vivienda se podrén establecer obligaciones
complementarias a las previstas en esta Ley sobre la in-
formacién en la oferta de vivienda protegida, asi como
los sistemas de publicidad que puedan emplearse.

Articulo 30.— Requisitos de los contratos de com-
praventa, arrendamiento y ofros contratos de transmi-
sién de la vivienda.

1. El adquirente de cualquier derecho sobre la vi-
vienda tiene derecho a tener el borrador definitivo del
contrato durante quince dias antes de proceder a su
aceptacién o rechazo.

2. En el caso de viviendas protegidas, el Consejero
competente en materia de vivienda podrd, mediante
Orden, determinar cldusulas de insercién obligatoria o
bien un modelo de contrato determinado con cardcter
potestativo u obligatorio. Asimismo, podrd regular la
documentacién a entregar complementaria al contrato
de que se trate, respetando los minimos sefalados en
esta Ley.

3. los contratos privados de vivienda protegida
deberdn ser visados por las unidades competentes en
materia de vivienda de la administracién de la Comu-
nidad Auténoma. Para el otorgamiento del visado se
estudiardn los términos del contrato, pudiendo ser re-
chazados los contratos de forma motivada si no cum-
plen algin requisito exigido normativamente o bien se
detectan cldusulas de cardcter abusivo. En cualquier
caso, el visado servird dnicamente para probar que se
cumplen las disposiciones en materia de vivienda pro-
tegida, salvo prueba en contrario. No podrén elevarse
a escritura publica ni inscribirse en el Registro de la
Propiedad los contratos sobre viviendas protegidas que
no hayan obtenido el preceptivo visado. Serdn nulos de
pleno derecho los contratos que se eleven o documen-
ten en escritura publica o se inscriban en el Registro de
la Propiedad, si no se ha obtenido con anterioridad el
preceptivo visado.

Articulo 31.— Informacién relativa a préstamos
hipotecarios y otras formas de financiacién de la vi-
vienda, y servicios accesorios.

1. Las empresas prestamistas y los servicios de in-
termediacién facilitardn explicaciones adecuadas a los
consumidores y usuarios sobre la concesién de présta-
mos hipotecarios y acerca de los servicios accesorios
que de ellos se deriven para que puedan comparar y

valorar otras ofertas y adoptar una decisién informada
y formada sobre la operacién a concertar.

2. las explicaciones comprenderdn la aclaracién
del contenido y los términos de la informacién precon-
tractual, de la personalizada, de la oferta vinculante,
y de toda aquella que sea suministrada hasta el otor-
gamiento de la escritura publica, en especial sobre el
modo de célculo de las cuotas y de otros posibles cos-
tes o penalizaciones, asi como una clara descripcién
de las obligaciones asumidas y de las consecuencias
que tanto la celebracién del contrato como su incum-
plimiento puedan tener.

3. Las explicaciones adecuadas deberdn ser senci-
llas y comprensibles, evitando el uso de tecnicismos,
y se adaptardn a las circunstancias personales y eco-
némicas de la persona a las que van dirigidas, aten-
diendo a su nivel de conocimientos y de experiencia
en materia de préstamo hipotecario, asi como a las de
la situacién y medio en que se facilitan y a las de la
complejidad del préstamo ofrecido.

4. las personas empleadas de la empresa presta-
mista que F;ciliten estas explicaciones adecuadas, con
independencia del medio empleado, deberdn identifi-
carse ante los destinatarios de las mismas.

5. La mera entrega de los documentos comprensivos
de la informacién precontractual, personalizada y de
la oferta vinculante no exime de facilitar las correspon-
dientes explicaciones adecuadas.

6. Si en las comunicaciones comerciales y publici-
dad se indicase un tipo de inferés o cualesquiera cifras
relacionadas con el coste del préstamo, para que el
interesado pueda conocer sus elementos esenciales y
compararla con el resto de ofertas existentes, serd nece-
sario especificar, mediante un ejemplo representativo,
la siguiente informacién bésicar:

a) Lo identidad de la empresa prestamista o del
servicio de intermediacién.

b) La indicacién de que el producto publicitado es
un préstamo hipotecario sobre la vivienda.

c) El tipo de interés, si este es fijo, variable o referen-
ciado, cualquier cifra relacionada con el coste del prés-
tamo, asi como, en su caso, la existencia de cldusulas
limitativas de la variacién del tipo de interés.

d) El importe total del préstamo, la tasa anual equi-
valente, la duracién del contrato, el importe y nimero
de las cuotas, y el importe total que habré de abonar el
prestatario.

e) La indicacién de si el préstamo hipotecario y las
condiciones del mismo se ofertan de manera combi-
nada con productos o servicios accesorios y, por tanto,
sin condiciones alternativas en el caso de su no suscrip-
cién, o bien de manera combinada'y, por tanto, con ca-
récter opcional, haciendo referencia a las condiciones
alternativas en caso de su no suscripcién y a la posibi-
lidad de contratar cada uno de dichos servicios acce-
sorios separadamente. En todo caso, deberd indicarse
una relacién de los productos o servicios accesorios de
que se trate tales como seguros, planes de pensiones,
tarjetas de crédito u otros similares.

f) El desglose de comisiones y gastos preparatorios
en que se incurra, con la indicacién de su importe.

g) La advertencia de que, en caso de incumplimiento
de los compromisos derivados del contrato de préstamo
garantizado con hipoteca, existe el riesgo de pérdida
de la vivienda.
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h) La indicacién expresa de si la garantia del prés-
tamo se hard efectiva solamente sobre los bienes hipo-
tecados, no alcanzando la responsabilidad del deudor
a los demds bienes de su patrimonio, o si, por el contra-
rio, responde con todos sus bienes presentes y futuros.

i) El plazo de vigencia de las condiciones sefiala-
das.

i) Lo advertencia sobre el hecho de que las posibles
fluctuaciones del tipo de cambio podrian afectar al im-
porte adeudado, cuando proceda.

7. Los interesados tienen derecho a examinar y dis-
poner de una copia del proyecto de escritura piblica en
el despacho de la notaria elegida por ellos, conforme
a lo dispuesto en la normativa estatal de aplicacién,
al menos durante los tres dias hdbiles anteriores a su
formalizacién. A estos efectos, las empresas prestamis-
tas y los servicios de intermediacién les comunicarén la
puesta a disposicién de dicho documento.

8. Las disposiciones previstas en este articulo serdn
también aplicables a ofros instrumentos o negocios juri-
dicos de financiacién de la vivienda.

CAPITULO I
FIANZAS DE ARRENDAMIENTOS
Y OTROS CONTRATOS DE SUMINISTROS Y SERVICIOS

Seccién 1.°
DISPOSICIONES GENERALES

Articulo 32.— Ambito de aplicacién.

Este Capitulo tiene por objeto regular en el dmbito
de la Comunidad Auténoma de Aragén, la obligato-
riedad y el régimen del depésito de las fianzas deri-
vadas de los contratos de arrendamiento de fincas ur-
banas que se destinen a vivienda o a uso distinto del
de vivienda, asi como las que se exijan a los usuarios
de suministros o servicios complementarios o acceso-
rios de dichas fincas relativos exclusivamente a los
contratos de suministro de agua, gas o electricidad.

Articulo 33.— Sujetos obligados a depositar
fianza.

1. La obligacién de depositar la fianza y el dere-
cho a solicitar su devolucién corresponde a la per-
sona o entidad arrendadora y subarrendadora de fin-
cas urbanas, asi como de industrias o negocios que
conlleven cesién de uso de las referidas fincas.

2. Las empresas de suministros y servicios, en la
formalizacién de contratos que afecten a fincas ur-
banas, vendrén obligadas al depésito de las fianzas
que hubieran exigido.

3. La obligacidn subsistiré mientras estén vigentes
los correspondientes contratos.

Articulo 34.— Excepciones a la obligacién de
depositar fianza.

1. Se exceptian de la obligacién del depésito de
fianza establecido en el articulo anterior:

a) Los arrendamientos y subarriendos en los que fi-
gure como arrendatario o subarrendatario cualquiera
de las administraciones publicas de base territorial,
sus organismos auténomos y entidades de derecho
pUblico vinculadas a aquellas.

OIb) Los arrendamientos o subarriendos de tempo-
rada.

2. También quedan exceptuados aquellos supues-
tos en que la administracién piblica actéa como
arrendador, porque el uso de la vivienda se haya ce-
dido por el titular para su alquiler a personas declo-
radas en situacién de vulnerabilidad, y el programa
de alquiler social ofrezca las garantias adecuadas y
suficientes al titular de la vivienda.

Articulo 35.— Regimenes.

1. Existen dos regimenes de depésito de fianzas: el
régimen general y el régimen especial concertado.

2. El régimen general consiste en el ingreso del im-
porte de la fianza correspondiente a cada contrato de
arrendamiento por la persona o entidad arrendadora.

3. El régimen especial concertado es un sistema
especial, por el cual los sujetos obligados que lo ten-
gan concedido, ingresardn en la forma que se deter-
mine, el 90% de la cuantia total de las fianzas que
se constituyan, reservéndose el 10% restante para la
devolucién de las que aisladamente les sean exigidas
y para liquidar las responsabilidades a que aquellas
estén afectas.

Articulo 36.— fianza en arrendamientos urba-
nos.

1. Serd obligatoria la exigencia y prestacién de
fianza en los contratos y por los importes siguientes:

a) A la celebracién de los contratos de arrendo-
miento de fincas urbanas, serd obligatoria la exigen-
cia y prestacién de fianza en metdlico en cuantia
equivalente a una mensualidad de renta en los arren-
damientos de viviendas y de dos mensualidades en
los destinados a uso distinto del de vivienda.

b) En los supuestos de subarriendo parcial de
vivienda, por el importe de una mensualidad de la
renta pacta en el subarriendo.

c) En subarriendo total para uso distinto del de
vivienda, por el importe de dos mensualidades de la
renta pactada en el subarriendo.

d) En los supuestos de subarriendo parcial para
uso distinto del de vivienda, por el importe de dos
mensualidades de la renta pactada en el subarriendo.

2. En los contratos de vivienda protegida no podrd
exigirse ninguna garantia adicional a la fianza.

Articulo 37.— Determinacién de la fianza.

1. Para determinar el importe de la fianza obliga-
toria en los arrendamientos se considerard la renta
pactada al celebrarse el contrato.

2. Para determinar el importe de la fianza obli-
gatoria en los subarriendos se consideraré la renta
pactada al celebrarse el contrato de subarriendo.

3. Transcurridos los primeros tres afos de dura-
cién del contrato, de actualizarse el importe de la
renta, se deberd proceder a la actualizacién de la
fianza.

4. En los supuestos de falta de formalizacién por
escrito del contrato, podrd acreditarse la existencia,
la fecha y la cuantia del mismo por cualquier medio
de prueba admitido en Derecho.

Articulo 38.— Depdsito de fianzas de contratos
de suministros y servicios.

1. También son objeto de depésito sin interés, las
fianzas que las empresas de suministros y servicios
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exigen a los abonados para la formalizacién de con-
tratos que afectan a fincas urbanas, relativos exclusi-
vamente a los contratos de suministro de agua, gas o
electricidad.

2. El importe de la fianza obligatoria seré el pac-
tado al celebrarse el contrato para asegurar las res-
ponsabilidades de los usuarios, dentro del respeto a
los importes minimos a que se refiere el apartado si-
guiente.

3. Si la Administracién titular del Servicio Piblico
afectado no tuviera establecido el importe minimo de
la fianza, este se fijard por el érgano competente en
materia de vivienda previo informe del competente en
materia de industria.

Articulo 39.— Obligacién del depésito de
fianza y plazo.

1. El importe de las fianzas deberd depositarse en
las unidades administrativas provinciales competentes
en materia de vivienda, sin perjuicio de lo establecido
para el régimen concertado.

2. El depésito serd gratuito y no devengard interés
a favor del depositante, sin perjuicio de lo estable-
cido en los articulos 43.1 y 50.3, deberd efectuarse
mediante ingreso en las cuentas restringidas que al
efecto se determinen, en el plazo de dos meses desde
la celebracién del contrato, sin perjuicio de lo que se
establezca para el régimen especial concertado.

3. La exigencia de responsabilidad como con-
secuencia de los deterioros o falta de pago de que
respondan las fianzas, en ningin caso afectard al ér-
gano competente en materia de vivienda, cuestiones
estas cuya resolucién continda siendo exclusivamente
de los tribunales competentes.

Articulo 40.— Naturaleza del depésito.

El depésito obligatorio de las fianzas y los recar-
gos por extemporaneidad tendrdn la consideracién
de ingreso de derecho publico de la Comunidad Au-
ténoma afectado al érgano competente en materia de
vivienda.

Articulo 41.— Ingreso fuera de plazo.

El ingreso extempordneo de la fianza, sin requeri-
miento previo expreso, conllevard un recargo equive-
lente al 5% de su importe. En ningin caso el recargo
podrd superar los 300,00¢€.

Seccién 2.°
REGIMEN GENERAL

Articulo 42.— Procedimiento de depdsito.

1. El denominado régimen general del depésito
de fianzas, constituye el sistema ordinario mediante
el cual el sujeto obligado efectia el depésito de la
totalidad del importe de la fianza. El plazo para la
constitucién del depésito serd de dos meses desde la
celebracién del contrato.

2. Para depositar la fianza, la persona o entidad
arrendadora ha de cumplimentar el formulario oficial
de depédsito que estard disponible en el portal web
del Gobierno de Aragén y efectuar el pago por los
medios establecidos al efecto.

3. Lla acreditacién del depésito se realizard me-
diante un documento de cardcter nominativo identifi-

cado como Resguardo de depésito de vivienda, que
serd expedido por la unidad administrativa provincial
competente en materia de vivienda correspondiente.

4. Junto con el formulario y el Resguardo de de-
posito de fianza, es preciso presentar al menos una
copia del contrato de arrendamiento.

Articulo 43.— Devolucién de la fianza.

1. Extinguido el contrato, y previa solicitud del
sujeto obligado acompafiada del Resguardo de de-
posito original, se procederd a la devolucién de la
fianza mediante transferencia bancaria a la cuenta
corriente que identifique el solicitante del reintegro.
El plazo para la devolucién del importe de la fianza
serd de dos meses, transcurridos los cuales, de no
haberse hecho efectiva la devolucién por causa no
imputable al interesado, el depésito devengard el in-
terés legal correspondiente.

2. El rescate del depésito exigird la acreditacién
de la extincién del contrato, asi como la presentacion
del original del Resguardo del depésito. Cuando la
causa de la extincién no fuera por llegada a término
del mismo, se suplird la acreditacién por declaracién
jurada del arrendador.

3. Prescribird el derecho a exigir la devolucién de
la fianza depositada, transcurridos cinco afios desde
la extincién del contrato.

Articulo 44.— Cese en régimen general.

1. Se cesard en régimen general de depésito:

a) Por extincién de la obligacién de depésito.

b) Por acceso del obligado al régimen especial
concertado.

2. En el supuesto de acceso al régimen especial
concertado desde el régimen general, previa solicitud
del sujeto obligado, se procederd a la cancelacién de
los documentos de resguardo de depésito afectados
por el concierto, debiendo de ser puestos a disposi-
cién del organismo por su titular.

Seccién 3.°
REGIMEN ESPECIAL CONCERTADO

Articulo 45.— Régimen especial de depdsito
concertado.

El denominado régimen concertado constituye un
sistema especial respecto del régimen de depésito de
fianza. Los sujetos obligados que lo tengan conce-
dido, ingresardn en la forma en que se determinard
el 90% del volumen total de las fianzas que se consti-
tuyan.

Articulo 46.— Sujecién obligatoria.

Las empresas de suministros y servicios estardn
sujetas de forma obligatoria al régimen especial con-
certado de depésito de fianzas.

Articulo 47.— Sujecién potestativa.

1. Podrdn acogerse al régimen especial concer-
tado los arrendadores y subarrendadores de cinco o
més fincas urbanas.

2. Igualmente podrd acogerse a este régimen
la entidad arrendadora o subarrendadora de fin-
cas urbanas que tenga la obligacién de realizar un
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depésito de fianza por importe igual o superior a

15.000 €.

Articulo 48.— Procedimiento.

1. El érgano competente en materia de vivienda
aplicaré el régimen especial concertado a solicitud
del interesado debidamente documentada.

2. En los supuestos de sujecién obligatoria la soli-
citud se sustituird por una comunicacioén.

3. El plazo para solicitar el régimen especial con-
certado serd de un mes, a contar desde la formaliza-
cién del contrato.

4. Una vez constituido el concierto, podrd solici-
tarse el traspaso de las fianzas depositadas en régi-
men general al concertado, momento en el que sur-
gird el derecho a la liquidacién compensatoria entre
las cantidades depositadas mediante régimen gene-
ral y las debidas en atencién al concierto.

Articulo 49.— Declaracién anual.

En el mes de enero de cada afio, los sujetos acogi-
dos al Régimen Concertado deberdn presentar ante el
érgano competente en materia de vivienda y fianzas
de arrendamiento declaracién de fianzas constituidas
o devueltas, asi como su saldo y relaciones nominales
de todo ello. Si el resultado de la autoliquidacién
ofreciera un saldo positivo a favor de la administra-
cién depositaria, se realizard el depésito del 90% de
la cantidad correspondiente. Si el saldo fuera nega-
tivo la Administracién depositaria efectuard la devolu-
cién del importe que corresponda en el plazo de dos
meses desde la liquidacién.

Articulo 50.— Devoluciones.

1. Los sujetos acogidos al régimen especial con-
certado no podrén pedir la devolucién parcial del
depésito hecho hasta la liquidacién anual a que se
refiere el articulo anterior.

2. Solo procederd la devolucién de la totalidad
de los depésitos realizados cuando se produzca el
cese de la actividad que implique la devolucién de la
totalidad de las fianzas.

3. En ambos casos las devoluciones pertinentes de-
berdn practicarse en el plazo de dos meses desde la
liquidacién, transcurrido el cual sin que se hayan rea-
lizado, su importe devengard el interés legal desde la
fecha de la liquidacién.

Articulo 51.— Renuncia y exclusiones.

1. Se podrd renunciar en cualquier momento al
régimen especial concertado.

2. Quedaran excluidos del régimen especial con-
certado los sujetos que dejen de reunir los requisitos
establecidos en el articulo 47, y los que incurran en
responsabilidades que lleven aparejada esta exclu-
sion.

3. La renuncia o exclusién implicaré la aplicacién
del Régimen General, con depdsito de la totalidad
de las cantidades correspondientes a las fianzas,
mediante la oportuna liquidacién. En este caso, se
concederd el plazo de un mes para realizar el nuevo
depésito bajo el régimen general, a contar desde la
notificacién del acto por el que se deje sin efecto el
régimen especial concertado.

CAPITULO Il
RESOLUCION EXTRAJUDICIAL DE CONFLICTOS

Articulo 52.— Fomento de los sistemas extrajudi-
ciales de resolucién de conflictos.

1. Las administraciones piblicas de Aragén fomen-
tarén la creacién y utilizacién de sistemas de resolu-
cién extrajudicial de los conflictos que puedan surgir
entre los distintos agentes que operen en relacién con
la vivienda, especialmente cuando esté afectado el de-
recho a la vivienda.

2. Los sistemas de resolucién extrajudicial de con-
flictos en materia de vivienda incluirdn la mediacién y
cualesquiera otros que vayan destinados a la misma
finalidad, incluidos los previstos en la normativa en
materia de proteccién de consumidores, segin las de-
terminaciones previstas en este capitulo.

3. Las partes en conflicto deberdn acudir neceso-
riamente a un sistema de mediacién, de acuerdo con
lo previsto en este capitulo, sin perjuicio de que, poste-
riormente a la finalizacién sin acuerdo de este proce-
dimiento, puedan sujetarse a un sistema de arbitraje.

4. los sistemas de resolucién extrajudicial de con-
flictos podran ser de titularidad piblica o privada. En
todo caso, deberdn garantizar la independencia y
objetividad de la actuacién y de la decisién que se
adopte, de acuerdo con los principios de equilibrio y
justicia.

5. Las disposiciones de este capitulo serdn también
de aplicacién en el caso de que la solucién del con-
flicto no sea competencia exclusiva de los érganos
judiciales, sino que pueda ser resuelta por otros 4r-
ganos, instituciones o personas, como es el caso de
las ejecuciones de cardcter hipotecario que se realicen
ante notario. En estos supuestos, los sistemas de resolu-
cién extrajudiciales se entenderdn también referidos a
los citados procedimientos.

Articulo 53.— Mediacién en materia de vivienda.

1. La mediacién es un procedimiento que se ca-
racteriza por la intervencién de una tercera persona,
fisica o juridica, que tiene como objeto ayudar a las
partes y facilitar la obtencién por ellas mismas de un
acuerdo satisfactorio.

2. En el caso de que la vivienda afectada consti-
tuya residencia habitual, las partes en conflicto debe-
ran acudir obligatoriamente a un sistema de mediacién
antes de que se inicie cualquier procedimiento arbitral,
judicial o cualquier otro de cardcter ejecutivo.

3. El procedimiento de mediacién debe tener por
objeto buscar acuerdos entre las partes que hagan via-
ble que la persona afectada conserve la propiedad
de la vivienda o, subsidiariamente, la posibilidad de
mantener su uso y disfrute.

4. La Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén, a través del Departamento competente en
materia de vivienda, promoverd la creacién de un sis-
tema publico de mediacién que integre al conjunto de
las administraciones publicas aragonesas. Este sistema
estard dirigido especialmente a resolver los conflictos
que afecten al acceso o mantenimiento de la vivienda
que constituya residencia habitual y permanente. A
tales efectos, el Consejero competente en materia de
vivienda aprobard una Orden que regule el sistema
pUblico de mediacién.
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5. Las partes en conflicto podrén acudir a cualquier
sistema publico o privado de mediacién, salvo en el
caso de que una de las partes en conflicto se encuentre
en situacién de vulnerabilidad, segin los criterios de
esta Ley, en que la mediacién se deberd realizar nece-
sariamente dentro del sistema publico creado al efecto.

6. El mediador deberd emitir un documento que
pruebe que las partes han acudido al sistema de me-
diacién para resolver el conflicto. Este documento de-
berd ser presentado por las partes si un érgano judicial
o cualquier Administracién Pdblica asi lo requieren, en
cumplimiento de sus funciones y siempre que sea perti-
nente al procedimiento en curso.

7. Las disposiciones de este articulo se aplicardn
también en los supuestos de conflictos relativos al con-
trato de préstamo hipotecario o cualquier otro sistema
de financiacién que afecte al acceso a la vivienda, asi
como en los casos de sobreendeudamiento derivado
de forma directa de la vivienda. Se entenderd que es
sobreendeudamiento derivado directamente de la vi-
vienda en los casos de gastos asociados a la tenencia
de la vivienda, cualquiera que sea su régimen juridico,
asi como aquellos derivados de los consumos propios
del inmueble.

Articulo 54.— Arbitraje en materia de vivienda.

1. Las partes en conflicto podrén acudir a un sis-
tema de arbitraje, si asi lo pactan, siempre y cuando
el procedimiento de mediacién haya terminado sin
acuerdo.

2. A estos efectos, las administraciones publicas
promoverdn la utilizacién del sistema arbitral en mate-
ria de consumo.

TITULO V
FUNCION SOCIAL DE LA VIVIENDA

CAPITULO |
GARANTIA DEL DERECHO
A UNA VIVIENDA DIGNA

Articulo 55.— Derecho a una vivienda digna.

1. Todas las personas residentes en Aragén tienen
el derecho a disfrutar de una vivienda digna y ade-
cuada.

2. los poderes publicos velaran para la satisfac-
cién del derecho previsto en el parrafo antecedente. A
tal efecto, promoverdn y adoptarén las disposiciones
y medidas oportunas conducentes al acceso y ocupa-
cién legal de una vivienda por parte de quienes no
dispongan de domicilio habitable o, disponiendo de
él, resulte inseguro o inadecuado a sus necesidades.

3. A los e?ectos del presente articulo, las modali-
dades legales de acceso serdn todas las que resulten
legalmente factibles y viables con arreglo a la legis-
lacién civil o administrativa, comprendiendo tanto la
titularidad dominical como el arrendamiento, con o sin
opcién de compra, o cualesquiera derechos reales o
de uso que resulten adecuados para satisfacer el refe-
rido derecho.

Articulo 56.— Modos de satisfaccién del derecho
a una vivienda digna.

1. La satisfaccion del derecho a la ocupacién legal
de una vivienda digna y adecuada podré ser reali-

zada por parte de las administraciones pdblicas ara-
gonesas con competencia para ello mediante la puesta
a disposicién, bajo cualquier régimen juridico de te-
nencia, de una vivienda protegida o libre, o férmulas
alternativas de alojamiento, de acuerdo con los planes
y programas que se promuevan.

2. En defecto de vivienda, y con cardcter subsidia-
rio, esta satisfaccién podrd efectuarse mediante el esta-
blecimiento de un sistema de prestaciones econémicas.

3. Para la exigencia ante las administraciones pU-
blicas competentes del derecho de acceso resultard ne-
cesario el cumplimiento por la unidad de convivencia
de estos requisitos, que deberdn desarrollarse reglo-
mentariamente:

a) No hallarse en posesién de vivienda ni de alo-
jamiento estable o adecuado. La no adecuacién de la
vivienda podré deberse a razones juridicas, de habi-
tabilidad, de tamafio, de capacidad econémica o cua-
lesquiera otras que dificulten una residencia cotidiana
y normalizada.

b) Acreditar unos ingresos anuales comprendidos
entre los limites que se establezcan reglamentario-
mente.

Articulo 57.— Funcién social de la vivienda.

1. La funcién social de la vivienda consiste en su uti-
lizacién con fines residenciales y su efectiva ocupacién
en los términos de la presente ley.

2. La funcién social de una vivienda se entenderd
incumplida en los siguientes casos:

a) Cuando los propietarios y titulares de derechos
reales obligados a ello, incumplan el deber de conser-
vacién de la vivienda, siempre que ello suponga un
riesgo para la seguridad de las personas en los térmi-
nos de la presente ley.

b) Cuando los propietarios y titulares de derechos
reales obligados a ello, incumplan el deber de rehabi-
litacién de la vivienda, siempre que ello suponga un
riesgo para la seguridad de las personas y se les haya
garantizado, si demuestran su necesidad, las ayudas
pUblicas suficientes para hacer frente al coste de reha-
bilitacién en los términos de la presente ley.

c) Cuando la vivienda o el edificio de viviendas es-
tén desocupados de forma permanente e injustificada
en los términos de la presente ley.

d) Cuando no se destine, si es una vivienda prote-
gida, a residencia habitual y permanente en los térmi-
nos de la presente ley.

e) Después del inicio de un procedimiento de ejecu-
cién hipotecaria y antes de su finalizacién, que tenga
como causa la imposibilidad de devolver el préstamo
hipotecario por parte del prestatario, no se formule,
por parte de la entidad prestamista, una propuesta que
suponga la ocupacién de la vivienda bajo cualquier
régimen juridico de tenencia.

f) Después del inicio de un desahucio por impago
de alquiler y antes de que haya una decisién judicial
al respecto, no se formule una propuesta que suponga
la ocupacién de la vivienda bajo cualquier régimen
juridico de tenencia. Los obligados a esta propuesta
serdn, segun los casos, las entidades financieras, so-
ciedades inmobiliarias bajo su control, la Sociedad
de Gestién de Activos Procedentes de la Reestructu-
racién Bancaria, S.A., y los grandes propietarios de
viviendas.
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3. Para garantizar el cumplimiento de la funcién
social de una vivienda, las administraciones publicas
competentes en materia de vivienda deben arbitrar las
vias positivas de fomento y concertacién con cuales-
quiera personas fisicas o juridicas, y pueden estable-
cer también ofras medidas, incluidas las de cardcter
fiscal, que propicien el cumplimiento de dicha funcién
social y penalicen su incumplimiento.

4. El Departamento competente en materia de vi-
vienda y las administraciones locales aragonesas de-
ben actuar coordinadamente en la delimitacién y de-
claracién de los dmbitos o las situaciones aisladas en
que se produzca incumplimiento de la funcién social
de la propiedad de una vivienda, y en la determina-
cién y ejecucién de las medidas legalmente estableci-
das que sea preciso adoptar.

Articulo 58.— Colaboracién con otras Adminis-
traciones Piblicas, entidades financieras y de activos
inmobiliarios.

1. Con el objetivo de garantizar la funcién social
de las viviendas y el derecho a una vivienda digna, la
Administracién de la Comunidad Auténoma de Aragén
podré suscribir convenios de colaboracién con otras
administraciones publicas, con entidades financieras,
sociedades inmobiliarias bajo su control, la Sociedad
de Gestién de Activos Procedentes de la Reestructura-
cién Bancaria, S.A., los grandes propietarios de vivien-
das, y cualesquiera otras personas o entidades que
operan en el sector inmobiliario, para incrementar la
oﬁartd de alternativas habitacionales. Estos convenios
podrdn tener por objeto la cesién de propiedad, de
uso o de cualesquiera derechos reales o personales,
de viviendas desocupadas por parte de sus titulares.

2. En los convenios de colaboracién se concretard
la modalidad de gestién de las viviendas cedidas. La
gestién podrd realizarse directamente por parte del
propio cedente, a través de entidades privadas sin
animo de lucro o por la administracién publica o sus
entidades instrumentales.

3. los convenios de colaboracién podrdn incluir
ofras prestaciones, incluso de naturaleza econémica
o financiera, dirigidas a incrementar la oferta de al-
ternativas habitacionales, o el acceso a las mismas,
a cargo de las entidades privadas que los suscriban.
Dichas prestaciones quedarén sujetas, en su caso, a
lo establecido en la normativa de contratacién o de
subvenciones del sector pdblico.

CAPITULO I
PROGRAMAS SOCIALES DE VIVIENDA

Articulo 59.— Medidas en materia de programas
sociales de vivienda.

1. Lla Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén elaborard programas sociales de vivienda,
que tendrdn como destinatarias a aquellas personas
que se encuentren en situacién de vulnerabilidad. Tam-
bién se podrdan incluir otras personas que encuentren
especiales dificultades en el acceso o mantenimiento
de la vivienda, o cuya situacién, tanto econdémica
como social, requiera una atencién especifica, como
pueden ser las victimas de la violencia de género, las
victimas del terrorismo, los refugiados procedentes de
ofros paises en situaciones de conflicto o que sean ob-

jeto de persecucién en clara violacién de los derechos
fundamentales de las personas.

2. Esta programacién podré realizarse dentro del
marco de la planificacién general en materia de vi-
vienda o bien ser objeto de programas o planes espe-
cificos.

3. Las medidas que se adopten serdn coordinadas
con los departamentos competentes en materia de
servicios sociales y garantias ciudadanas.

Articulo 60.— Actuaciones de fomento para pro-
mover el uso social de las viviendas.

1. El Departamento competente en materia de vi-
vienda, en coordinacién con las administraciones loca-
les, debe impulsar politicas de fomento para asegurar
el cumplimiento efectivo del destino de la vivienda al
uso legalmente establecido de dar habitacién e incen-
tivar la utilizacién de las viviendas desocupadas. A tal
fin, debe velar para evitar situaciones de no habitacién
permanente de viviendas y aprobar el correspondiente
programa de actuacién.

2. Se podrén adoptar medidas destinadas a los
propietarios de vivienda, tales como:

a) Intermediacién en el arrendamiento de viviendas
que garanticen su efectiva ocupacién.

b) Aseguramiento de los riesgos que garanticen el
cobro de la renta, los desperfectos causados y la de-
fensa juridica de las viviendas alquiladas.

c) Subvenciones y ayudas para propietarios, entre
ofras para la rehabilitacién de las viviendas, arrenda-
tarios y entidades intermediarias.

d) Medidas de cardcter fiscal.

Articulo 61.— Alojamientos alternativos.

1. Las administraciones piblicas aprobardan progra-
mas y fomentardn acciones, tanto del sector pdblico
como del privado, que tengan como obijetivo la pro-
mocién de otras tipologias de vivienda que constituyan
modelos alternativos al tradicional. Estas modalidades
alternativas podrén serlo tanto en su régimen juridico
como en sus disefios materiales.

2. Estos alojamientos podrén promoverse, ademds
de sobre suelos de cardcter residencial, sobre aquellos
que estén calificados como dotacionales, de servicios
o equipamientos, siempre que la naturaleza de la cali-
ficcicién o del entorno urbano no impida el uso residen-
cial.

Articulo 62.— Viviendas desocupadas.

1. Las administraciones pdblicas promoverdn pro-
gramas especificos que persigan como objetivo que
las viviendas desocupadas cumplan con su funcién so-
cial.

2. Se considera que una vivienda estd desocupada
cuando no se haya destinado a uso residencial, bajo
cualquier forma prevista en el ordenamiento juridico,
durante seis meses consecutivos en el curso de un afio.
En todo caso, la ocupacién deberd ser efectiva, no
siendo suficiente con la existencia de un fitulo juridico
que habilite para ello.

3. Serén causas justificadas de desocupacién de
una vivienda las siguientes:

a) Que las condiciones materiales de la vivienda
no permitan su ocupacién inmediata por motivos de
habitabilidad. Esta situacién deberd ser justificada por
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la entidad propietaria de la vivienda mediante el co-
rrespondiente informe técnico.

b) Que la vivienda esté pendiente de la resolucién
de algin litigio que afecte a los derechos derivados de
la propiedad.

c) Que la vivienda esté ocupada ilegalmente.

d) Que la vivienda esté gravada con alguna carga
prevista en el ordenamiento juridico que impida la ocu-
pacién.

e) Que la vivienda tenga un destino legalmente pre-
visto por el ordenamiento juridico que pueda suponer
su desocupacién durante més de seis meses consecu-
tivos al afo, como pueden ser las de temporada, uso
turistico, las destinadas a trabajadoras o trabajadores,
y ofras situaciones similares.

f) Que la vivienda no esté sujeta a un régimen de
proteccién oficial y, ademds, el propietario sea una
persona fisica que no tenga la condicién de gran pro-
pietario de acuerdo con lo regulado en esta Ley.

g) Otras causas diferentes de las anteriores que im-

idan la ocupacién de la vivienda. En estos supuestos,
E‘] carga de la prueba corresponderd al propietario,
que deberd aportar la documentacién que acredite
la imposibilidad de ocupacién ante el érgano compe-
tente en materia de vivienda de la Administracién de
la Comunidad Auténoma de Aragén, cuando le sea
requerida.

4 Para facilitar el seguimiento de las viviendas des-
ocupadas por parte de la Administracién de la Comu-
nidad Auténoma de Aragdn, se creard el Registro de
Viviendas Desocupadas, que serd Unico para el territo-
rio aragonés. Mediante Orden del Consejero compe-
tente en materia de vivienda se aprobard el desarrollo
reglamentario correspondiente.

5. En el Registro de Viviendas Desocupadas debe-
rén inscribirse al menos todas las viviendas desocupa-
das, incluidas aquellas que estén sujetas a una causa
legal de desocupacién, cuya titularidad corresponda a
las entidades financieras, las sociedades inmobiliarias
vinculadas a éstas, la Sociedad de gestidn de activos
procedentes de la reestructuracién bancaria y los gran-
des propietarios de vivienda, de acuerdo con lo dis-
puesto en esta Ley. La Orden que desarrolle el Registro
podrd ampliar las viviendas que deban inscribirse.

Articulo 63.— Definicién de grandes propietarios
de viviendas.

Se consideran grandes propietarios de viviendas,
a los efectos de esta ley, aquellas personas fisicas o
juridicas que sean propietarias de al menos quince vi-
viendas.

Articulo 64.— Definicién de vivienda social.

Se considera vivienda social toda aquella, cual-
quiera que sea su propietario y su régimen juridico de
tenencia, que esté destinada a alguna de las politicas
sociales previstas en esta Ley, tales como las acogidas
a cualquiera de las modalidades de proteccién esta-
blecidas por la presente Ley o por los planes y progra-
mas de vivienda, ya destinadas a la compra o al al-
quiler o a otras formas de cesién de uso, las viviendas
de titularidad publica, los alojamientos alternativos, las
viviendas cedidas a la Administracién piblica por per-
sonas publicas fisicas o juridicas, con o sin dnimo de
lucro, y ofras en circunstancias y regimenes similares.

CAPITULO 1lI
MEDIDAS EN RELACION CON PERSONAS
EN SITUACION DE VULNERABILIDAD

Articulo 65.— Situacién de vulnerabilidad.

1. Las administraciones publicas adoptaran medi-
das especialmente destinadas a las personas o unida-
des de convivencia que se encuentren en situacién de
vulnerabilidad.

2. Tienen la consideracién de personas o unidades
de convivencia en situacién de vulnerabilidad aque-
llas que se encuentren en situacién de riesgo de exclu-
sién social, que sufran o que tengan algin miembro
que sufra violencia de género, que sean o que tengan
algin miembro que sea victima de terrorismo, y aque-
llas que asi se califiquen en virtud de las especiales
circunstancias socioeconémicas que les afecten, cuya
determinacién se hard reglamentariamente.

3. Asimismo, las administraciones piblicas podran
considerar que hay personas o unidades de conviven-
cia que se encuentran en una situacién de especial
vulnerabilidad, a los efectos de medidas que sean
especialmente intensas y relevantes para corregir di-
cha situacién. Para definir esta situacién se tomardn
en consideracién aspectos tales como encontrarse en
una situacién econémica especialmente grave que no
permita responder de los gastos de la vivienda, la
edad, el nimero de personas que integran la unidad
de convivencia, en especial si hay menores de edad,
la discapacidad, la dependencia, la enfermedad, cir-
cunstancias que afecten a los derechos humanos y
otras de naturaleza andloga.

4. Mediante Orden del Consejero competente en
materia de vivienda se podrén desarrollar las situacio-
nes de vulnerabilidad o especial vulnerabilidad, asi
como el proceso necesario para su reconocimiento.

Articulo 66.— Consideracién de la buena fe.

1. Para la obtencién de la calificacién de las si-
tuaciones de vulnerabilidad o de especial vulnerabili-
dad, serd preciso que la persona o unidad de convi-
vencia afectada se consideren de buena fe.

2. La buena fe de la persona o de la unidad de
convivencia a la que se le reconoce el derecho a una
vivienda digna se presumird, salvo que, quede de-
mostrado que se ha producido abuso de derecho del
mismo, o se han efectuado acciones u omisiones que,
por la intencién de su autor, por su objeto o por las
circunstancias en que se hayan realizado, sobrepa-
sen los limites normales del ejercicio de un derecho,
con dafio a un tercero.

3. Se entenderd en todo caso que existe en un
deudor buena fe cuando se haya producido o se pre-
vea que se puede producir una situacién de impago
de las cuotas hipotecarias o de las rentas de alquiler,
motivada por situaciones significativas econémicas o
familiares que originen una carencia sobrevenida de
recursos econdmicos, posterior a la fecha de forma-
lizacién del préstamo hipotecario o del contrato de
arrendamiento, y que, por una alteracién totalmente
sobrevenida e imprevista de sus circunstancias, no
puede cumplir los compromisos contraidos.

4. Este articulo se interpretard de acuerdo con lo
establecido en el Cédigo Civil sobre el concepto de
buena fe.
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Articulo 67.— Cooperacién con el poder judi-
cial y el Colegio Notarial de Aragén en el caso de
situaciones de vulnerabilidad.

1.Con la finalidad de proporcionar una alterna-
tiva habitacional a las personas o unidades de convi-
vencia que puedan verse afectadas por un desahucio
o lanzamiento de su vivienda habitual, el personal
funcionario perteneciente al cuerpo de tramitacién
judicial y administrativa, de las oficinas judiciales
ubicadas en el territorio aragonés, previa consulta al
efecto al secretario judicial correspondiente, remitiré
mediante procedimientos preferentemente telematicos
a la Administracién de la Comunidad Auténoma de
Aragén, una comunicacién de la demanda de des-
ahucio de arrendamiento y las de ejecucién hipote-
caria admitidas a trdmite, indicando ademds, si le
consta, la identidad del demandado y de las perso-
nas que habitan habitualmente en la vivienda.

2. El personal indicado en el apartado anterior
solicitaré el consentimiento de las personas afectadas
cuando sea preciso para la cesién de los datos sefia-
lados en el apartado anterior.

3. La Comunidad Auténoma de Aragdn podrd sus-
cribir con el Colegio Notarial de Aragén el corres-
pondiente instrumento de colaboracién a los efectos
previstos en los dos apartados anteriores.

4. Cualquier intercambio de informacién relativa
a las personas indicadas en el apartado 1, que se
produzca al amparo de lo dispuesto en el presente
articulo, deberd respetar lo establecido al efecto por
la normativa vigente sobre proteccién de datos perso-
nales.

Articulo 68.— Informacién de las entidades fi-
nancieras, activos inmobiliarios y grandes propieta-
rios de viviendas.

En todo caso, y con el consentimiento de las per-
sonas afectadas, las entidades financieras, las socie-
dades inmobiliarias bajo su control y la Sociedad de
Gestidn de Activos Procedentes de la Reestructuracién
Bancaria, S.A., los activos inmobiliarios, asi como los
grandes propietarios de viviendas, estdn obligados a
aportar a la Administracién de la Comunidad Auté-
noma de Aragén la documentacién relevante de que
dispongan sobre las personas que se encuentren en
procesos de arbitraje, mediacién o judiciales, de ca-
racter hipotecario, de desahucios de arrendamiento
y cualesquiera ofras circunstancias que supongan el
riesgo de pérdida de la vivienda, con el fin de tratar
de conseguir una solucién adecuada a la situacién.

Articulo 69.— Fomento de las medidas para
promover la dacién en pago y evitar el sobreendeu-
damiento.

1. Las administraciones piblicas promoverédn que
las diferentes entidades que operen como financiado-
ras para la adquisicién de una vivienda acuerden con
los deudores que la deuda quedard completamente
saldada con la entrega de la vivienda. A tal efecto
se fomentard la utilizacién de la dacién en pago de
deuda, de tal manera que la entrega de la vivienda
serd la medida que la entidad financiadora utilizaré
para saldar la deuda, y ésta quedard extinguida con
la entrega del inmueble.

2. Las administraciones publicas colaboraran de
forma preferente con aquellas entidades financieras
que apliquen las medidas sefialadas en el punto an-
terior. Esta preferencia significard que, ante varias
entidades financieras que puedan colaborar con las
administraciones publicas en cualquier drea de com-
petencias de las citadas administraciones, se deberé
tomar en consideracién que la entidad financiera uti-
lice estos sistemas para saldar las deudas derivadas
de las viviendas, cﬁabiendo ser seleccionada la que
los utilice.

3. Este mismo criterio serd aplicable en el caso de
otras entidades, como pueden ser las suministradoras
de energia o servicios, que apliquen férmulas que evi-
ten el sobreendeudamiento.

4. Se entenderd que las entidades citadas ante-
riormente utilizan mecanismos que eviten el sobreen-
deudamiento y promuevan la dacién en pago u otros
instrumentos similares que supongan que la deuda
queda extinguida con la entrega de la vivienda,
cuando al menos en el treinta por ciento de los pro-
cesos de reclamacién de las deudas derivadas de las
viviendas hayan aplicado estos instrumentos.

Articulo 70.— Fomento de instrumentos que evi-
ten la pérdida de la vivienda o promuevan el acceso
a la vivienda social.

1. Se considerardn también preferentes en su rela-
cién con las administraciones publicas de Aragén, se-
gun lo dispuesto en el articulo anterior, las entidades
que realicen alguna de estas actividades:

a) La entrega al Fondo de Vivienda Social de Ara-
gén de al menos el treinta por ciento de las viviendas
de las que sean titulares para su uso como vivienda
social.

b) La incorporacién del mismo porcentaje de vi-
viendas a cualquier otro programa de vivienda social,
diferente del Fondo de Vivienda Social de Aragén.

c) La adopcién de medidas que promuevan que
los deudores puedan seguir residiendo en su vivienda
habitual, a pesar de que se haya procedido a ejecu-
tar la hipoteca sobre la vivienda.

2. Si el conjunto de estas medidas, sumadas a las
previstas en el articulo anterior, supone el treinta por
ciento de las actuaciones en materia de vivienda de
las citadas entidades en territorio aragonés, se consi-
derard como entidad colaboradora preferente.

3. El Consejero competente en materia de vivienda
del Gobierno de Aragén podré desarrollar mediante
Orden el conjunto de mecanismos previstos en este
articulo y en el anterior.

Articulo 71.— Prestaciones econémicas y socia-
les para personas en situacién de vulnerabilidad.

1. Las prestaciones econémicas cuyos beneficia-
rios sean personas que se encuentren en situacién de
vulnerabilidad se integran dentro del Sistema Piblico
de Servicios Sociales, y gozardn del mismo régimen
juridico que las restantes prestaciones econdémicas de
dicho sistema, por lo que no tendrdn la consideracién
de subvenciones publicas.

2. Cuando para la aplicacién de las medidas pre-
vistas en este capitulo con destino a las personas en
situacién de vulnerabilidad sea preciso un informe so-
cial, las unidades de servicios sociales de cualquier
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administracién piblica aragonesa estardn obligadas
a emitirlo a requerimiento de las unidades competen-
tes en materia de vivienda integradas en la adminis-
tracién de la Comunidad Auténoma de Aragén.

Articulo 72.— Viviendas pertenecientes al patri-
monio publico.

1. Las administraciones pdiblicas aragonesas no
podrdn ejercer, en ningln caso, acciones de desahu-
cio de arrendamientos y ejecuciones hipotecarias en
el caso de que se trate de viviendas de titularidad pu-
blica o en aquellas situaciones en que las administra-
ciones publicas hayan actuado como financiadoras
de la adquisicién de una vivienda promovida por una
administracién puiblica o una sociedad instrumental
propia, en los casos en que afecten a personas de
buena fe y que se encuentren en situacién de especial
vulnerabilidad.

Articulo 73.— Fondo de Vivienda Social de Ara-
gon.

1. El Departamento competente en materia de
vivienda de la Administracién de la Comunidad Au-
ténoma de Aragédn constituird el Fondo de Vivienda
Social de Aragén como instrumento para la gestién
de las politicas de vivienda social por las adminis-
traciones pUblicas aragonesas, y especialmente des-
tinado a las personas que se encuentren en situacién
de vulnerabilidad.

2. El Fondo de Vivienda Social de Aragén abar-
card todos los municipios de la Comunidad Auténoma
de Aragén y tendrd cardcter Gnico.

3. El Fondo de Vivienda Social de Aragén incluird:

a) Las viviendas de las entidades del sector pu-
blico aragonés, incluido el sector piblico local.

b) Las viviendas cedidas a cualquier Administra-
cién Piblica aragonesa por las entidades financieras,
las sociedades inmobiliarias bajo su control, las socie-
dades de gestién de activos, los grandes propietarios
de viviendas, las personas o entidades que operan
en el sector inmobiliario, o por ofras personas ﬁsicos
o juridicas, afectadas a este fin. Cuando la cesidn
tenga lugar en propiedad podrén establecerse bene-
ficios fiscales propios de las donaciones para fines
sociales.

c) Las personas con necesidad de vivienda. En
todo caso se incluirdn las personas en situacién de
vulnerabilidad.

4. Las administraciones piblicas que gestionen las
viviendas, como medida de fomento, podrén concer-
tar el aseguramiento de los riesgos inherentes a la
ocupacién de las mismas, que garanticen el cobro
de la renta, los desperfectos causados, la responsa-
bilidad civil, la asistencia del hogar y la defensa juri-
dica.

5. Mediante Decreto del Gobierno de Aragén se
regularén los requisitos materiales y formales de las
viviendas que integren el Fondo de Vivienda Social
de Aragén, los que deben reunir los ofertantes y de-
mandantes de vivienda y las modalidades de gestién
de las viviendas. Asimismo, incluird los diferentes pro-
gramas a los que se puedan destinar las viviendas,
respetando tanto la titularidad como las facultades de
gestién de las administraciones pdblicas que sean ti-
tulares de las viviendas integradas en el Fondo.

TiTULO VI
CALDAD DE LA VIVIENDA
Y REHABILITACION

CAPITULO |
CALIDAD DE LA VIVIENDA
Y DE LA EDIFICACION RESIDENCIAL

Articulo 74.— Concepto de vivienda digna y
adecuada.

1. Las administraciones publicas aragonesas dise-
Aardn sus politicas y ejercerdn sus competencias en
materia de calidad de la vivienda con la finalidad de
asegurar el derecho de todos los ciudadanos a dis-
frutar de una vivienda digna y adecuada, prestando
especial atencién a la seguridad, habitabilidad, ade-
cuacién funcional, accesibilidad universal y sostenibi-
lidad de las viviendas y alojamientos alternativos de
manera que se contribuya a la mejora de la calidad
de vida de los ciudadanos.

2. A los efectos de esta ley, se entiende por vi-
vienda el lugar fijo y habitable, de cardcter estable
que, ademds de prestar proteccién frente al ambiente
exterior y los agentes atmosféricos, supone un entorno
seguro y confortable donde se pueden desarrollar to-
das las funciones y derechos inherentes a la vida de
las personas, como el descanso, la higiene, la alimen-
tacién, la intimidad y la vida personal y familiar.

Para que una vivienda sea considerada como tal
debe incluir, como minimo, espacios especificos ade-
cuados para el descanso, el aseo, la estancia y la
preparacién y consumo de alimentos.

3. Para que una vivienda se considere digna y
adecuada debe cumplir como minimo con los siguien-
tes criterios:

a) Seguridad de la tenencia: la vivienda ade-
cuada debe garantizar proteccién juridica contra el
desalojo forzoso, el hostigamiento y otras amenazas.
La tenencia puede adoptar diversas formas, como la
ocupacién por el propietario, el alquiler, la vivienda
en cooperativa, o la vivienda para situaciones de
emergencia.

b) Disponibilidad de servicios, materiales, instala-
ciones e infraestructura: Una vivienda adecuada debe
contener los servicios indispensables para la salud,
la seguridad, la comodidad y la nutricién. Todos los
bene?iciorios del derecho a una vivienda adecuada
deben tener acceso permanente a recursos naturales
y comunes, a agua potable, a energia para la cocina,
la calefaccién y el alumbrado, a instalaciones sanita-
rias y de aseo, de almacenamiento de alimentos, de
eliminacién de desechos, de drenaje y a servicios de
emergencia.

c) Asequibilidad: La vivienda adecuada debe ser
asequible a los que tengan derecho. Se deben tomar
en consideracién las necesidades especificas de los
grupos desfavorecidos y marginados, procurdndoles
un acceso pleno y sostenible a los recursos adecua-
dos para conseguir una vivienda. Los gastos perso-
nales o del hogar que entrafia la vivienda deben ser
de un nivel que no impida ni comprometa el logro y
la satisfaccion de otras necesidades bésicas. La vi-
vienda no es adecuada si su costo pone en peligro o
dificulta el disfrute de otros derechos humanos por sus
ocupantes.
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d) Habitabilidad: Una vivienda adecuada debe
ofrecer espacio adecuado y suficiente a sus ocupan-
tes y protegerlos del frio, la humedad, el calor, la
lluvia, el viento u otras amenazas para la salud, de
riesgos estructurales y de vectores de enfermedad.
Debe garantizar también la seguridad fisica de los
ocupantes.

e) Ubicacién: la vivienda adecuada debe estar si-
tuada en un lugar que ofrezca acceso a las oportuni-
dades de empleo, servicios de salud, escuelas, guar-
derias y ofros servicios e instalaciones sociales, y no
estard ubicada en zonas contaminadas o peligrosas.
Debe disponer de un acceso sostenible y no discrimi-
natorio a los servicios fundamentales en materia de
salud, seguridad, comodidad y alimentacién.

f) Adecuacién cultural: La manera en que se cons-
truye la vivienda, los materiales de construccién utili-
zados y las politicas en que se apoyan deben permitir
adecuadamente la expresién de la identidad cultural
y la diversidad de la vivienda. Las actividades vincu-
ladas al desarrollo o la modernizacién en la esfera
de la vivienda deben velar por que no se sacrifiquen
las dimensiones culturales de la vivienda y por que se
aseguren, entre otros, los servicios tecnolégicos.

Articulo 75.— Calidad de la edificacién residen-
cial en Aragén.

Las exigencias de calidad serdn aplicables tanto
a las obras de edificacién residencial de nueva cons-
truccién, como a las obras de ampliacién, modifica-
cién, reforma o rehabilitacién que se realicen en edi-
ficios existentes, siempre que en ellos existan o vayan
a existir viviendas u ofro tipo de alojamientos alterna-
tivos a la vivienda y con la misma funcién, y siempre
que dichas obras sean compatibles con la naturaleza
de la intervencién vy, en su caso, con el grado de pro-
teccién que puedan tener los edificios o?ectodos.

Estas exigencias deberdn cumplirse, de la forma
que reglamentariamente se establezca, en el pro-
yecto, la construccién, el mantenimiento, la conserva-
cién y el uso de los edificios y sus instalaciones.

Articulo 76.— Requisitos funcionales de calidad.

Son requisitos bdsicos de calidad de la vivienda a
efectos de esta ley los siguientes:

1. La adecuacién de las edificaciones y construc-
ciones destinadas a vivienda o uso residencial a las
funciones bésicas con el hecho de habitar y necesi-
dades fisiolégicas, psicolégicas y sociales de sus
habitantes, en especial: la higiene, el descanso, la
alimentacién, el cobijo, la seguridad, la estética, el
desarrollo de las relaciones familiares y personales,
entre otras.

2. La accesibilidad fisica, sensorial y cognitiva
aplicando los principios de disefio universal o disefio
para todas las personas, que faciliten el acceso y la
utilizacién no discriminatoria, independiente y segura
de los mismos para todas las personas, considerando
las necesidades especificas de las personas con dis-
capacidad y con diversidad funcional.

3. La dotacién de instalaciones que permitan los
suministros necesarios para las funciones de vivienda
o alojamiento residencial, asi como el acceso a los
servicios de telecomunicacién, audiovisuales y de in-
formacién.

4. La competencia para la comprobacién de estos
requisitos corresponde a los ayuntamientos, que no
concederdn las autorizaciones urbanisticas que co-
rrespondan en el caso de que exista incumplimiento.

Articulo 77.— Accesibilidad universal y disefio
para todas las personas.

1. A los efectos de esta Ley se entenderd por ac-
cesibilidad universal la condicién que deben cumplir
los edificios, las viviendas, sus entornos, asi como sus
instalaciones, dispositivos y servicios, para ser com-
prensibles, utilizables y practicables por todas las per-
sonas en condiciones de seguridad y comodidad, de
la forma mds auténoma y natural posible.

2. La accesibilidad universal presupone la estrate-
gia de «disefio universal o disefio para todas las per-
sonas», que es la actividad por la que se conciben o
proyectan desde el origen, los edificios, las viviendas,
sus enfornos, asi como sus instalaciones, dispositivos
y servicios, de tal forma que puedan ser utilizados

or todas las personas, en la mayor extensién posi-
E|e, sin necesidad de adaptacién ni disefio especiali-
zado. Todo ello sin perjuicio de las condiciones espe-
cificas que deban cumplir para grupos particulares de
personas con discapacidad cuando lo necesiten.

3. Todas las viviendas y alojamientos situados en
edificios de uso residencial deberdn ser accesibles
hasta la entrada de cada vivienda o alojamiento, y
su espacio privativo interior deberd estar proyectado
y construido de forma que pueda ser utilizado en las
debidas condiciones de seguridad, accesibilidad
y confort por la mayor diversidad de personas, de
forma que mediante los ajustes razonables necesa-
rios y sin necesidad de reformas sustanciales, puedan
adecuarse a las dimensiones de accesibilidad necesa-
rias para personas de movilidad reducida, como las
mds condicionantes para la distribucién final de las
viviendas.

4. De forma reglamentaria se establecerén las di-
mensiones minimas que a tal efecto deban cumplir
los espacios privativos de viviendas y alojamientos,
como los pasillos y espacios de circulacién, puertas
de paso y los espacios bésicos de, al menos, un dor-
mitorio, un bafo, estancia y cocina.

5. Cuando se realicen actuaciones de rehabilita-
cién integral de las viviendas existentes se deberdn
realizar las adecuaciones dimensionales necesarias
dentro de las posibilidades técnicas, legales y econé-
micas en cada caso, debiendo justificar el proyectista
su cumplimiento de acuerdo con el principio de la
mayor adecuacién posible a dichas condiciones.

Articulo 78.— Requisitos relativos a la sostenibi-
lidad de la edificacién.

1. Todo el proceso de la edificacién deberd tender
a una reduccién de los impactos ambientales produ-
cidos por el edificio, atendiendo a los siguientes re-
quisitos relativos a la proteccién medioambiental y al
desarrollo sostenible:

a) La optimizacién en la utilizacién de los recursos
disponibles, mediante una adecuada reutilizacién,
reciclaje y uso eficiente de los mismos, asi como el
empleo de recursos renovables.

b) La conservacién del medio ambiente, mediante
un adecuado uso del terreno, la gestién de los resi-
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duos generados y la prevencién de emisiones y con-
taminacion.

c) La obtencién y el mantenimiento de ambientes
saludables en el interior de los edificios, mediante la
prevencién de las emisiones nocivas y la contamina-
cion del aire, asi como una adecuada ventilacion.

2. Los edificios de uso residencial y viviendas ubi-
cadas en Aragén se deberdn proyectar, construir y fo-
mentar su rehabilitacién con criterios de consumo de
energia casi nulo, garantizando que en su funciona-
miento ordinario se obtenga un nivel de confort y sa-
lubridad adecuados con un consumo muy bajo o casi
nulo de energia que deberd estar cubierta, en muy
amplia medida, por energia procedente de fuentes
renovables, incluida energia procedente de fuentes
renovables producida en el mismo lugar o en el en-
torno, y minimizando la cantidad de energia primaria
requerida y las emisiones de diéxido de carbono y
productos contaminantes.

Articulo 79.— Requisitos de habitabilidad de las
viviendas.

1. La habitabilidad es la cualidad de una vivienda
que proporciona un espacio adecuado y suficiente a
sus ocupantes, instalaciones y servicios para confort,
el funcionamiento y mantenimiento de la vida diaria,
la salubridad y la seguridad estructural del edificio y
la seguridad fisica de sus ocupantes.

2. Mediante Decreto del Gobierno de Aragén se
establecerdn las condiciones minimas que deben reu-
nir las viviendas, tanto de nueva construccién como
existentes, para cumplir con el nivel de calidad relo-
tivo a la funcionalidad, seguridad, salubridad, con-
fortabilidad y sostenibilidad, que permita su uso y
disfrute adecuado.

3. En la normativa reguladora se diferenciardn las
condiciones de habitabilidad que deban reunir las vi-
viendas en funcién de sus diversas tipologias:

a) De nueva construccién.

b) Las existentes.

c) Las resultantes de una rehabilitacién.

d) Las viviendas de otros tipos de uso residencial.

Articulo 80.— Cumplimiento de las condiciones
de habitabilidad.

1. Los proyectos de nueva construccién, reforma
o rehabilitacién de viviendas o alojamientos situados
en edificios de uso residencial deberdn cumplir con
los requisitos de habitabilidad que se determinen re-
glamentariamente.

2. Los ayuntamientos comprobardn al expedir los
titulos habilitantes de naturaleza urbanistica que co-
rrespondan tanto en edificios de nueva construccién
como en reforma o rehabilitacién, que las viviendas o
alojamientos situados en edificios de uso residencial
cumplen las condiciones minimas de habitabilidad
establecidas para permitir su uso residencial en las
condiciones adecuadas, sin perjuicio de que en la
vivienda puedan desarrollarse otras actividades de
forma compatible con la residencial cuando la nor-
mativa especifica lo permita.

3. En el Informe de Evaluacién de los Edificios se
incluird un apartado especifico de habitabilidad, y
serd necesario cumplimentarlo en cada revisién del
Informe, con la periodicidad que se determine.

Articulo 81.— Inhabitabilidad e infravivienda.

1. Se considera infravivienda la edificacién, o
parte de ella, destinada a vivienda o alojamiento,
que no redna las condiciones minimas de calidad exi-
gidas en esta Lley y su normativa de desarrollo. En
todo caso, se entenderd que no rednen dichas condi-
ciones las viviendas y alojamientos que incumplan los
requisitos de superficie, nimero, dimensién y carac-
teristicas de las piezas habitables, las que presenten
deficiencias graves en sus dotaciones e instalaciones
basicas y las que no cumplan los requisitos minimos
de seguridad y habitabilidad exigibles a la edifico-
cién.

2. Las administraciones puiblicas llevarén a cabo
medidas de fomento tendentes a erradicar el uso de
infraviviendas y que permitan el acceso y disfrute de
sus ocupantes a viviendas dignas y adecuadas.

3. Se considera inhabitabilidad la situacién de
una vivienda que no cumple las condiciones de habi-
tabilidad, por sobreocupacién o por el mal estado de
sus espacios, elementos constructivos e instalaciones,
siendo exigible en este caso la subsanacién y correc-
cién de tal situacién.

Se considera sobreocupacién la situacién de una
vivienda en la que se aloja un nimero de habitantes
que excede del méximo considerado adecuado con
relacién a la superficie, nimero y dimensién de las
piezas habitables y condiciones de habitabilidad de
la vivienda.

4. Cuando una vivienda o un alojamiento de uso
residencial de nueva construccién no redna las condi-
ciones minimas de habitabilidad exigibles conforme
a esta Ley y su normativa de desarrollo se denegarg,
de forma motivada, la autorizacién de naturaleza
urbanistica exigible por el ayuntamiento correspon-
diente. Cuando una vivienda o un alojamiento de uso
residencial ya existente no reina las condiciones mi-
nimas de habitabilidad exigibles conforme a esta Ley
y su normativa de desarrollo se ordenaré el inicio del
procedimiento en orden a la restauracién de la lego-
lidad, su conservacién y rehabilitacién.

Articulo 82.— Condiciones de uso adecuado y
deber de conservacién de los edificios.

1. Sin perjuicio de lo previsto en la legislacién ci-
vil, los propietarios y usuarios de las viviendas y edifi-
cios de uso residencial estdn obligados a mantenerlas
en buen estado de conservacién, uso, mantenimiento
y seguridad, obligacién que alcanzard a las insta-
laciones y anejos de la vivienda y a los elementos
comunes del inmueble.

2. El deber de conservacién comprenderd la reali-
zacién de las obras y trabajos necesarios para: man-
tenerlos en las debidas condiciones de seguridad, sa-
lubridad, ornato piblico y calidad ambiental, cultural
y turistica, realizando en ellos los trabajos y las obras
precisas para conservarlos y rehabilitarlos, a fin de
mantener las condiciones requeridas para su habito-
bilidad, sostenibilidad, accesibilidad o uso efectivo,
dentro de los limites que reglamentariamente se esta-
blezcan.

El control del cumplimiento de las mencionadas
condiciones corresponderd a cada ayuntamiento de
conformidad con lo previsto en la legislacién urbanis-
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tica, y subsidiariamente por el 6rgano competente en
materia de vivienda del Gobierno de Aragén.

CAPITULO Il
INSTRUMENTOS DE CONTROL:
EL INFORME DE EVALUACION DE EDIFICIOS

Articulo 83.— Informe de Evaluacién de los Edifi-
cios.

El Informe de Evaluacién de los Edificios es el docu-
mento técnico que acredita la situacién de un edificio
en relacién con su estado de conservacién y con el
cumplimiento de la normativa vigente, la habitabilidad
de sus viviendas y alojamientos y sobre accesibilidad
universal, asi como sobre el grado de eficiencia ener-
gética y el nivel de aislamiento acdstico del mismo.

Articulo 84.— Ambito de aplicacién 'y
obligatoriedad.

1. El Informe de Evaluacién de los Edificios seré
obligatorio para todos los edificios de cardcter resi-
dencial, en cualquiera de sus formas, que incluyan
cualquier modalidad de vivienda o cualquier otro uso
residencial en todo o en parte del edificio.

2. Con la primera puesta en servicio del edificio se
realizard el denominado Informe de Evaluacién Inicial.
El primer Informe de Evaluacién del Edificio se deberé
realizar a los 20 afios desde la terminacién del edificio
a contar desde la fecha del certificado final de obras.
El Informe de Evaluacién del Edificio deberd renovarse
desde su emisién con una periodicidad de diez afios.

3. Las administraciones puiblicas competentes po-
drdn fomentar la elaboracién del Informe y desarrollar
programas de ayudas publicas especialmente en los
edificios de viviendas en que haya una mayor propor-
cién de familias y unidades de convivencia en situacio-
nes de vulnerabilidad o especial vulnerabilidad

4. los ayuntamientos serén las administraciones
pUblicas competentes para exigir el cumplimiento de
las obligaciones relativas al Informe de Evaluacién de
Edificios.

Articulo 85.— Contenido del Informe de Evalua-
cién de Edificios.

1. El Informe de Evaluacién identificard el bien in-
mueble con expresién de su referencia catastral y con-
tendré de manera detallada, como minimo, los siguien-
tes elementos:

a) La evaluacién del estado de conservaciéon del
edificio.

b) La habitabilidad de sus viviendas y alojamientos

c) La evaluacién de las condiciones de accesibili-
dad universal y no discriminacién, para el acceso y
utilizacién del edificio, estableciendo si el edificio es
susceptible o no de realizar ajustes razonables para
satisfacerlas.

d) La certificacién de la eficiencia energética del
edificio.

e) El nivel de aislamiento acistico entre viviendas y
con el exterior

2. El Informe de Evaluacién Inicial del Edificio con-
tendrd, como minimo, los datos de identificacién del
edificio y sus caracteristicas e incluird la documenta-
cién preceptiva que la Ley de Ordenacién de la Edifi-
cacién y el Cédigo Técnico establecen para el edificio

terminado que integra el Libro del Edificio, sistemati-
zada y acompanada de la documentacién informativa
necesaria, incluyendo el proyecto y sus modificaciones,
la licencia de obras, los agentes intervinientes, la do-
cumentacién final de obra, los controles efectuados, la
documentacién relativa a las instalaciones y su puesta
en marcha y las instrucciones de uso y mantenimiento.

3. Tras la primera evaluacién del edificio que se
produzca, pasados 20 afios, y con las sucesivas re-
visiones cada 10 afos, se incluirdn los informes de
evaluacion del estado de conservacién, accesibilidad
universal, eficiencia energética y aislamiento acistico,
y la relacién de las reparaciones, inspecciones y obras
de mantenimiento y conservacién efectuadas en el pe-
riodo.

4. Cuando el resultado de la evaluacién sea des-
favorable en algin aspecto y de ello se derive la ne-
cesidad de subsanar las deficiencias observadas en
el inmueble, se deberd unir al mismo un anexo con
el informe que acredite la realizacién de las obras
correspondientes. Sin perjuicio del plazo que estime
para la subsanacién el técnico redactor del informe
se estard, en cuanto a procedimiento y plazos, a lo
que sefiale la normativa municipal aplicable en cuanto
al cumplimiento del deber de conservacién. El informe
de cumplimiento se deberd presentar en el registro del
Informe de Evaluacién de Edificios una vez cumplida
la obligacién, en el plazo que se determine reglamen-
tariamente.

5. El contenido y formato del Informe de Evaluacién
del Edificio, asi como los plazos para su presentacién,
se determinardn de forma reglamentaria.

6. Cuando, de conformidad con la normativa au-
tonémica o municipal, exista un Informe de Inspeccién
Periddica que ya permita evaluar parte de los aspectos
contenidos en el Informe de Evaluacién se podrd com-
plementar hasta incluir todo lo que reglamentariamente
deba contener, y surtird los mismos efectos que el in-
forme regulado por esta ley. Asimismo, cuando con-
tenga todos los elementos requeridos de conformidad
con aquella normativa, podrd surtir los efectos deriva-
dos de la misma, tanto en cuanto a la posible exigen-
cia de la subsanacién de las deficiencias observadas,
como en cuanto a la posible realizacién de las mismas
en sustitucién y a costa de los obligados, con indepen-
dencia de la aplicacién de las medidas disciplinarias y
sancionadoras que procedan, de conformidad con lo
establecido en la legislacién urbanistica aplicable.

Articulo 86.— El Registro de Informes de Evalua-
cién de los Edificios.

1. Se crea el Registro de Informes de Evaluacién de
los Edificios en Aragén. La Direccién General compe-
tente en materia de vivienda serd el érgano encargado
de su gestién. El registro tendrd cardcter integrado y
serd Unico para toda la Comunidad Auténoma.

2. El objeto del Registro es la inscripcién de los
Informes de Evaluacién de los Edificios con el formato
y contenido que reglamentariamente se determinen, in-
cluyendo el Informe de Evaluacién Inicial del edificio y
los de evaluacién que se realicen posteriormente a lo
largo de la vida dtil del edificio, asi como los informes
que acrediten la subsanacién de las deficiencias detec-
tadas.
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3. Deberd cumplir con las siguientes determinacio-
nes:

a) El Registro tendrd soporte informdtico y se habili-
tard la gestion telemdtica del procedimiento de inscrip-
cién y el acceso al Registro, sin perjuicio del derecho
del ciudadano de realizar su solicitud de forma presen-
cial.

b) Los ayuntamientos de los municipios en los que
se ubiquen los edificios serdn competentes para reque-
rir a los sujetos obligados la elaboracién de los Infor-
mes de Evaluacién de los edificios y su inscripcién en
el Registro.

c) Los propietarios de inmuebles obligados a la rea-
lizacién del informe regulado por este articulo deberdn
remitir una copia del mismo al Ayuntamiento del muni-
cipio donde se site el edificio, con el fin de que dicha
informacién forme parte del Registro integrado Unico.
La misma regla resultard de aplicacién en relacién con
el informe que acredite la realizacién de las obras co-
rrespondientes, en los casos en los que el informe de
evaluacién integre el correspondiente a la inspeccién
técnica, en los términos previstos en el dltimo pdrrafo
del apartado 2, y siempre que de éste Gltimo se deri-
vase la necesidad de subsanar las deficiencias obser-
vadas en el inmueble.

CAPITULO 1lI
REHABILITACION

Articulo 87.— Objetivos en materia de rehabilita-
cién de edificios.

Las Administraciones Publicas aragonesas adopta-
rén medidas que aseguren la realizacién de las obras
de conservacién, y la ejecucién de actuaciones de
rehabilitacién edificatoria, de regeneracién y renova-
cién urbanas que sean precisas y, en su caso, formula-
rén y ejecutardn los instrumentos que las establezcan,
cuando existan situaciones de insuficiencia o degrada-
cién de los requisitos bdsicos de calidad de las edifi-
caciones; obsolescencia o vulnerabilidad de barrios,
de dmbitos, o de conjuntos urbanos homogéneos, asi
como en situaciones graves de pobreza energética.

Articulo 88.— Actuaciones de rehabilitacién, re-
generacién y renovacién urbana.

1. Se definen las actuaciones de rehabilitacién, a
los efectos de esta Ley, como las que tienen por ob-
jeto realizar obras, cuando existan situaciones de in-
suficiencia o degradacién de los requisitos de calidad
de la edificacién residencial, y las de regeneracion
y renovacién urbanas cuando afecten, tanto a edifi-
cios, como a tejidos urbanos, pudiendo llegar a incluir
obras de nueva edificacién en sustitucién de edificios
previamente demolidos.

Las actuaciones de regeneracién y renovacién ur-
banas tendrdn, ademds, cardcter integrado, cuando
articulen medidas sociales, ambientales y econémicas
enmarcadas en una estrategia piblica global y unita-
ria.
A todas ellas les serd de aplicacién el régimen esta-
tutario bésico de deberes y cargas que les correspon-
dan, de conformidad con la actuacién de transforma-
cién urbanistica o edificatoria que comporten, y que se
contemple en la legislacién urbanistica aplicable.

2. Se entiende por rehabilitacién la realizacién de
obras de conservacién, mejora, reforma, modificacién
y actualizacién, tanto de los elementos comunes o pri-
vativos de las edificaciones como de las instalaciones
existentes, en edificios y en los espacios comunes pri-
vativos vinculados a los mismos.

3. Son actuaciones de renovacién urbana las que
requieran la ejecucién de obras de edificacién de
nueva construccién en sustitucidn de edificios previa-
mente demolidos, asi como las obras complementarias
que se realicen sobre la urbanizacién material del &m-
bito correspondiente.

4. Las actuaciones de regeneracién urbana se re-
ferirén a dmbitos previamente delimitados, y podrén
incluir obras de rehabilitacién, de renovacién de edi-
ficios y de reurbanizacién de espacios, pudiendo re-
querir modificaciones de planeamiento urbanistico en
cuanto a pardmetros de alineaciones, altura de la edi-
ficacién, edificabilidad, volumen, aprovechamiento o
usos, segin las necesidades del dmbito, referidas a las
deficiencias del estado de la edificacién, carencias de
servicios y dotaciones, excesos de densidad, situacio-
nes de infravivienda, insalubridad, falta de usos, ex-
ceso de viviendas y locales vacios, u ofros parédmetros
de degradacién de la edificacién y el tejido urbano y
deficiencias socio-econémicas que definan una situa-
cién de vulnerabilidad urbana.

Articulo 89.— Medidas de fomento de la rehabi-
litacién.

1. Las administraciones piblicas aragonesas adop-
tardn medidas para fomentar la rehabilitacién del par-
que edificado, con el objetivo prioritario de que las
viviendas existentes puedan cumplir con las mismas
exigencias de calidad que las viviendas nuevas, asi
como para contribuir a un desarrollo urbano vy territo-
rial sostenible y equilibrado.

2. Entre las medidas de fomento deberdn contem-
plarse actuaciones dirigidas a mejorar la eficiencia
energética de los edificios, reduciendo el consumo de
energia y las emisiones, mejorando la eficiencia de las
instalaciones, incrementando el empleo de energias
renovables, fomentando la transformacién de edificios
que se rehabiliten en edificios de consumo de energia
casi nulo e implementando medidas para reducir las
situaciones de pobreza energética.

3. Igualmente se promoverdn medidas de fomento
de la accesibilidad universal en los edificios existentes,
que se desarrollarédn mediante los planes y programas
que procedan.

4. Llas medidas de fomento de la rehabilitacién se
deberdn incluir en el Plan Aragonés de Rehabilitacion
y se aplicardn mediante los programas que lo desarro-
llen.

Articulo 90.— Deber de rehabilitacién.

1. Los ayuntamientos podrdn regular el contenido y
la exigencia del deber de rehabilitacién en las dreas
de rehabilitacién, renovacién y regeneracién urbana
delimitadas, de forma que se pueda garantizar la vio-
bilidad técnica y econémica de las actuaciones de re-
habilitacién de los edificios al objeto de:

a) Su adecuacién urbanistica, estructural o construc-
tiva.
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b) La mejora de las condiciones de habitabilidad,
seguridad y eficiencia energética de sus elementos co-
munes o de sus instalaciones técnicas.

c) La mejora de sus condiciones de accesibilidad, y
adaptacién a las necesidades funcionales de sus resi-
dentes o destinatarios.

d) Alcanzar las condiciones de habitabilidad de los
edificios y de las viviendas.

2. La exigencia del cumplimiento del deber de re-
habilitacién deberd estar integrada en el programa de
rehabilitacién del dmbito y acompafiada de las nece-
sarias medidas de fomento y los sistemas de gestidn
directa o indirecta que se habiliten para garantizar la
viabilidad y sostenibilidad econémica y social de la
intervencién.

3. Corresponderd al ayuntamiento que haya regu-
lado el contenido del deber de rehabilitacién el control
del cumplimiento de dicho deber de acuerdo con la
legislacién urbanistica.

Articulo 91.— Medidas de cardcter social en ma-
teria de rehabilitacién.

Las personas que se encuentren en situacién de vul-
nerabilidad, de acuerdo con las previsiones de esta
Ley, tendrdn prioridad en el acceso a las ayudas y be-
neficios que se contemplen en las medidas de fomento
de la rehabilitacién. Los programas que desarrollen la
Estrategia Aragonesa de Rehabilitacién deberén regu-
lar esta prioridad.

Articulo 92.— Delimitacién de dreas urbanas vul-
nerables.

1. Se considerardn prioritarias las actuaciones de
rehabilitacién, renovacién y regeneracién urbana en
las éreas y entornos delimitados en situacién o con
riesgo de vulnerabilidad urbana.

2. Se entiende por vulnerabilidad urbana aquel
proceso de malestar en las ciudades producido por la
combinacién de miltiples dimensiones de desventaja,
con factores objetivos y subjetivos, que se encuentran
sometidas a exclusién residencial, exclusién laboral,
econémica y social, y en un medio urbano, edificado y
arquitecténico degradado, pero también la vulnerabili-
dad es un entorno psicosocial que afecta a la percep-
cién que los ciudadanos tienen del territorio en donde
viven y de sus propias condiciones sociales.

3. Para delimitar las dreas vulnerables se identifica-
rdn cuatro ejes bdsicos:

— Vulnerabilidad  socio-demogrdfica:  envejeci-
miento de la poblacién, desestructuracién social, se-
gregacién cultural o étnica, y ofras similares.

— Vulnerabilidad socio-econémica: desempleo,
precariedad laboral, bajos niveles formativos.

— Vulnerabilidad residencial: degradacién del
hdbitat, de las viviendas, del entorno vecinal, infravi-
vienda, mal estado de conservacién de los edificios, y
ofras similares.

— Vulnerabilidad subjetiva: la percepcién que tie-
nen los residentes respecto a la calidad del entorno re-
sidencial y su medio urbano y social, acusando proble-
mas de ruido, contaminacién, malas comunicaciones,
falta de equipamientos y zonas verdes, vandalismo,
delincuencia, y otras similares.

4. la situacién de vulnerabilidad se podréd identifi-
car a partir de un sistema de indicadores para cada
uno de los cuatro ejes bdsicos.

5. La delimitacién de dreas de vulnerabilidad ur-
bana se incluird en los programas de rehabilitacién
municipales.

Articulo 93.— la Estrategia Aragonesa de Reha-
bilitacién.

1. El Gobierno de Aragén aprobaréd mediante
Decreto la Estrategia Aragonesa de Rehabilitacién, a
propuesta del Departamento competente en materia de
vivienda

2. La Estrategia Aragonesa de Rehabilitacién serd
el marco integrador y el instrumento de planificacién
de las politicas piblicas que se deban desarrollar para
cumplir los objetivos generales definidos en este titulo,
y vinculard a todas las Administraciones Piblicas de
Aragén.

3. La Estrategia Aragonesa de Rehabilitacién se es-
tructurard y desarrollaré de acuerdo con las siguientes
determinaciones:

a) Definicién de la Estrategia y objetivos generales.

b) Definicién del modelo estratégico del ferritorio.

c) Diagnéstico.

d) Definicién de medidas, objetivos individuales y
programas.

e) Programacién e implementacién.

f) Evaluacién.

4. Se fomentard la mds amplia participacién de los
sectores y actores implicados en el desarrollo e imple-
mentacién de la Estrategia.

Articulo 94.— Objetivos de la Estrategia Arago-
nesa de Rehabilitacién.

Los objetivos de la Estrategia Aragonesa de Rehabi-
litacidn son los siguientes:

a) La rehabilitacién del parque edificado como eje
principal de las politicas pdblicas, promoviendo la me-
jora de la calidad de las viviendas existentes, de forma
que relnan todas las condiciones para considerarse
adecuadas, incluyendo el acceso a todos los servicios
y equipamientos necesarios, y con la finalidad de ver-
tebrar el territorio con un modelo de desarrollo urbano
sostenible, integrador, inteligente e inclusivo, como el
mejor modo de conseguir una mayor cohesién social,
progreso civico, y un medio ambiente saludable, asi
como para garantizar una adecuada calidad de vida,
tanto en el medio urbano como en el rural.

b) El establecimiento de una estrategia compartida
entre los principales actores econdmicos, sociales e
institucionales del territorio aragonés, entendida como
un proceso de gobernanza y organizacién social que
permita la elaboracién e impulso de la estrategia y su
constante renovacién, en funcién de los cambios que
se produzcan en el entorno, incluidos los que la propia
estrategia sea capaz de generar.

c) El fortalecimiento de los procesos de colabora-
cién puiblica y privada, y la cooperacién entre adminis-
traciones y organismos del sector piblico, fomentando
la participacién ciudadana en el proceso.

d) La definicién de proyectos estructurales que lo-
gren la creacién de redes de acciones y proyectos
econdmicos, sociales y ambientales orientados hacia
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los objetivos de calidad y sostenibilidad del parque
edificado residencial.

e) La potenciacién de los efectos positivos induci-
dos por el fomento de la rehabilitacién en el mercado
laboral y el entorno socioeconémico, orientados a una
mayor cualificacién y especializacién profesional, la
generacién de una fuente de empleo con cardcter de
continuidad y de actividades econémicas directas e in-
directas relacionadas con la rehabilitacién.

Articulo 95.— Relacién con los programas de re-
habilitacién urbana y con el planeamiento.

1. Los programas de rehabilitacién urbana que
aprueben los municipios y las dreas de rehabilitacion,
regeneracién y renovacion urbana que delimiten ten-
drdn en cuenta las deferminaciones y medidas que es-
tablezca la Estrategia Aragonesa de Rehabilitacién.

2. Cuando en los instrumentos de planeamiento
urbanistico se prevea la delimitacién y desarrollo de
una nueva drea de suelo destinada a la edificacién
de viviendas, previamente se deberd desarrollar un
diagnéstico dei3 parque edificado existente en el mu-
nicipio, dando prioridad a la delimitacién de dmbitos
de rehabilitacién, regeneracién y renovacién urbana'y
la aprobacién del correspondiente programa de reha-
bilitacién, priorizando la rehabilitacién de viviendas
existentes y la renovacién de edificios.

Articulo 96.— Evaluacién de la Estrategia Arago-
nesa de Rehabilitacién.

El Decreto que apruebe la Estrategia Aragonesa de
Rehabilitacién contendrd los indicadores que permitan
evaluar la eficacia de las medidas previstas en la Es-
trategia, su impacto y efectos derivados, el calendario
y programacién de las evaluaciones a realizar y la
previsién de revisién de la Estrategia para corregir los
defectos, incumplimientos y efectos adversos observa-
dos en la evaluacién.

Articulo 97.— Gestién de la rehabilitacién.

1. Las actuaciones de rehabilitacién, bien aisladas
o bien formando parte de dmbitos o dreas delimitadas,
podrdn ejecutarse por cualquiera de los sistemas de
gestion previstos en la legislacién urbanistica.

2. Los municipios, en el ejercicio de sus competen-
cias del control de la edificacién de las viviendas, alo-
jamientos de tipo residencial y edificios de viviendas,
deberdn ajustarse a lo establecido en los programas
que desarrollen la Estrategia Aragonesa de Rehabilita-
cién.

TiTULO VII
REGIMEN GENERAL DE VIVIENDAS
PROTEGIDAS DE ARAGON

CAPITULO |
DISPOSICIONES GENERALES

Articulo 98.— Concepto.

1. Tendrén la consideracién de viviendas protegidas
las que asi sean calificadas por la Administracién de la
Comunidad Auténoma y cumplan los requisitos de ca-
lidad, disefio, superficie, uso, precio mdximo de venta
o renta y demds condiciones que se establecen en la
presente Ley, en sus disposiciones de desarrollo y en la

normativa sectorial aplicable, con independencia de que
provengan de actuaciones de nueva construccién o de
rehabilitacion.

2. Asimismo se entenderdn calificados como prote-
gidos todos los locales de negocio, talleres, garajes y
anejos estén o no vinculados a alguna vivienda, de una
promocién calificada como protegida.

3. En el caso de que la promocién incorpore espa-
cios destinados a servicios comunes también se declaro-
rdn como protegidos.

4. Todas las disposiciones relativas a vivienda prote-
gida contenidas en este Titulo serén desarrolladas me-
diante Decreto del Gobierno de Aragén.

Articulo 99.— Cadlificacién como actuacién prote-
gida.

1. La calificacién como actuacién protegida recaerd
sobre aquellas promociones que tengan las caracteris-
ticas y cumplan las condiciones técnicas exigibles, de-
terminando, al menos, el nimero y tipo de viviendas,
locales de negocio, edificaciones y servicios complemen-
tarios, asi como las obras de urbanizacién que compren-
dan, el régimen de uso y utilizacién, los beneficios que
se otorguen y los plazos de iniciacién y terminacién de
las obras.

2. La calificacién definitiva deberd inscribirse en el
Registro de la Propiedad.

3. Por Orden del Consejero competente en materia
de vivienda, se establecerdn el procedimiento de cali-
ficacién, que distinguird necesariamente entre la califi-
cacién provisional y la definitiva, y las determinaciones
especificas de los acuerdos de calificacién de las dife-
rentes modalidades de actuacién protegida.

Articulo 100.— Tipologia de vivienda protegida.

1. Las viviendas protegidas podrdn ser de promocién
pUblica o de promocién privada.

2. Las viviendas de promocién piblica sélo pueden
ser promovidas por las administraciones publicas y las
entidades de titularidad puiblica que dependan de aqué-
llas. Deberdn estar destinadas a personas que no supe-
ren una determinada cuantia de ingresos que se fijaré
reglamentariamente y, en todo caso, a las personas en
situaciéon de vulnerabilidad.

3. Las viviendas de promocién privada serdn las pro-
movidas por entidades privadas y podrdn destinarse a
personas que no superen un determinado nivel de ingre-
sos. Las administraciones pUblicas y sus entidades instru-
mentales podrén promover también este tipo de vivien-
das con objeto de promocionar la cohesién social en los
entornos urbanos y que no se produzcan exclusiones por
razén de los ingresos de los ocupantes de las viviendas.

Articulo 101.— Identificacién de vivienda prote-
gida.

En el edificio que se haya calificado como vivienda
protegida se deberd colocar una placa que indique que
la promocién tiene tal cardcter. El modelo de placa seré
aprobado por Orden del Consejero competente en ma-
teria de vivienda.

Articulo 102.— Titularidad.

1. Podrdn ser titulares de las viviendas protegidas
las personas fisicas y juridicas, incluidas las adminis-
traciones publicas.
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2. Solo podrdn ser usuarios de las viviendas prote-
gidas las personas fisicas.

Articulo 103.— Régimen de uso de las viviendas.

1. Las viviendas protegidas podrdn cederse a titulo
de propiedad, arrendamiento con o sin opcién de com-
pra, o cualquier otro derecho de uso legalmente pre-
visto en el ordenamiento juridico.

2. Las viviendas protegidas promovidas por comu-
nidades de bienes, las entidades o personas juridicas
cuya naturaleza determine que sus socios o participes
resulten adjudicatarios de las viviendas podrdan ser ob-
jeto de cualquiera de los regimenes de cesién previstos
en el apartado anterior.

3. En la calificacién definitiva de vivienda prote-
gida se hard constar el régimen de cesién de las vivien-
das de la promocién.

4. Se podré autorizar un régimen de cesién dife-
rente al previsto en la calificacién definitiva de la pro-
mocién cuando haya circunstancias de carécter terri-
torial o socioeconémico que limiten la demanda para
el régimen de cesién previsto inicialmente. Esta autori-
zacién no supondrd la modificacién de la calificacién
definitiva. La autorizacién se concederd por un plazo
limitado, en funcién de las circunstancias que hayan
motivado el cambio de régimen de cesién que podré
ser prorrogado si las circunstancias persisten.

5. También se podrd autorizar el cambio de ré-
gimen de cesién revisto en la calificacién definitiva
cuando venga motivado por la necesidad de atender
a personas en situacién de vulnerabilidad o en que
se hayan dado circunstancias de cardcter excepcional
que conlleven la necesidad de reubicacién de las per-
sonas afectadas.

Articulo 104.— Ocupacién de las viviendas.

1. Las viviendas protegidas se destinardn Unica-
mente a residencia habitual y permanente de su pro-
pietario o, en su caso, del inquilino o persona que
haya de disfrutarlas bajo ofros regimenes diferentes
a los anteriores. Se podrd autorizar la utilizacién de
viviendas protegidas para ofros destinos diferentes
en los casos y con las condiciones que se prevean
reglamentariamente, tales como trabajadores de tem-
porada, realojos derivados de obras de urbanizacién
o de situaciones catastréficas, refugiados, victimas de
algin tipo de violencia y otras similares. Reglamenta-
riamente también se podré regular la utilizacién como
segunda residencia de las viviendas protegidas, en los
casos descritos anteriormente.

2. Las viviendas protegidas deberdn ser ocupadas
en el plazo de nueve meses desde que se haya adqui-
rido el derecho, por cualquier titulo, a ocupar la vi-
vienda. Reglamentariamente se regularén las condicio-
nes por las que se pueda autorizar que la vivienda no
se ocupe en el plazo previsto; entre estas condiciones
se incluirdn aquellos casos en que se haya producido
una modificacién de las circunstancias econémicas o
un fraslado de residencia por motivos laborales que
provoque la imposibilidad de iniciar o mantener la
ocupacién de la vivienda como domicilio habitual, lo
que deberd documentarse de forma suficiente por el in-
teresado. La autorizacién, en su caso, serd concedida
por el plazo maximo de dos afios, transcurrido el cual,
el interesado deberd ocupar la vivienda o transmitirla

a quien pueda hacerlo, sin perjuicio de la posibilidad
de prorrogar el plazo original anualmente si las condi-
ciones iniciales persistiesen. Cuando por motivos gra-
ves dentro de la unidad familiar residente, se produzca
una modificacién sustancial de las circunstancias que
motivaron la recepcién de esta vivienda, la Adminis-
tracién pulblica podrd, previa peticién debidamente
justificada y avalada por servicios sociales de la Ad-
ministracién Piblica, autorizar la no residencia en esa
vivienda, o la permuta dentro del territorio aragonés
de esta vivienda protegida por otra con las compensa-
ciones econdmicas que hubiera lugar como consecuen-
cia de la distinta valoracién de los bienes, que permita
ayudar a resolver esta situacién de gravedad.

3. Cuando, por cualquier circunstancia, una per-
sona sea titular de una vivienda protegida que no
pueda ocupar, bien personalmente, bien mediante la
celebracién de algin tipo de negocio juridico que su-
ponga la ocupacién por ofros, ofrecerd la cesién de
uso a la Administracién de la Comunidad Auténoma,
que deberd pronunciarse en el plazo de tres meses
sobre si acepta la cesién de uso citada. En caso de
silencio administrativo, se considerard que la Adminis-
tracién no ha aceptado.

Articulo 105.— Régimen legal de proteccién.

1. Las viviendas protegidas sean de promocién pri-
vada o de promocién puiblica, se calificardn para toda
su vida til.

2. Las prohibiciones y limitaciones a la facultad de
disponer de las viviendas protegidas, se regirén por
las disposiciones de esta Ley y su normativa de desa-
rrollo.

Articulo 106.— Régimen legal de las cooperati-
vas y comunidades de bienes.

1. Las viviendas protegidas promovidas por comu-
nidades de bienes, las entidades o personas juridicas
cuya naturaleza determine que sus socios o participes
resulten adjudicatarios de las viviendas y sus empresas
gestoras, estén sujetas a las disposiciones de esta Ley.

2. Cuando las entidades previstas en el apartado
anferior promuevan viviendas protegidas, quedardn
sujetas a la legislacién sobre cooperativas de vivien-
das y a las disposiciones de esta Ley que les afecten.

Articulo 107.— Requisitos de los contratos.

1. Los contratos que se celebren sobre las viviendas
protegidas deberdn cumplir las disposiciones previstas
en esta Ley para cualquier negocio juridico sobre una
vivienda.

2. Mediante Orden del Consejero competente en
materia de vivienda se podrdan regular cldusulas de
insercién obligatoria en los contratos sobre vivienda
protegida. Asimismo, se podrdn aprobar modelos de
utilizacién voluntaria por las partes.

Articulo 108.— Renta y precio mdximos.

1. El precio maximo de venta o el precio de re-
ferencia para el alquiler de las viviendas protegidas
y sus anejos, por metros cuadrados de superficie 0til,
tanto en primera como en segundas transmisiones, se
establecerdn por Orden del Consejero competente en
materia de vivienda. También se podrdn fijar precios
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para la utilizacién de la vivienda en forma diferente al
de propiedad o arrendamiento.

A tales efectos, se podrén tomar en consideracién el
tipo de vivienda, su ubicacién geogrdfica, su régimen
de tenencia, el estado de conservacién, antigiedad y
demds aspectos que puedan valorarse motivadamente.

2. En el caso de EJS rentas de arrendamiento o de
otros usos que supongan el pago periédico y regular,
no se podrd actualizar la cuantia abonar por el arren-
datario o usuario de la vivienda durante los tres pri-
meros afios de ocupacién a contar desde la firma del
contrato. A partir de ese momento la cuantia se actuali-
zard de acuerdo con lo previsto en la Orden que haya
establecido la renta. En el caso de que la norma no
haya previsto la acfualizacién, esta se podré realizar
de acuerdo con el Indice de Garantia de Competitivi-
dad o cualquier ofro que pacten las partes y que no
suponga una elevacién de la cuantia por encima de la
que supondria aplicar el citado Indice de Garantia de
Competitividad.

Llos gastos generales para el adecuado sosteni-
miento del inmueble derivados de la cuota de parti-
cipacién que corresponda a la vivienda que no sean
susceptibles de individualizacién no podran ser reper-
cutidos al arrendatario de la vivienda, salvo que inclu-
yan los propios de los consumos, en cuyo caso estos
dltimos se podrdn repercutir, para lo que deberdn ser
adecuadamente desglosados.

Tampoco se podrdn repercutir en el arrendatario los
tributos que graven la vivienda.

En el caso de que existan otros servicios diferentes
en el edificio que puedan ser individualizados, los gas-
tos de los mismos se podrdn repercutir en el arrendata-
rio si asi se ha estipulado en el contrato de alquiler.

3. Por Orden del Consejero competente en materia
de vivienda se establecerdan los importes de la capaci-
dad mdxima econémica de las unidades de conviven-
cia demandantes de vivienda protegida.

4. En las actuaciones protegidas de vivienda pro-
movidas por cooperativas, comunidades de bienes u
otras entidades o personas juridicas cuya naturaleza
determine que sus socios o participes resulten adjudi-
catarios de las viviendas promovidas, el coste mdximo
de las viviendas protegidas para los mismos, incluidos
cualesquiera beneficios o gastos de las cooperativas o
entidades o de sus gestores o apoderados, no podrén
superar el precio maximo establecido para las vivien-
das correspondientes.

5. Se prohibe el sobreprecio, la prima o percepcién
de cualquier cantidad que altere el precio o renta que
corresponda con arreglo a las reglas aplicables. Seran
nulas de pleno derecho las cldusulas y estipulaciones
que establezcan precios o rentas superiores a los méxi-
mos que autorice la normativa aplicable en cada caso.

Articulo 109.— Mejoras.

Con cardcter general, no se autorizard la realiza-
cién de mejoras que impliquen un sobrecoste para los
destinatarios de la vivienda. No obstante, la Adminis-
tracién de la Comunidad Auténoma, al calificar provi-
sionalmente, podrd autorizar la realizacién de mejoras
en elementos privativos de las viviendas protegidas,
por importe total no superior al cinco por ciento del
precio mdximo de la vivienda que resulte aplicable
conforme al acuerdo de calificacién provisional. El so-

licitante de la calificacién provisional deberd someter
a autorizacién administrativa la oferta valorada de las
mejoras a los adjudicatarios de las viviendas, quie-
nes podrdn aceptarla o rechazarla voluntariamente
conforme a lo que se establezca reglamentariamente,
comunicéndolo a la Administracién. Transcurrido el
plazo para resolver y notificar, el solicitante podrd en-
tender desestimada su solicitud.

Articulo 110.— Régimen de uso de locales de
negocio e inmuebles no sujetos a limitacién de precio
o renta en un edificio de viviendas protegidas.

1. Los locales de negocio y ofros inmuebles que
puedan existir, de similares caracteristicas, en un edifi-
cio calificado de viviendas protegidas, no estdn sujetos
a limitacién de precio o renta, ni a los sistemas de
adjudicacién que para las viviendas y sus anejos se
prevén en esta Ley.

2. No obstante, en el caso de que se vayan a ven-
der o a arrendar al adquirente o arrendatario de una
vivienda protegida de ese mismo edificio, se sujetardn
a las siguientes reglas:

a) No podrd disponerse en forma alguna de tales
inmuebles a favor de los adquirentes o arrendatarios
de las viviendas antes de la elevacién a escritura pu-
blica de las ventas o la formalizacién de los contratos
de arrendamiento de viviendas protegidas u otros ele-
mentos anejos protegidos.

b) La enajenacién o arrendamiento de tales bienes
a favor de los adquirentes o arrendatarios de las vi-
viendas, o su valoracién cuando sean propiedad de
cooperativas u ofras entidades o personas juridicas
cuya naturaleza determine que sus socios o participes
resulten adjudicatarios de las viviendas, no podré te-
ner lugar por precio superior al aplicable a los elemen-
tos anejos protegidos.

3. Los inmuebles a que se refiere este articulo, que
estén situados en actuaciones protegidas de vivienda
de promocién publica, podrdn adjudicarse directa-
mente cuando hayan de destinarse a servicios piblicos
u ofros fines de utilidad pdblica o interés social, asi
como cuando quedase desierto el procedimiento de
enajenacion.

CAPIiTULO Il
PROMOCION DE VIVIENDA PROTEGIDA

Articulo 111.— Promotores de viviendas protegi-
das.

1. Podrén ser promotores de viviendas protegidas
las personas fisicas o juridicas, pdblicas o privadas y
las comunidades de bienes.

2. Podrdn ser promotores para uso propio tanto las
personas fisicas, de forma individual, como agrupa-
das en cualquier forma admitida en el ordenamiento
juridico, tales como cooperativas de vivienda, comu-
nidades de propietarios o cualquier ofra entidad cuya
naturaleza determine que sus socios o participes resul-
ten usuarios de las viviendas.

Articulo 112.— Utilizacién de las viviendas pro-
tegidas.

1. La forma de régimen juridico de cesién de las
viviendas protegidas podrd ser la propiedad, el arren-
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damiento o cualquier otro tipo de cesién admitido en
el ordenamiento juridico.

2. Las administraciones puiblicas, asi como sus en-
tidades instrumentales promoverdn preferentemente
un régimen de cesién de las viviendas que no sea el
de propiedad, tales como el arrendamiento, los dere-
chos de uso o usufructo, el precario o cualquiera de
caracteristicas similares. No obstante, en cualquiera
de estos casos se podrd prever un derecho de opcidn
de compra; en este caso, para la fijacién del precio
se deberdn tener en cuenta las cantidades abonadas
anteriormente por el que ejercite la opcién de compra
de la vivienda, en la forma en que se determine regla-
mentariamente.

Articulo 113.— Régimen del suelo en la promo-
cién.

1. Se podrd utilizar cualquier forma prevista en el
ordenamiento juridico con respecto a la forma de utili-
zacién del suelo sobre el que se realice la promocién,
de tal manera que se admitirén, ademds de la propie-
dad del suelo, otras formas como el derecho de super-
ficie, los censos, o figuras similares.

2. En el caso de que los propietarios de las vivien-
das no sean también propietarios del suelo, el precio
de las viviendas serd inferior al que resultaria en el
caso de coincidir ambas propiedades. La Orden del
Consejero competente en materia de vivienda que
determine los precios de las viviendas podré también
regular precios de referencia singulares en el caso de
que la promocién se utilice bajo otros regimenes dife-
rentes al de la propiedad, tomando en consideracién
el tiempo y tipo de vinculacién que exista entre el suelo
y el inmueble de las viviendas.

CAPITULO Il
REGISTRO DE VIVIENDA PROTEGIDA DE ARAGON

Articulo 114.— Objeto.

1. El Departamento competente en materia de vi-
vienda gestionard un Registro de vivienda protegida
que serd Unico para el territorio aragonés.

2. El registro tiene como objeto la gestién de la
demanda y la oferta de vivienda protegida, asi como
el seguimiento del nimero de viviendas protegidas que
hay en Aragén, y sus titulares y ocupantes.

3. El Registro contendrd tanto los solicitantes de vi-
vienda protegida como todos aquellos que sean usua-
rios o titulares de algin derecho sobre una vivienda
protegida. Esta parte del Registro serd gestionada de
oficio por el érgano encargado del mismo, sin perjui-
cio de que se puedan requerir datos para completar
la informacién al respecto; este requerimiento serd de
obligado cumplimiento. Asimismo, se inscribiran los
promotores de vivienda protegida con identificacién
de los inmuebles que hayan promovido o estén promo-
viendo.

4. Reglamentariamente se establecerdn los procedi-
mientos y requisitos para la inscripcién, modificacién y
cancelacién de los datos del Registro.

Articulo 115.— Obligacién de inscripcién.
1. Serd obligatorio que toda persona que desee
acceder a una vivienda protegida se inscriba en el Re-

gistro de vivienda protegida de Aragén, de acuerdo
con las siguientes normas:

a) Para ser adjudicatario de una vivienda protegida
bajo cualquier régimen de los previstos en esta Ley
serd obligatoria la inscripcién en el Registro, sin per-
juicio de las excepciones que, por razones de cardcter
social u ofras circunstancias en las que intervenga la
fuerza mayor o caso fortuito supongan la necesidad
de vivienda, se regulen reglamentariamente. También
se fendrdn en cuenta aquellas personas que deseen
retornar a Aragén, de acuerdo con la normativa sobre
comunidades aragonesas en el exterior. En todo caso
las personas que hayan sido adjudicatarias de una vi-
vienda protegida sin estar inscritas, deberdn inscribirse
una vez se haya realizado la adjudicacién.

b) Alguno de los futuros destinatarios de la vivienda
protegida, habré de residir en un municipio de Ara-
gén y acreditarlo mediante certificado de empadrona-
miento. El empadronamiento podrd no requerirse en
los mismos casos y circunstancias en que se prevea
reglamentariamente que no es precisa la previa ins-
cripcién en el Registro de vivien& protegida.

c) Se deberdn reunir los requisitos de capacidad
econdémica que se fijen para cada tipologia de vivien-
das, en funcién de los ingresos familiares y, en su caso,
del patrimonio de que dispongan.

d) Se deberd acreditar la necesidad de vivienda.
No existird necesidad de vivienda cuando alguno de
los miembros de la unidad de convivencia tenga a su
disposicién una vivienda adecuada para dicha unidad
en propiedad, derecho de superficie o usufructo vitali-
cio en la fecha de solicitud de la inscripcién en el Re-
gistro. Reglamentariamente se regulardn los supuestos
en que no exista necesidad de vivienda.

2. Los promotores de vivienda protegida también
deberdn estar inscritos obligatoriamente en el Regis-
tro. Cualquier persona fisica o juridica que desee ser
promotor deberd solicitar su inscripcién en el Registro.
Asimismo, cuando una persona fisica o juridica solicite
la calificacién provisional de una promocién como vi-
vienda protegida, serd inscrita de oficio por el érgano
encargado del Registro.

CAPITULO IV
ACCESO A LAS VIVIENDAS PROTEGIDAS

Articulo 116.— Condiciones de acceso.

1. Para ser titular u ocupante de una vivienda prote-
gida se deberd estar inscrito en el Registro de vivienda
protegida o estar incluido en alguna de las excepcio-
nes de inscripcidn previstas en esta Ley.

2. Reglamentariamente se regularén las condicio-
nes de acceso a las viviendas, su forma de acredita-
cién y los procedimientos de adjudicacién, de acuerdo
con las previsiones de este capitulo.

Articulo 117.— Procedimiento de adjudicacidn
de viviendas protegidas.
1. la adjudicacién de las viviendas protegidas se
ajustard a las siguientes reglas:
a) Las viviendas protegidas de promocién privada,
ve no sean promovidas por cooperativas, comunida-
ges de bienes o entidades de similar naturaleza, serdn
adjudicadas por la Administracién mediante sistemas
que garanticen la obijetividad y la transparencia en la
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asignacién de las viviendas, preferentemente con un
sistema de sorteo. No obstante, se podré solicitar por
el promotor, en los términos que se prevean reglamen-
tariamente, que el sorteo se realice por él mismo con
la presencia de un notario. Asimismo, reglamentaria-
mente se podrd prever que se realice una asignacién
directa por parte del promotor cuando a través de los
anteriores sistemas no se hayan podido asignar todas
las viviendas de una promocién; en estos supuestos la
Administracién Piblica deberd autorizar cada una de
las adjudicaciones propuestas por el promotor, me-
diante la comprobacién de que las personas propues-
tas cumplen los requisitos especificos de acceso segin
la tipologia y destino de las viviendas.

b) Las viviendas protegidas de promocién privada
promovidas por cooperativas u otras personas juridi-
cas cuya naturaleza determine que sus socios o parti-
cipes resulten adjudicatarios se someterdn al régimen
especifico de control econémico, administrativo y de
adjudicacién que se establezca reglamentariamente
conforme a los principios de publicidad y objetividad.

c) Las viviendas protegidas de promocién publica
se adjudicardn mediante sistemas que garanticen la
objetividad y transparencia de la asignacién. Se po-
dra utilizar el sorteo o sistemas de valoracién de las cir-
cunstancias en las que se encuentren los solicitantes de
vivienda. Asimismo, se podrén crear listas de deman-
dantes gestionadas por las Administraciones Publicas
promotoras, de entre las personas que estén inscritas
en el Registro de vivienda protegida o se encuentren in-
cluidas en alguna de las excepciones a la inscripcidn.

2. Reglamentariamente, se establecerdn las garan-
tias adecuadas de solvencia de quienes resulten adju-
dicatarios de viviendas protegidas conforme a lo esta-
blecido en este articulo.

Articulo 118.— Viviendas protegidas en régimen
de alquiler.

1. Las viviendas protegidas en régimen de alquiler,
salvo que se incluya un derecho de opcién de compra,
podrdn ser adjudicadas por la entidad promotora, di-
rectamente o mediante entidad interpuesta segin lo
establecido en este apartado, en los siguientes supues-
tos:

a) Cuando se trate de viviendas protegidas en ré-
gimen de alquiler promovidas por Administraciones
pUblicas o sus entidades instrumentales destinadas a
domicilio habitual y permanente de personas fisicas
mediante arrendamiento u otras formas de cesién justi-
ficadas por razones sociales, y adjudicadas, especial-
mente con fines de integracién social, entre jévenes de
hasta treinta y cinco afos, personas mayores de 65
anos, personas con discapacidad, victimas de la vio-
lencia por razén de sexo o terrorista, familias numero-
sas, familias monoparentales, personas en situacién de
vulnerabilidad, necesidad de reubicacién temporal de
residencia, y ofras circunstancias de cardcter similar.
Estas viviendas podrdn ser adjudicadas por la Admi-
nistracién pdblica promotora u ofras Administraciones
pUblicas o sus entidades instrumentales, asi como, por
razones de interés pUblico o social, por otras entidades
sin &nimo de lucro.

b) Cuando se trate de viviendas de promocién pri-
vada en régimen de alquiler destinadas a trabajadores
de la empresa promotora o de su grupo de empresas.

c) Cuando se trate de viviendas en régimen de al-
quiler destinadas a trabajadores con contrato de tem-
porada en zonas en las que existan dificultades objeti-
vas de alojamiento.

d) Cuando se trate de viviendas universitarias, en
régimen de alquiler, en cuyo caso podré convenirse
con la Universidad correspondiente la forma de ges-
tién de las viviendas y el procedimiento de adjudica-
cién.

2. En todos los supuestos del apartado anterior no
serd preciso cumplir los requisitos de inscripcién en el
Registro de vivienda protegida de Aragén ni la ins-
cripcién previa de los adjudicatarios. No obstante, la
adjudicacién deberd comunicarse al Registro para la
constancia y control del arrendamiento u ocupacién de
las viviendas, a los efectos establecidos en su normao-
tiva reguladora.

Articulo 119.— Cupos de reserva.

1. La Administracién Publica podrd establecer cu-
pos de reserva obligatorios para cada promocién de
vivienda protegida o con cardcter general.

2. Estos cupos de reserva irdn destinados a colecti-
vos que tengan una especial dificultad de acceso a la
vivienda, incluida la que se presente de forma coyuntu-
ral.

3. En todo caso existird un cupo de reserva de un
cuatro por cierto de las viviendas de la promocién para
personas con discapacidad, cuando el nimero de vi-
viendas de esa promocién sea igual o superior a trece.
Cuando no se hayan podido asignar estas viviendas
mediante los procedimientos de adjudicacién ordina-
rios, la reserva dejaré de tener efecto y las viviendas se
podrdn asignar a personas que no cumplan el requisito
de discapacidad. Dichas viviendas deberdn cumplir en
todo caso con los requisitos exigibles para las vivien-
das accesibles.

CAPITULO V
TRANSMISION DE VIVIENDA PROTEGIDA

Articulo 120.— Autorizaciones y visados.

1. Cualquier negocio juridico que suponga la trans-
misién de la titularidad o derechos de uso de una vi-
vienda protegida, o la constitucién, modificacién o su-
presién de algin derecho real sobre la misma, salvo el
derecho de hipoteca, estd sujeto a autorizacién previa
y visado de la Administracién de la Comunidad Auté-
noma de Aragén, con la finalidad de comprobar que
se ajustan a las disposiciones de esta Ley.

2. La autorizacién es el acto administrativo por el
cual la Administracién comprueba el cumplimiento de
los requisitos legales, incluidas las cldusulas del con-
trato, y se dard siempre con cardcter previo a la forma-
lizacién del negocio juridico.

3. El visado es el acto administrativo por el que la
Administracién comprueba que el negocio juridico se
ajusta a la autorizacién concedida.

Articulo 121.— Procedimiento de autorizacién.

1. La autorizacién la solicitard el transmitente ante
los servicios provinciales del Departamento compe-
tente en materia de vivienda.

2. la solicitud de autorizacién podré formularse
simultdneamente con la comunicacién establecida en



BoteTiN OFICIAL DE LAS CORTES DE ARAGON. NUMERO 283. 22 DE OCTUBRE DE 2018

20833

esta Ley a los efectos de los derechos de adquisicién
preferente que asisten a la Administracién de la Comu-
nidad Auténoma.

3. Se podrdn autorizar tanto contratos individuales
como modelos de contrato.

4. En el caso de que se trate de una primera adju-
dicacién de un promocién de vivienda protegida seré
obligatoria la solicitud de autorizacién del modelo de
contrato por parte del promotor, con independencia
de que posteriormente, y en forma debidamente justifi-
cada, se puedan realizar contratos individuales que no
se ajusten al modelo autorizado, en cuyo caso se debe-
rdn presentar también para autorizacién previa, con
la advertencia de que existe ya un modelo aprobado
para esa promocién y con una adecuada motivacién
que justifique la excepcién respecto del modelo de con-
trato autorizado.

5. En el caso de autorizacién de un contrato indivi-
dualizado se concederd la autorizacién y el visado de
forma simultdnea por la Administracién.

6. El servicio provincial del Departamento compe-
tente en materia de vivienda deberd resolver la solicitud
de autorizacién en el plazo de tres meses, considerdn-
dose denegada en el caso de silencio administrativo.

7. El competente para resolver el procedimiento
serd el Director del servicio provincial del Departa-
mento competente en materia de vivienda, salvo en el
caso de que se trate de autorizar un modelo de con-
trato, en cuyo caso serd el Director General competente
en materia de vivienda. En todo caso, la instruccién
competerd a las unidades provinciales competentes en
materia de vivienda.

Articulo 122, — Procedimiento de visado.

1. El visado se solicitard a las unidades provinciales
del Departamento competente en materia de vivienda,
que deberdn comprobar que el negocio juridico se
ajusta a la autorizacién concedida de acuerdo con el
articulo anterior.

2. El procedimiento deberd resolverse en el plazo
mdximo de un mes. En caso de silencio administrativo,
se considerard denegado.

3. El visado de los contratos se realizard por las
unidades provinciales competentes en materia de vi-
vienda.

Articulo 123.— Excepciones al régimen de auto-
rizaciones y visados.

1. No serdn precisos ni la autorizacién previa ni el
visado en los siguientes supuestos:

a) Disoluciones de comunidad, tanto ordinarias
como hereditarias, y disoluciones matrimoniales.

b) Las aportaciones a las sociedades conyugales.

c) Las transmisiones de cuotas indivisas de vivienda
protegida.

d) Las transmisiones mortis causa.

e) Las tfransmisiones derivadas de un procedimiento
judicial y las daciones en pago a entidades financieras
u ofros acreedores.

f) La transmisién por el promotor de la finca entera
durante la obra, sin perjuicio de que se tenga que acre-
ditar el cumplimiento de los requisitos establecidos y
de la correspondiente autorizacién.

2. En los supuestos anteriores, cualquiera de las
partes deberd comunicar a los servicios provinciales

del Departamento competente en materia de vivienda
que se ha producido el negocio juridico, asi como una
copia de la documentacién que lo acredite, a los efec-
tos de mantener actualizado el Registro de vivienda
protegida.

Articulo 124.— Escrituras publicas.

Los notarios no podrdn autorizar, ni los registrado-
res de la propiedad inscribir, escrituras piblicas que
documenten la transmisién de viviendas protegidas o
derechos sobre ellas de acuerdo con lo dispuesto en los
articulos anteriores, con anterioridad a la emisién de
la calificacién definitiva por parte del érgano adminis-
trativo competente. El negocio juridico documentado
en escritura publica incumpliendo esta disposicién seré
nulo de pleno derecho.

Articulo 125.— Percepcién de cantidades a
cuenta del precio de la vivienda.

1. En el caso de la percepcién de cantidades an-
ticipadas a cuenta del precio de la vivienda por los
promotores o gestores de cooperativas o comunidades
de bienes, en las compraventas o adjudicaciones efec-
tuadas antes de iniciar la construccién o durante la
misma, se garantizard su devolucién para el caso de
que, por cualquier causa, la construccién no llegase
a iniciarse o concluirse en los plazos previstos en el
contrato.

2. La garantia alcanzard a todos los pagos realiza-
dos por el comprador o adjudicatario de la vivienda, y
sus intereses legales.

3. Los promotores o gestores deberdn presentar la
solicitud de autorizacién de percepcién de las cuantias
a cuenta del precio, acompafada de la siguiente do-
cumentacién:

a) Certificacién del registro de la propiedad acre-
ditativa del dominio de los terrenos o del derecho que
faculte al promotor para realizar la construccién y que
se hallan libres de cargas y gravdmenes, salvo las ur-
banisticas o las relativas a la ?inonciocién de la promo-
cion.

b) Aval bancario expedido por persona con poder
suficiente al efecto o contrato de seguro que garantice
la devolucién del importe de las cantidades recibidas,
més los intereses legales correspondientes, en caso de
no obtener la calificacién definitiva.

4. Las cantidades anticipadas se ingresardn en una
entidad financiera, y se consignardn en una cuenta es-
pecial, con distincién de cualquier ofra clase de fondos
pertenecientes al promotor o gestor.

5. La entidad financiera a que se refiere el punto
anterior deberd comprobar que el promotor cuenta con
las garantias que exige este articulo, y hacerse respon-
sable de que las cantidades anticipadas a cuenta del
precio se depositen en una cuenta separada. En caso
de incumplimiento de estas comprobaciones por parte
de la entidad financiera, se hard responsable subsidia-
rio de la devolucién de las cuantias y de sus intereses,
en el supuesto en que deba procederse a la ejecucién
de las garantias por incumplimiento del promotor.

6. En los contratos que se otorguen para formalizar
las entregas a cuenta deberd constar la cuantia de las
mismas, la cuenta especial en la que ha de verificarse
el ingreso y la garantia que haya sido constituida por
el promotor.
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7. Cuando se trate de viviendas protegidas, sélo
se podrd requerir a los adquirentes, en concepto de
entrega de cantidades a cuenta del precio, hasta un
méximo del 20% del precio total de la vivienda y de
sus anejos vinculados durante el periodo de construc-
cién.

Articulo 126.— Derechos de adquisicién prefe-
rente sobre vivienda protegida.

1. La calificacién de una vivienda como protegida
supone la sujecién a los derechos de adquisicién pre-
ferente previstos en la presente Ley, a favor de la Admi-
nistracion de la Comunidad Auténoma de Aragén.

2. En los actos y contratos de transmisién de las
viviendas protegidas debe hacerse constar expresa-
mente la sujecién a los derechos de adquisicién prefe-
rente y la realizacién de las notificaciones que compor-
tan.

Articulo 127.— Derecho de tanteo sobre vivienda
protegida.

1. Junto con la solicitud de autorizacién de trans-
misién de la propiedad de una vivienda, el solicitante
deberd formular el ofrecimiento del derecho de tanteo
a favor de la Administracién de la Comunidad Auté-
noma de Aragén. En el caso de no hacerlo expresa-
mente, se considerard realizado y se advertird de esta
circunstancia al solicitante.

2. El transmitente deberd comunicar a la Adminis-
tracién promotora la decisién de transmitir la vivienda,
haciendo constar, como minimo, los siguientes datos:
identificacién, tanto fisica como juridica, de la promo-
cién o del inmueble objeto de transmisién; titulo que os-
tenta sobre el inmueble; férmula juridica de transmisién
prevista y condiciones de la transmisién.

3. El plazo para resolver serd el mismo que se
tenga para resolver la autorizacién de transmisién de
la vivienda. En caso de silencio administrativo, se con-
siderard que la Administracién renuncia tanto al ejerci-
cio del derecho de tanteo como al de retracto.

4. El precio de adquisicién de la vivienda serd el le-
galmente previsto para la vivienda objeto del negocio
juridico o el pactado en el contrato si este Gltimo fuese
menor.

5. Los derechos de adquisicién preferente regula-
dos en este articulo serdn de aplicacién Gnicamente en
las transmisiones inter vivos, onerosas o gratuitas. Se
exceptian en todo caso las transmisiones resultantes
de procedimiento de apremio, las daciones en pago
de deudas, las derivadas de la disolucién de comuni-
dad conyugal o cualquier ofra comunidad, las apor-
taciones a la comunidad conyugal y la transmisién
que se produzca entre miembros de parejas de hecho
legalmente constituidas o entre ascendientes o descen-
dientes en cualquier grado a titulo gratuito. Reglamen-
tariamente podrdn establecerse otras excepciones de
carécter andlogo.

Articulo 128.— Derecho de retracto sobre vi-
vienda protegida.

1. La Administracién de la Comunidad Auténoma
de Aragén tendré derecho de retracto, en tanto se
mantenga el régimen de proteccién de las viviendas,
en los siguientes casos:

a) Cuando las viviendas sean transmitidas sin auto-
rizacién administrativa previa.

b) Cuando se omitan las notificaciones legalmente
exigidas a los efectos de los derechos de adquisicién
pre%erente.

c) Cuando, habiéndose efectuado dichas notifica-
ciones, sean defectuosas o se hubiera omitido cual-
quiera de los requisitos legales.

d) Cuando la transmisién se realizase en condicio-
nes diferentes a las fijadas en la notificacién.

e) Cuando la transmisién se ha realizado antes de
que venza el plazo para ejercer el derecho de tanteo.

2. El retracto podrd ejercerse en el plazo de tres
meses contados desde el dia siguiente a aquel en que
el transmitente comunique a la Administracién de la
Comunidad Auténoma la realizacién de la transmision,
el precio y la forma de pago pactados y las restantes
condiciones esenciales de la misma. En el caso de que
no tenga lugar dicha comunicacién, el plazo de ejer-
cicio del derecho de retracto se computard desde que
la Administracién tenga conocimiento por cualquier
medio de la fransmisién realizada.

3. El retracto se ejercerd por el precio legalmente
previsto para la vivienda protegida transmitida o por
el que se pacté en el contrato si este Ultimo es menor.

Articulo 129.— Adquisicién preferente a favor de
fercero.

1. Las Administraciones publicas podrén ejercer los
derechos de adquisicién preferente establecidos en los
articulos anteriores a favor de terceros incluidos en el
Registro de vivienda protegida de Aragén o en algin
Programa de Vivienda Social desarrollado en el marco
del Departamento competente en materia de vivienda,
y especialmente con destino a personas en situacién de
vulnerabilidad.

2. Cuando se ejerzan los derechos de adquisicién
preferente a favor de tercero la actuacién de la Adminis-
tracién se limitard al ejercicio fehaciente de su derecho
conforme a lo establecido en esta Ley, indicando expre-
samente que ejerce su derecho a favor de fercero.

3. En las escrituras publicas que documenten las
transmisiones de propiedad resultantes del ejercicio de
derechos de adquisicién preferente a favor de tercero,
se indicard expresamente tal circunstancia. Al acto de
oforgamiento concurrird necesariamente un represen-
tante de la Administracién que ejerce el derecho de ad-
quisicién preferente.

Articulo 130.— Opcién de compra sobre vivien-
das protegidas de promocién privada.

1. Corresponde a la Administracién de la Comuni-
dad Auténoma y a la entidad local donde radiquen vi-
viendas protegidas de promocién privada el derecho de
opcién de compra sobre las mismas. Tendré preferencia
la Administracién de la Comunidad Auténoma en el
ejercicio de la opcidn, salvo que la promocién se haya
edificado sobre suelo enajenado por la administracion
local.

2. las entidades promotoras de viviendas protegi-
das, cualquiera que sea su naturaleza, al solicitar la co-
lificacién provisional, presentardn a la Administracién
de la Comunidad Auténoma la oferta de venta, que de-
beré comunicarla a las entidades locales correspondien-
tes, a fin de que, en el plazo de tres meses computado
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desde la presentacién de la oferta de venta a la Admi-
nistracién de la Comunidad Auténoma, pueda ejercerse
el derecho de opcién de compra.

3. Transcurrido dicho plazo sin que ninguna de las
Administraciones citadas notifique su voluntad de ejer-
cer su derecho, se considerard que se ha renunciado a
su ejercicio.

4. En el caso de que se ejercite el derecho, el pro-
motor deberd finalizar la edificacién de acuerdo con el
proyecto presentado y obtener la calificacién definitiva,
momento en el cual se procederd a formalizar el ejerci-
cio de la opcién de compra por parte de la Administra-
cién ejerciente.

Articulo 131.— Garantias de los procedimientos
de adquisicién preferente.

1. Los notarios exigirdn para autorizar una escritura
que se acrediten por los transmitentes y adquirentes las
comunicaciones al érgano competente que se ha cum-
plido con el deber de notificacién a la Administracién
para el ejercicio de los derechos de tanteo como de
opcién de compra previsto en los articulos anteriores.

2. Serdn nulas de pleno derecho las transmisiones en
las que las partes no hayan efectuado las comunicacio-
nes previstas en relacién con los derechos de tanteo y
opcién de compra.

3. La Direccién General competente en materia de tri-
butos de la Administracién de la Comunidad Auténoma,
con objeto de facilitar el control de las transmisiones
sujetas a esta Ley, comunicard a la Direccién General
competente en materia de Vivienda, en el primer trimes-
tre de cada afio natural, las viviendas protegidas cuya
transmisién le conste durante el afio inmediatamente an-
terior.

CAPITULO VI
VIVIENDAS QUE SEAN PROPIEDAD
DE LAS ADMINISTRACIONES PUBLICAS

Articulo 132.— Régimen juridico de las viviendas
propiedad de las Administraciones Piblicas.

1. Las viviendas protegidas que sean propiedad de
las Administraciones Piblicas se regirdn por el régimen
juridico que les corresponda en funcién del momento en
que fueron calificadas como protegidas. No obstante,
en el caso de que se trate de viviendas protegidas de
promocién privada, mientras la vivienda tenga la con-
sideracién de vivienda social, tal y como se define en
esta Ley, no se podrd descalificar; asimismo, en el caso
de que por el transcurso del tiempo la vivienda fuera
a perder su régimen de proteccién, se prorrogard éste
mientras tenga la consideracién de vivienda social.

2. Las viviendas propiedad de las Administraciones
Piblicas que no se hayan calificado como protegidas
y que se destinen a vivienda social, de acuerdo con lo
previsto en esta Ley, se regirdn por su propio régimen
legal, pero les serd de aplicacién supletoriamente el de
las viviendas de promocién piblica mientras tengan la
consideracién de vivienda social.

Articulo 133.— Férmulas de gestién de las vivien-
das.

1. El destino preferente de las viviendas propiedad
de las Administraciones Piblicas, sean o no protegidas,

serd el de vivienda social, de acuerdo con las previsio-
nes de esta Ley.

2. La gestién de estas viviendas podrd realizarse
directamente por la administracién pdblica propietaria,
por una entidad instrumental que sea medio propio de
la administracién pdblica propietaria, o a través de en-
tidades sin énimo de lucro.

Articulo 134.— Programas de regularizacién del
pago de las rentas.

Las Administraciones Pdblicas aplicardn programas
para facilitar el pago de las rentas de las viviendas de las
que sean fitulares. A tal efecto se podrdn establecer siste-
mas de aplazamiento de pago o reducciones temporales
de la cuantia de la renta, en funcién de las circunstancias
socioeconémicas de la unidad de convivencia.

Articulo 135.— Prohibicién de subarriendos y ce-
siones de uso.

Las viviendas protegidas, asi como las que no lo
sean, pero fengan el destino de vivienda social de
acuerdo con esta Ley, no podrdn subarrendarse. Tam-
poco se podré ceder el uso, total o parcial, de la vi-
vienda, bajo cualquier régimen juridico, por parte del
arrendatario o usuario de la vivienda.

Articulo 136.— Recuperacién posesoria y desahu-
cio administrativo.

1. Para la defensa de las viviendas de su propie-
dad, la Administracién Pdblica, podrd servirse de los
procedimientos de recuperacién posesoria y desahucio
administrativo previstos en la legislacién en materia de
patrimonio de la Comunidad Auténoma de Aragén.

2. El procedimiento de recuperacién posesoria po-
drd utilizarse en caso de finalizacién del contrato habili-
tante para su disfrute u ocupacién ilegal de la vivienda.

3. El procedimiento de desahucio administrativo po-
drd utilizarse en caso de falta de pago de las rentas,
de las cantidades asimiladas o de las cantidades cuyo
pago hubiera asumido el arrendatario en el arrendo-
miento de la vivienda, dentro del marco previsto en el
articulo 72.

4. El érgano competente para el ejercicio de estos
procedimientos serd el Consejero competente en mate-
ria de vivienda.

TITULO VI
INSPECCION Y PROTECCION
DE LA LEGALIDAD

CAPITULO |
INSPECCION DE VIVIENDA

Articulo 137.— Competencias.

Corresponde al Departamento competente en mate-
ria de vivienda de la Administracién de la Comunidad
Auténoma, a través de la Inspeccién de vivienda, la
investigacién y comprobacién del cumplimiento de la
normativa sobre politicas publicas de suelo y vivienda
conforme a lo establecido en esta Ley.

Articulo 138.— Facultades de los inspectores de
vivienda.

1. Los inspectores de vivienda tienen la condicién
de agentes de la autoridad, por lo que sus actos de
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inspeccién gozardn de la presuncién de veracidad,
salvo prueba en contrario, pudiendo realizar todas las
actuaciones conducentes a la comprobacién del cum-
plimiento de esta norma legal y disposiciones que la
complementen o desarrollen.

2. Pueden solicitar el apoyo necesario de cualquier
otra autoridad en su correspondiente dmbito compe-
tencial, especialmente de las Fuerzas y Cuerpos de
Seguridad del Estado y de las Policias Locales, y es-
tdn autorizados para entrar y permanecer libremente
y en cualquier momento en inmuebles, construcciones
y demds lugares sujetos a su actuacién inspectora, res-
petando, en todo caso, los derechos a la intimidad per-
sonal y familiar y a la inviolabilidad del domicilio de
los interesados. Los inspectores de vivienda deberdn
acreditar en todo caso su condicién con la correspon-
diente credencial.

3. Cuando para el ejercicio de esas funciones ins-
pectoras fuera precisa la entrada en un domicilio, se
solicitaré la oportuna autorizacién judicial, salvo con-
sentimiento del afectado. En los casos en que se haya
de recabar la autorizacién judicial, en la solicitud de
autorizacién se deberd identificar de forma precisa la
vivienda, o inmueble, que se pretenda inspeccionar,
justificando los indicios que hagan sospechar de la co-
misién de una infraccién administrativa e identificando
al funcionario que dirigird la inspeccién, asi como el
nimero de personas que hayan de acompanarle. Una
vez realizada la inspeccién, se levantard acta de las
actuaciones realizadas y se elevaré copia auténtica al
érgano judicial que haya otorgado la autorizacién de
la entrada.

4. los inspectores de vivienda podrdan recabar la
exhibicién de la documentacién relevante que obre en
poder del interesado, de cualquier persona fisica o ju-
ridica, publica o privada, para el adecuado ejercicio
de la funcién inspectora. Los titulares, representantes
legales o encargados de las fincas, construcciones y
demds lugares sujetos a la actividad inspectora estdn
obligados a facilitar a los inspectores de vivienda el
andlisis de cualquier documento relativo a la accién
inspectora, asi como el examen de las dependencias,
d(lantro del marco sefialado de inviolabilidad del domi-
cilio.

Articulo 139.— Obligacién de informacién y co-
laboracién.

1. Las administraciones pdblicas y las personas fisi-
cas y juridicas, publicas o privadas, estardn obligadas
a proporcionar a los agentes inspectores los datos,
informes, antecedentes y justificantes que les fuesen
solicitados por estos en el ejercicio de su funcién para
verificar el cumplimiento de las obligaciones estableci-
das en la presente ley y en su normativa de desarrollo.

2. Las Administraciones municipales aportardn los
datos relativos al empadronamiento, la residencia, al
certificado de convivencia, o cualquier ofro que resulte
necesario para la investigacién de presuntas infraccio-
nes, asi como, especificamente, para la indagacién
del grado de ocupacién de las viviendas en los respec-
tivos términos municipales.

3. Las empresas o entes distribuidores, comercia-
lizadores o suministradores de los servicios de ener-
gia eléctrica, agua, gas y telefonia y cualquier otro
servicio de suministro, cuando sean requeridas, estdn

obligadas a facilitar al Departamento competente en
materia de vivienda los datos y antecedentes con tras-
cendencia para comprobar la existencia de posibles
infracciones y, de forma especifica, la ocupacién de
las viviendas que recabe éste.

4. Las empresas, sociedades y agencias dedicadas
a la compraventa de bienes inmuebles, a la gestion
de arrendamientos, u ofras férmulas de tenencia de
la vivienda, asi como, a la intermediacién en el sector
inmobiliario, estdn obligados a proporcionar los datos
relativos a las condiciones de la transmisién, o del al-
quiler de las viviendas.

5. Lla informacién requerida serd facilitada en el
plazo méximo de quince dias hdbiles a contar desde el
siguiente a la notificacién del requerimiento. Este plazo
se podré ampliar por el inspector cuando, de forma
razonada, se aprecie, de oficio o a instancia de parte,
que el plazo de quince dias hébiles resulta de dificil o
imposible cumplimiento.

6. Los titulares de las viviendas y los ocupantes de
las mismas tienen el deber de colaboracién con los ins-
pectores de vivienda, facilitando el acceso a la misma
cuando la naturaleza de los hechos investigados lo
haga imprescindible, y se cumplan los requisitos pro-
cesales exigibles, incluida la autorizacién judicial para
poder entrar en un domicilio.

7. Se considerard obstruccién de la actividad de
inspeccién, realizando el inspector la oportuna adver-
tencia de las posibles consecuencias legales y proce-
diendo, si es preciso, al levantamiento del acta corres-
pondiente:

a) La negativa injustificada a permitir el acceso a un
inspector debidamente acreditado, salvo en los casos
en que sea exigible la autorizacién judicial y no se
haya obtenido esta.

b) La negativa a efectuar la exhibicién de la docu-
mentacién a que se refiere los apartados anteriores.

c) La incomparecencia injustificada en el lugar y fe-
cha sefialados por la inspeccién a efectos de la accién
inspectora.

d) La negativa a remitir la informacién acerca de
los consumos de la vivienda.

Articulo 140.— Incoacién de diligencias.

1. Las actuaciones de la Inspeccién de vivienda se
iniciarén siempre de oficio, con independencia de que
se haya presentado denuncia. En el caso de denun-
cia, la Inspeccién de vivienda notificard al denunciante
cudl ha sido su propuesta de actuacién, en el caso, de
que el denunciante lo haya solicitado explicitamente o
haya requerido la apertura de un procedimiento san-
cionador.

2. Las labores de inspeccién conllevarén la aper-
tura de las pertinentes diligencias cuando se presuma
que las conductas que se aprecien por quien lleva a
efecto la inspeccién puedan ser constitutivas de vulne-
racién o incumplimiento de esta normativa o puedan
ser tipificadas como infraccién administrativa.

3. Una vez instruidas las mencionadas diligencias,
se podrd adoptar el acuerdo pertinente, bien con el
archivo de las actuaciones cuando no se estime concu-
rrente la citada vulneracién o infraccién, o bien con la
propuesta de medidas de proteccién de la legalidad,
la proposicién de la adopcién de las medidas provisio-
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nales que, en su caso, se estimen oportunas y la pro-
puesta de incoacién del procedimiento sancionador.

Articulo 141.— Actas de inspeccién.

1. Las actas y diligencias extendidas por los ins-
pectores de vivienda en el ejercicio de la actividad
inspectora tienen la naturaleza de documentos puibli-
cos y constituyen prueba de los hechos que motiven su
formalizacién, salvo que se acredite lo contrario.

2. En las actas de inspeccién habrén de incluirse,
como minimo, el lugar, fecha y hora de la inspeccién,
la descripcién detallada de las presuntas infracciones y
las circunstancias en las que se realizé su observacion,
la identidad del funcionario o funcionarios o personal
al servicio de la Administracién que participaron en la
inspeccién y cualesquiera otras circunstancias fdcticas
que, a juicio del inspector, resulten relevantes, incluida,
en su caso, la identificacién de las personas presen-
tes. Podrdn incluirse también, a criterio del inspector,
la calificacién juridica provisional de la o las posibles
infracciones, con indicacién del precepto legal o regla-
mentario presuntamente infringido y la propuesta de
medidas provisionales o definitivas que fuesen conve-
nientes para la proteccién de la legalidad.

3. El acta serd firmada por las personas presentes.
Si alguna de ellas se negara a firmar, se dejard cons-
tancia de ello en el acta.

4. Una copia del acta se entregard al interesado.
La entrega se podré realizar por el inspector que la
haya levantado y, en caso de negativa del interesado
a recibirla, se levantard diligencia por el inspector y se
daré por realizada la notificacién.

5. Las actas que carezcan de un requisito formal
relevante conforme a la legislacién del procedimiento
administrativo comin o no procedan de un inspector
de vivienda, se considerardn como denuncias y darén
lugar a las actuaciones correspondientes.

Articulo 142.— Funciones de los inspectores de
vivienda.

1. Corresponde a los inspectores de vivienda el
ejercicio de las siguientes funciones:

a) La investigacién y comprobacién del cumpli-
miento de esta Ley, sus disposiciones de desarrollo vy,
en general, de la normativa sobre vivienda protegida
que resulte aplicable en la Comunidad Auténoma de
Aragén, practicando cuantas mediciones y pruebas
sean necesarias a fal fin.

b) La propuesta de adopcién de medidas provisio-
nales para asegurar el cumplimiento de la legislacién
vigente, en casos de urgencia inaplazable.

c) La propuesta de adopcién de medidas definiti-
vas, incluidas las de proteccién y restauracién de la
legalidad, cuando no sea procedente la iniciacién de
un procedimiento sancionador.

d) La propuesta de incoacién de los expedientes
sancionadores y medidas de proteccién y restable-
cimiento de la legalidad que procedan.

e) La propuesta de ejercicio del derecho de retracto
cuando, a su juicio, proceda, cuantificando el precio
méximo legalmente exigible o el inferior que hubiere
de satisfacer la Administracién titular del mismo.

f) La investigacién y comprobacién del cumpli-
miento de la obligacién del depésito de las fianzas.

g) La colaboracién con las unidades gestoras de
subvenciones y ayudas publicas en materia de vi-
vienda para la comprobacién del mantenimiento de
los requisitos determinantes para el pago de la sub-
vencién. A tal efecto, esta colaboracion se deberd
concretar en el correspondiente Plan de Inspeccién de
Vivienda. También podrén realizarse comprobaciones
concretas que sean solicitadas por las unidades gesto-
ras citadas, siempre y cuando su excepcionalidad sea
debidamente motivada.

2. El ejercicio de las funciones inspectoras no supon-
drd la extincién de las obligaciones que corresponden
a los interesados conforme a la legislacién vigente.

Articulo 143.— Obligacién de comparecencia.

Las Administraciones publicas y las personas fisicas
y juridicas, pdblicas o privadas estdn obligadas a com-
parecer a requerimiento de la Inspeccién de vivienda.

Articulo 144.— Proteccién de Datos de cardcter
personal.

La cesién de aquellos datos de carécter personal,
objeto de tratamiento, que se debe efectuar a la Inspec-
cién de vivienda en el ejercicio de sus funciones, no re-
querird el consentimiento del afectado, de acuerdo con
lo dispuesto en la Ley Orgdnica 15/1999, de 13 de
diciembre, de Proteccién de Datos de Cardcter Perso-
nal.

Articulo 145.— Planificacién y programacidn.

La Inspeccién planificard y programard su actua-
cién segun obijetivos generales o particulares, en aten-
cién a su dmbito competencial material y territorial.

Articulo 146.— Plan de Inspeccién en materia de
vivienda.

1. Las actuaciones inspectoras se adecuardn al Plan
de Inspeccién, que seré aprobado mediante Orden del
titular del Departamento competente en materia de vi-
vienda.

2. El Plan contendrd los criterios sectoriales, territo-
riales, cuantitativos o de cualquier otro tipo, asi como
orden de prioridades que vayan a servir para seleccio-
nar los dmbitos, objetivos, inmuebles y viviendas ob-
jeto de las actuaciones inspectoras, asi como la deter-
minacién, aproximada o concreta, del tipo y nimero
de éstas que deban realizarse.

3. El Plan de Inspeccién se publicaré en el Boletin
Oficial de Aragdn, sin perjuicio de que su ejecucién
posea cardcter reservado para garantizar la eficacia
de la investigacién de los hechos por parte de los ins-
pectores de vivienda.

4. El Plan tendré una vigencia anual como minimo,
pudiendo establecerse una mayor, de acuerdo con los
criterios de una correcta planificacién.

CAPITULO I
INSPECCION DE VIVIENDAS DESOCUPADAS

Articulo 147.— Indicios de desocupacién o de
incumplimiento de la obligacién de destinar una vi-
vienda protegida a domicilio habitual y permanente.

1. Serén indicios a tener en cuenta para la con-
sideracién de una vivienda desocupada o que no se
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estd destinando a domicilio habitual y permanente por
parte del adjudicatario, entre ofros, los siguientes:

a) Llos datos del padrén de habitantes y de otros
registros publicos de residentes u ocupantes.

b) Carencia de suministros de agua, gas y electrici-
dad, o consumos anormalmente bajos de conformidad
con lo dispuesto en los apartados siguientes.

c) Recepcién de correo y notificaciones en otros lu-
gares.

d) Utilizacién habitual de otros lugares para reali-
zar comunicaciones telefénicas e informdticas.

e) Declaraciones o actos propios de la persona titu-
lar de la vivienda.

f) Declaraciones de los titulares de la vecindad.

g) Negativa injustificada del titular u ocupante de la
vivienda a facilitar comprobaciones del Departamento
competente en materia de vivienda cuando no se des-
prenda la existencia de ninguna causa verosimil que
pueda fundamentarla y cuando consten ademds ofros
indicios de falta de ocupacién.

2. A efectos del consumo de suministros se tendré
en cuenta la media habitual por vivienda y afio que
resulte de los valores proporcionados por las empresas
suministradoras que presten servicio en la localidad de
referencia. En defecto de tales datos podrén utilizarse
los valores sefalados en los apartados siguientes, que
podrdn ser objeto de modificacién o actualizacién me-
diante Orden del Consejero competente en materia de
vivienda.

3. El consumo de agua que, en defecto de informa-
cién mads especifica por parte de los correspondientes
servicios suministradores, permite considerar como
desocupada la vivienda, serd el siguiente:

1 persona Inferior a 1 m3/mes
2 personas Inferior a 1,50 m3/mes
3 personas Inferior a 2 m3/mes

4 personas o més Inferior a 2,50 m3/mes

4. El consumo de electricidad que, en defecto de
informacién mds especifica por parte de los correspon-
dientes servicios suministradores, permita considerar
como desocupada la vivienda, serd el siguiente:

1 persona Inferior a 60 kwh/mes
2 personas Inferior a 70 kwh/mes
3 personas Inferior a 80 kwh/mes

4 personas o més  Inferior a 90 kwh/mes

Articulo 148.— Obligaciones y contenido de la
informacién sobre viviendas desocupadas.

1. Las personas fisicas o juridicas, piblicas o pri-
vadas, estardn obligadas a proporcionar a la Admi-
nistracién Autonémica, a requerimiento de ésta, toda
clase de datos, informes, antecedentes y justificantes
que pudieran incidir, directa o indirectamente, en la
indagacién de las situaciones de desocupacién o de
las personas o entidades responsables de tales situa-
ciones.

2. A tales efectos, el requerimiento de informacién
que, en todo caso, serd adecuado, pertinente y no ex-
cesivo, especificard la necesidad del mismo para el
desarrollo de las potestades de inspeccién en esta ma-
teria, consignando las disposiciones legales aplicables
que lo sustentan.

3. El requerimiento de informacién que a este fin
se curse podrd tener por objeto, bien la investigacién
individualizada de situaciones de no ocupacién de vi-

viendas concretas, o bien la indagacién de circunstan-
cias no predefinidas al tiempo de la solicitud de infor-
macién pero que resulten necesarias para determinar
la accién de la Administracién, en el ejercicio de las
potestades de inspeccién.

Articulo 149.— Alcance y contenido de las co-
municaciones por parte de las companias suministra-
doras de servicios.

1. Llas compaiiias suministradoras de servicios,
cuando asi sea requerido por la Inspeccién de vi-
vienda, remitirdn, sin necesidad de contar con el con-
sentimiento de las personas afectadas, en los términos
dispuestos en la normativa reguladora de la protec-
cién de datos, la informacién que ésta precise sobre
los consumos medios que presentan las viviendas con
la ubicacién que a este fin se especifique en la peti-
cioén.

2. Serdn objeto de envio, si asi se requieren, los
listados de todas aquellas viviendas o grupos de vi-
viendas que tengan consumos por debajo de los ex-
presamente indicados, con expresién del nombre de
la via, calle o plaza en la que se ubique cada una de
las viviendas contenidas en la relacién objeto de remi-
sién, asi como del nombre y apellidos o razén social
de la persona titular del contrato y del domicilio y NIF
o CIF de esta Gltima.

A este fin, la peticién de la Administracién podré
referirse bien a ubicaciones concretas, a determina-
das calles, vias o grupo de ellas o bien a dmbitos
delimitados gréfica o descriptivamente sefialados al
efecto.

Articulo 150.— Alcance y contenido de las co-
municaciones por parte de los Ayuntamientos.

Los Ayuntamientos, a requerimiento de la Inspec-
cién de vivienda, sin necesidad de contar con el
consentimiento de las personas afectadas, y en los
términos dispuestos en la normativa reguladora de la
proteccién de datos, remitirdn la informacién proce-
dente del dltimo censo municipal o padrén de habi-
tantes respecto de las viviendas en las que, conforme
a las hojas padronales, no conste inscrita persona
alguna. Se indicard, para cada una de ellas, al me-
nos, su ubicacién concreta, su referencia catastral y el
nombre, apellidos, razén social, CIF o NIF y domicilio
de su titular o titulares.

Articulo 151.— Instruccién de expedientes en
materia de vivienda desocupada.

1. Las comunicaciones a que se refiere el presente
Capitulo habrdn de ser remitidas a la Inspeccién de
vivienda en el plazo de quince dias hébiles a contar
desde el siguiente a la recepcién de la peticién de in-
formacién. Este plazo se podrd ampliar por el inspec-
tor cuando, de forma razonada, se aprecie, de oficio
o a instancia de parte, que el plazo de quince dias
hébiles resulta de dificil o imposible cumplimiento.

2. En caso de que, de la documentacién y ale-
gaciones presentadas por los interesados, se derive
el hecho de que la vivienda estd correctamente ocu-
pada, se dictard acuerdo de terminacién estimando
las alegaciones formuladas en este sentido y orde-
nando el archivo del procedimiento de inspeccién.
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3. Si no se presentasen alegaciones ni documen-
tacién, o si las alegaciones y documentos aportados
por los interesados, no fuesen acreditativos de la co-
rrecta ocupacién de la vivienda, se continuardn las
actuaciones inspectoras.

Articulo 152.— Propuesta de resolucién.

Transcurrido el plazo de alegaciones y practica-
das las pruebas que hubieran sido declaradas perti-
nentes, se realizard propuesta suscrita por inspector
o inspectora o personal funcionario habilitado, con
expresa valoracién de las pruebas que, en su caso,
hayan sido admitidas, asi como de la estimacién o
desestimacién total o parcial de las alegaciones que
se hubieren presentado.

CAPITULO Il
INSPECCION DE FIANZAS
DE LOS ARRENDAMIENTOS URBANOS
Y OTROS CONTRATOS

Articulo 153.— Competencia.

La comprobacién e investigacién del cumplimiento
de las obligaciones establecidas por esta ley en materia
de fianzas corresponderdn a la Inspeccién de vivienda.

Articulo 154.— Deber de colaboracién.

1. Los sujetos obligados al depésito de las fianzas,
asi como los arrendatarios o subarrendatarios, deberdn
colaborar en el desarrollo de las funciones inspectoras,
proporcionando cuantos datos y documentos resulten re-
levantes para fiscalizar el exacto cumplimiento de esta
ley.
2. En particular, los sujetos acogidos al régimen con-
certado vendrdn obligados a facilitar cuantas compro-
baciones en su contabilidad sean pertinentes en lo que
afecte al exacto cumplimiento de esta ley.

Articulo 155.— Actas de inspeccion.

1. Comprobado el exacto y total cumplimiento de
las obligaciones, se extenderd acta de comprobado y
conforme.

2. Si se comprobase el incumplimiento de alguna
obligacién establecida en esta ley, los servicios de ins-
peccién de la Direccién General de Vivienda y Rehabili-
tacién hardn la pertinente propuesta de regularizacién,
extendiendo acta de conformidad si el sujeto obligado,
sin perjuicio del derecho de recurso potestativo de repo-
sicién o reclamacién econémico-administativa, acepta
regularizar su situacién en los términos propuestos.

3. Si el sujeto obligado no acepta la regularizacién
propuesta, se extenderd acta de disconformidad y se
abrird el oportuno expediente para la resolucién que
proceda.

4. En el supuesto de que el contrato de arrenda-
miento no se encontrase vigente en el momento de for-
mular la propuesta de regularizacién, se extenderd acta
recogiendo dicha circunstancia.

CAPIiTULO IV
PROTECCION DE LA LEGALIDAD

Articulo 156.— Proteccién de la legalidad.
1. Con independencia de las sanciones corres-
pondientes, la Administracién adoptard las medidas

oportunas para garantizar la proteccién de la legali-
dad y la restauracién del orden juridico perturbado, la
exigencia de las responsabilidades civiles, penales o
disciplinarias a que pudiere haber lugar y, en su caso,
las pertinentes para la indemnizacién de los dafios y la
reparacién de los perjuicios.

2. La Inspeccién de vivienda solo podrd proponer
medidas definitivas de restauracién de la legalidad
cuando no sea procedente la iniciacién de un proce-
dimiento sancionador, sin perjuicio de la propuesta
de adopcién de las medidas que procedan en funcién
de la valoracién del riesgo sobre el que se actia.

Articulo 157.— Medidas provisionales.

1. Iniciado el procedimiento sancionador, el 6r-
gano administrativo competente para resolver, po-
dr& adoptar, de oficio o a instancia de parte y de
forma motivada, las medidas provisionales que es-
time oportunas para asegurar la eficacia de la re-
solucién que pudiera recaer, si existiesen elementos
de juicio suficientes para ello, de acuerdo con los
principios de proporcionalidad, efectividad y menor
onerosidad.

2. Antes de la iniciacién del procedimiento ad-
ministrativo, el érgano competente para iniciar o
instruir el procedimiento, de oficio o a instancia de
parte, en los casos de urgencia inaplazable y para
la proteccién provisional de los intereses implicados,
podrd adoptar de forma motivada las medidas pro-
visionales que resulten necesarias y proporcionadas.
Las medidas provisionales deberdn ser confirmadas,
modificadas o levantadas en el acuerdo de inicio-
cién del procedimiento, que deberd efectuarse den-
tro de los quince dias siguientes a su adopcién, el
cual podrd ser objeto del recurso que proceda.

Dichas medidas quedarén sin efecto si no se ini-
cia el procedimiento en dicho plazo o cuando el
acuerdo de iniciacién no contenga un pronuncia-
miento expreso acerca de las mismas. En todo caso
se extinguirdn cuando surta efectos la resolucién ad-
ministrativa que ponga fin al procedimiento corres-
pondiente.

3. De acuerdo con lo previsto en los dos aparta-
dos anteriores, podrdn acordarse las siguientes me-
didas provisionales, en los términos previstos en la
Ley de Enjuiciamiento Civil:

a) Suspensién temporal de actividades.

b) Prestacién de fianzas.

c) Retirada o intervencién de bienes productivos
o suspensién temporal de servicios por razones de
sanidad, higiene o seguridad, el cierre temporal del
establecimiento por estas u ofras causas previstas en
la normativa reguladora aplicable.

d) Embargo preventivo de bienes, rentas y cosas
fungibles computables en metdlico por aplicacién de
precios ciertos.

e) El depésito, retencién o inmovilizacién de cosa
mueble.

f) La intervencién y depésito de ingresos obteni-
dos mediante una actividad que se considere ilicita
y cuya prohibicién o cesacién se pretenda.

g) Consignacién o constitucién de depésito de las
cantidades que se reclamen.

h) La retencién de ingresos a cuenta que deban
abonar las Administraciones Pdblicas.
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i) La paralizacién de las obras.

i) La retirada de los materiales y/ o maquinaria
de las obras.

k) El precintado del local u obra.

) Suspensién de la tramitacién de procedimientos
administrativos relacionados con el objeto del proce-
dimiento sancionador o de la comprobacién de los
hechos que pudieran constituir infraccién administra-
tiva tipificada en esta Ley.

m) Aquellas otras medidas que se estimen necesa-
rias para asegurar la efectividad de la resolucién.

Articulo 158.— Alcance de las medidas provisio-
nales.

1. No se podrén adoptar medidas provisionales
que puedan causar perjuicio de dificil o imposible re-
paracién a los interesados o que impliquen violacién
de derechos amparados por las leyes.

2. Las medidas provisionales podrdn ser alzadas o
modificadas durante la tramitacién del procedimiento,
de oficio o a instancia de parte, en virtud de circuns-
tancias sobrevenidas o que no pudieron ser tenidas en
cuenta en el momento de su adopcién.

3. Las medidas provisionales serdn notificadas al in-
teresado y no estarén sometidas a procedimiento con-
tradictorio, sin perjuicio de los recursos administrativos
que procedan,

Articulo 159.— legalizacién de actuaciones,
omisiones o Usos.

1. Cuando una actuacién, omisién o uso realizado
por el presunto infractor fuese susceptible de legali-
zacién, el érgano competente requerird al interesado
para que, en el plazo de un mes, solicite la autori-
zacién pertinente o su modificacién. En caso de no
proceder la legalizacién el érgano competente podré
adoptar las medidas que procedan para asegurar la
eficacia de la resolucién que pudiera recaer.

2. En el supuesto de actuaciones, omisiones o
usos concluidos que, requiriendo autorizacién de los
érganos competentes en materia de vivienda, hayan
sido realizados sin ella o contra sus determinaciones
o cuando, contando con autorizacién, sea esta ilegal,
el 6rgano competente podrd adoptar las medidas de-
finitivas de restauracién del orden juridico perturbado,
siempre que no haya transcurrido un plazo de caduci-
dad de diez afos.

3. Cuando las actuaciones, omisiones o usos come-
tidas por el presunto infractor contasen con autoriza-
cién y fuere ésta ilegal, el drgano competente dispon-
drd la suspensién de sus efectos, si estuviesen en curso
de ejecucidn, o la revisién del acto administrativo que
la sustente.

Articulo 160.— Colaboracién de la fuerza pu-
blica y ejecucién forzosa.

Para la efectividad de las medidas adoptadas con-
forme a los articulos anteriores, el érgano competente
interesard, cuando sea necesaria, la colaboracién de
la fuerza publica. Finalizado el plazo determinado
por la Administracién para la ejecucién de las medi-
das adoptadas sin que el interesado la haya llevado
a efecto, se procegeré a su ejecucién forzosa, de
acverdo con las medidas establecidas en el articulo
179.

TITULO IX
REGIMEN SANCIONADOR

CAPITULO |
RESPONSABILDAD

Articulo 161.— Sujetos responsables.

1. Podrdn ser sancionadas por los hechos tipifica-
dos en esta Ley como infraccién administrativa las per-
sonas fisicas y juridicas, asi como, cuando una Ley les
reconozca capacidad de obrar, los grupos de afecta-
dos, las uniones y entidades sin personalidad juridica
y los patrimonios independientes o auténomos, que
resulten responsables de los mismos a titulo de dolo o
culpa.

2. Las responsabilidades administrativas que se de-
riven de la comisién de una infraccién serdn compati-
bles con la exigencia al infractor de la reposicién de la
situacién alterada por el mismo a su estado originario,
asi como con la indemnizacién por los dafios y perjui-
cios causados, que serd determinada y exigida por el
érgano al que corresponda el ejercicio de la potestad
sancionadora.

3. Cuando el cumplimiento de una obligacién co-
rresponda a varias personas conjuntamente, responde-
rén de forma solidaria de las infracciones que, en su
caso, se cometan y de las sanciones que se impongan.
No obstante, cuando la sancién sea pecuniaria y sea
posible se individualizard en la resolucién en funcién
del grado de participacién de cada responsable.

4. Cuando las personas o entidades promotoras
responsables hayan adquirido los terrenos destinados
por el planeamiento a la promocién de viviendas pro-
tegidas por un precio superior al calculado conforme
al método residual, aplicado partiendo del valor en
venta actualizado a la fecha en que se solicite la cali-
ficacién provisional y determinado conforme al precio
medio maximo que resulte de aplicacién a las vivien-
das y anejos protegidos y a los valores de mercado
acreditados de los restantes inmuebles resultantes de la
promocién, serdn responsables solidariamente con las
personas o entidades que transmitieron dichos terre-
nos. Sin embargo, en el caso de comunidades de bie-
nes, cooperativas de viviendas protegidas o entidades
o personas juridicas cuya naturaleza determine que
sus socios o participes resulten adjudicatarios de las vi-
viendas, serdn responsables sus respectivas entidades
gestoras. En estos supuestos, se considerard beneficio
ilegalmente obtenido por el infractor el sobreprecio,
resultando de aplicacién el régimen de reembolso es-
tablecido en el articulo 174 de esta Ley.

5. Asimismo serdn responsables los gestores de co-
munidades de bienes, cooperativas de viviendas prote-
gidas o entidades o personas juridicas cuya naturaleza
determine que sus socios o participes resulten adjudi-
catarios de las viviendas, ademds de en los supuestos
establecidos en el apartado anterior, cuando hayan
actuado en ausencia o en contra de acuerdos adopta-
dos por los érganos de gobierno de la correspondiente
entidad o, en todo caso, sin estar habilitados para ello.
Serdn también responsables dichos gestores cuando
transmitan a las entidades cuya gestién asuman suelo
calificado por el planeamiento para la promocién de
vivienda protegida por precio superior al de adquisi-
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cién incrementado con los costes financieros y cargas
urbanisticas correspondientes a la finca.

6. Las personas juridicas serén sancionadas por las
infracciones cometidas por sus érganos o agentes y
asumirdn solidariamente el coste de las medidas de
reparacién de la legalidad vulnerada y del beneficio
derivado de la comisién de la infraccién, sin perjuicio
de las indemnizaciones por dafios y perjuicios a terce-
ros a que haya lugar.

Articulo 162.— Circunstancias agravantes de la
responsabilidad.

1. Son circunstancias que agravan la responsabili-
dad por las infracciones cometidas, las siguientes:

a) La utilizacién de cualquier tipo de violencia o
forma de coaccién sobre la autoridad o funcionario
pUblico encargado del cumplimiento de esta Ley, o me-
diante soborno.

b) El haberla cometido alterando los supuestos de
hecho que presuntamente legitimaren la actuacién, o
mediante falsificacién de los documentos en que se
acreditare el fundamento legal de la actuacién.

c) El realizarla aprovechdndose o explotando en su
beneficio una grave necesidad piblica o del particular
o particulares que resultaren perjudicados.

d) No cumplir las medidas provisionales o definiti-
vas adoptadas por cualquiera de los érganos compe-
tentes en la materia.

e) La reincidencia, por comisién en el término de un
afio de mds de una infraccién de la misma naturaleza
cuando asi haya sido declarado por resolucién firme
en via administrativa.

f) El realizarla sin contar con proyecto y direccién
de técnico competente, cuando sean preceptivos, con
riesgo para la vida de las personas o para bienes de
tercero.

g) Ser titular de poderes de representacién para el
desarrollo de la gestién de la promocién de comunida-
des de bienes o cooperativas de viviendas protegidas
sin ser cooperativista o comunero.

2. Las circunstancias citadas en este apartado no
serdn tenidas en consideracién en el momento de pro-
ceder a la graduacién de la sancién cuando su concu-
rrencia haya sido necesaria para tipificar la conducta

Articulo 163.— Circunstancias atenuantes de la
responsabilidad.

Son circunstancias cuya concurrencia atenda la res-
ponsabilidad de los infractores las siguientes:

a) El no haber tenido intencién de causar dafio a
los intereses piblicos o privados afectados por el he-
cho ilegal.

b) El haber procedido el culpable a reparar o dismi-
nuir el dafio causado.

c) El cumplimiento voluntario de las medidas provi-
sionales o definitivas adoptadas.

d) El cumplimiento voluntario de las medidas de re-
paracién de dafos y restauracién de la legalidad.

Articulo 164.— Circunstancias mixtas.

Son circunstancias que, segin cada caso, pueden
atenuar o agravar la responsabilidad las siguientes:

a) El mayor o menor conocimiento técnico de los
pormenores de la actuacién, de acuerdo con la profe-
sién o actividad habitual del culpable.

b) El mayor o menor beneficio obtenido por la per-
sona infractora o por ferceros.

c) El grado de participacién en la comisién de la
infraccién.

d) La repercusién social de los hechos.

e) El mayor o menor perjuicio causado.

f) La buena o mala fe del infractor.

g) El grado de culpabilidad o la existencia de inten-
cionalidad.

h) La continuidad o persistencia en la conducta in-
fractora.

i) La naturaleza de los perjuicios causados.

CAPIiTULO Il
INFRACCIONES Y SANCIONES

Articulo 165.— Principios generales.

1. Son infracciones las acciones y omisiones, do-
losas o culposas, que estén tipificadas y sancionadas
como tales en esta Ley.

2. Sélo podrén ser sancionadas las infracciones
consumadas.

3. Las infracciones tipificadas en esta Ley se clasifi-
can en leves, graves y muy graves.

Articulo 166.— Infracciones administrativas le-
ves.

Constituyen infracciones administrativas leves:

1.%) La omisién de la informacién general relativa a
la transmisién o arrendamiento de vivienda.

2.°) La negativa a identificarse por parte de las per-
sonas empleadas de las empresas prestamistas.

3.%) No facilitar al adquirente de cualquier derecho
sobre una vivienda el borrador definitivo del contrato
con una antelacién de, al menos, quince dias antes de
proceder a su aceptacién o rechazo.

4.°) La omisién de la informacién relativa a présta-
mos hipotecarios.

5.9 La falta de la informacién bésica que deben
contener las comunicaciones comerciales cuando se
refieran a tipos de interés o cualesquiera cifras relacio-
nadas con el coste del préstamo

6.°) El incumplimiento de la obligacién de suminis-
trar la informacién solicitada por el sistema piblico de
informacién.

7.°) La omisién de la declaracién de titularidad de
una vivienda por parte de las entidades y propieta-
rios obligados a efectuarla. Cuando sean varias las
viviendas cuya titularidad no haya sido declarada se
impondrd una sancién por cada una de las omitidas.

8.°) No aportar la documentacién relevante sobre
las personas que se encuentren en procesos de arbi-
traje, mediacién o judiciales, de cardcter hipotecario,
de desahucios de arrendamiento y cualesquiera otras
circunstancias que supongan el riesgo de pérdida de
la vivienda.

9.9 El incumplimiento por el promotor o propietario
del deber de facilitar a los adquirentes, inquilinos o
quienes ocupen las viviendas protegidas en régimen
de acceso diferido a la propiedad la documentacién
exigible.

10.9) La inexistencia de la placa exigible en los
inmuebles resultantes de la ejecucién de actuaciones
protegidas.
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11.%) El incumplimiento de las obligaciones de ges-
tién, conservacién y mantenimiento de las viviendas
sociales cuando no haya mediado requerimiento.

12.°) Facilitar la ocupacién u ocupar las viviendas
sociales antes de que se cumplan los requisitos estable-
cidos para ello, salvo que sea constitutiva de infraccién
grave o muy grave.

13.9) La transmisién de viviendas protegidas sin la
previa autorizacién administrativa a favor de persona
que cumpla los requisitos de acceso a la categoria de
viviendas correspondiente, salvo que constituya infrac-
cién muy grave.

14.°) La omisién de las comunicaciones exigidas
por la legislacién vigente para facilitar el ejercicio por
la Administracién de los derechos de opcién de com-
pra, tanteo y retracto cuando se consume la transmi-
sién a favor de persona que cumpla los requisitos de
acceso a la categoria de viviendas correspondiente y
dentro del precio maximo legalmente exigible.

15.9) El incumplimiento injustificado por las empre-
sas suministradoras de sus obligaciones de suspender
los suministros, conforme a lo establecido en esta Ley.
Se entenderdn incumplidas tales obligaciones cuando
se contraten definitivamente los suministros o se eleve
a definitiva su contratacién provisional sin que conste
la emisién de la certificacién técnica acreditativa de la
finalizacién de las obras.

16.°) No incluir en los contratos relacionados con
las viviendas protegidas las cldusulas de insercién obli-
gatoria.

17.9) No atender a los requerimientos de datos
para el Registro de Vivienda Protegida.

18.%) El incumplimiento del deber de colaboracién
con la Inspeccién de vivienda cuando no constituya
infraccién grave.

Articulo 167.— Infracciones administrativas gra-
ves.

Constituyen infracciones administrativas graves:

1.°) La omisién de la informacién relativa a prés-
tamos hipotecarios cuando se haya producido dafio
econémicamente evaluable.

2.%) No facilitar a los interesados una copia del pro-
yecto de escritura piblica al menos durante los tres
dias hdbiles anteriores a su formalizacién.

3.°) No aceptar por parte de las empresas pres-
tamistas y los servicios de intermediacién la notaria
propuesta por los interesados para la formalizacién de
la documentacién pertinente.

4.°) El incumplimiento de la funcién social de la vi-
vienda.

5.9 La falta de presentacién en plazo de la declara-
cién anual en el régimen concertado de fianzas.

6.%) El incumplimiento de la obligacién de depésito
de las fianzas en la cuantia que corresponda.

7.°) El incumplimiento de manera general del deber
de colaboracién que impida el conocimiento de la si-
tuacién del sujeto obligado a depositar la fianza por
arrendamiento.

8.9 la falta de actualizacién del importe de la
fianza por arrendamiento depositada, cuando corres-

onda.

9.9 La falta de aportacién de documentos contables
o la negativa a su exhibicién en el régimen concertado
de fianzas.

10.°%) Falsear los datos acreditativos de la extincién
del contrato de arrendamiento, cuando se solicite la
devolucién del depésito de la fianza.

11.°) El incumplimiento por el propietario de las
normas o plazos sobre cesién de viviendas, salvo que
constituya infraccién muy grave.

12.° La negativa a someterse a los procedimientos
de mediacién cuando sean de obligado cumplimiento.

13.9) La falta de presentacién de la declaracién de
titularidad de las viviendas por parte de las entidades
y propietarios obligados a ello.

14.°) El incumplimiento de las obligaciones de ges-
tién, conservacién y mantenimiento de las viviendas
sociales habiendo sido requerido para ello.

15.°) Destinar las viviendas sociales a usos distintos
del de domicilio habitual y permanente sin disponer de
autorizacion.

16.9 La utilizacién de més de una vivienda social
sin la pertinente autorizacién administrativa.

17.°) Falsear los datos exigidos para acceder a una
vivienda social

18.°) No desocupar las viviendas sociales cuando
proceda habiendo sido requerido para ello

19.°) No destinar los terrenos calificados por el pla-
neamiento para la construccién de viviendas sociales
a tal uso en los plazos que resulten de aplicacién con-
forme a la normativa urbanistica.

20.°) No comunicar a la Administracién los listados
de adjudicatarios de vivienda cuando asi proceda con-
forme a esta Ley.

21.°) Falsear los datos en los documentos y certifica-
ciones expedidos por los promotores o por la Direccién
facultativa de las obras de urbanizacién o edificacién
de vivienda protegida.

22.°) Celebrar contratos de compraventa o arren-
damiento de viviendas protegidas sin previa resolucién
administrativa que comporte el cardcter definitivo de la
adjudicacién.

23.°) Destinar los préstamos, subvenciones y demds
ayudas a la vivienda a finalidades diferentes de las
que han motivado su otorgamiento.

24.°) La realizacién de cualquier negocio juridico
en materia de vivienda protegida sin contar con las
autorizaciones o visados correspondientes, cuando no
se cumplan con los requisitos establecidos legalmente
para su obtencién.

25.°) No destinar las viviendas protegidas a domi-
cilio habitual y permanente en el plazo legalmente es-
tablecido desde su entrega o, de manera sobrevenida,
por periodo superior a seis meses, salvo que exista
autorizacién administrativa para ello y esté dentro del
plazo concedido.

26.°) El incumplimiento de las comprobaciones que
deben efectuar las entidades financieras como depo-
sitarios de las cantidades percibidas a cuenta por los
promotores y gestores de vivienda protegida.

27.°%) La publicidad engafiosa sobre vivienda rea-
lizada por cualquiera de los posibles intervinientes en
la transmisidn o cesidn de uso, incluidos intermediarios
comerciales. Se entenderd como tal, en todo caso, la
oferta de venta, arrendamiento o adjudicacién de vi-
viendas sujetas a lo establecido en esta Ley por precio,
renta o coste superiores a los legalmente establecidos,
o que falsee u omita la condicién de vivienda social en
sus pormenores.
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28.9) Incumplir los principios o trédmites esenciales
en la adjudicacién de viviendas protegidas de promo-
cién privada que no corresponda a la Administracién.

29.°) La omisién de las comunicaciones exigidas
por la legislacién vigente para facilitar el ejercicio por
la Administracién de los derechos de opcién de com-
pra, tanteo y retracto cuando se consume la transmi-
sién a favor de persona que no cumpla los requisitos
de acceso a la categoria de viviendas correspondiente
y dentro del precio méximo legalmente exigible.

30.9) El incumplimiento de las condiciones sefala-
das en las resoluciones de calificacién provisional o
definitiva de actuacién protegida, salvo que sea cons-
titutivo de infraccién muy grave.

31.9 La realizacién de cualesquiera obras que mo-
difiquen o no se encuentren previstas en el proyecto
aprobado, previas o posteriores a la calificacién de-
finitiva de proteccién, sin autorizacién previa del 6r-
gano competente cuando sea preceptiva.

32.9 La alteracién del régimen de uso de las vivien-
das protegidas establecido en la calificacién definitiva
de proteccién, sin tener autorizacién para ello.

33.9) La celebracién de contratos o la percepcién
de cualquier cantidad que exceda de la renta maxima
y no esté autorizada conforme a la normativa vigente
en el arrendamiento de viviendas protegidas.

34.%) Actualizar la cuantia a abonar por el arrendo-
tario o usuario de la vivienda protegida por encima de
lo permitido en esta Ley.

35.9) La realizacién de mejoras que impliquen un
sobrecoste para los destinatarios de una vivienda pro-
tegida sin la correspondiente autorizacién administra-
tiva.

36.%) La transmisién de viviendas protegidas sin la
previa autorizacién administrativa a favor de persona
que no cumpla los requisitos de acceso a la catego-
ria de viviendas correspondiente y dentro del precio
méximo exigible, salvo que constituya infraccién muy
grave.

37.9) Falsear los datos para obtener financiacién
cualificada.

38.9 La infraccién del régimen de uso o disposicidn
de los inmuebles no sujetos a proteccién resultantes de
actuaciones protegidas de vivienda y suelo.

39.9) Incumplir la obligacién de formalizar la com-
praventa de viviendas protegidas o sus anejos en escri-
tura pdblica.

40.°) Cualesquiera acciones u omisiones que die-
sen lugar a vicios o defectos que afecten a la edifica-
cién de vivienda protegida, salvo que concurra causa
de fuerza mayor o constituyan infraccién muy grave.

41.°) Falsear los datos exigidos para ser inscrito en
el Registro de Vivienda Protegida de Aragén.

42.°) la falta de autorizacién del modelo de con-
trato en las adjudicaciones de vivienda protegida.

43.°) La formalizacién de contratos de adjudicacién
de vivienda protegida en modelos que no se ajusten al
autorizado.

44 °) La percepcidn de cuantias a cuenta del precio
por los promotores o gestores de vivienda sin contar
con autorizacién para ello.

45.°) La obstruccién de la labor de la inspeccién de
vivienda en ejercicio de sus funciones.

46.°) El incumplimiento de las medidas de restaura-
cién de la legalidad, cuando no constituya infraccién
muy grave.

Articulo 168.— Infracciones administrativas muy
graves.

Constituyen infracciones administrativas muy gra-
ves:
1.%) La publicidad engafiosa o el falseamiento de
datos referidos a la oferta de préstamos hipotecarios y
ofros instrumentos de financiacién de vivienda.

2.°) Destinar los terrenos calificados por el planea-
miento para la construccidn de viviencﬁ:s sociales a
cualesquiera ofros usos.

3.9) Cualesquiera acciones u omisiones por parte
de promotores o constructores de vivienda socicrque
diesen lugar a que la obra no se ejecute conforme a las
condiciones de calidad previstas en el proyecto como
consecuencia de no utilizar los elementos de fabrica-
cién o construccién idéneos cuando afecten a la cimen-
tacién, los soportes, las vigas, los forjados, los muros
de carga u ofros elementos estructurales.

4.°) Dar un destino al suelo urbanizado cedido por
cualquier titulo por la Administracién piblica distinto al
determinado en el acuerdo de cesién o en la normativa
que la regule.

5.9 La celebracién de contratos o la percepcién
de cualquier sobreprecio, prima, cantidad prohibida
o que exceda de las méximas establecidas conforme a
esta Ley y sus disposiciones de desarrollo.

6.9 La gestidén de las comunidades de bienes, las
cooperativas de viviendas o de entidades o personas
juridicas cuya naturaleza determine que sus socios
o participes resulten adjudicatarios de las viviendas
que genere sobrecoste para los comuneros, coopera-
tivistas, socios o participes con respecto a los costes
mdximos y en los supuestos de responsabilidad de los
gestores establecidos conforme a esta Ley.

7.°) La enajenacién de terrenos destinados por el
planeamiento a la promocién de viviendas protegidas
por un precio superior al valor determinado conforme
a esta Ley.

8.% La transmisién de viviendas protegidas sin la
previa autorizacién administrativa a favor de persona
que no cumpla los requisitos y por precio superior al
méximo legalmente exigible.

9.9 El incumplimiento de la normativa técnica de
edificacién para las diferentes modalidades de vi-
vienda social.

10.9) La omisién de las comunicaciones exigidas
por la legislacién vigente para facilitar el ejercicio por
la Administracién de los derechos de opcién de com-
pra y tanteo y retracto cuando se consume la transmi-
sién superando el precio maximo legalmente exigible.

11.%) El incumplimiento reiterado de las medidas de
restauracién de la legalidad, una vez sancionado con
falta grave.

Articulo 169.— Competencias municipales sobre
infracciones y sanciones en materia de calidad en la
edificacién.

1. El incumplimiento de las medidas de restauro-
cién de la legalidad impuestas a las viviendas o alojo-
mientos de uso residencial ya existentes que no rednan
las condiciones minimas de habitabilidad exigibles
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conforme a esta ley constituird una infraccién grave
que serd sancionada con multa de 1.501 a 15.000
euros.

2. El incumplimiento de la obligacién de elaborar el
Informe de Evaluacién del Edificio o la no presentacién
del mismo en el Ayuntamiento correspondiente cons-
fituird una infraccién leve que serd sancionada con
multa de 150 a 1.500 euros.

3. La falta de subsanacién de las deficiencias ob-
servadas en el Informe de Evaluacién del Edificio en
el plazo establecido para ello constituird una infrac-
cién grave que serd sancionada con multa de 1.501 a
15.000 euros.

4. los 6rganos competentes para la incoacién de
los procedimientos y la imposicién de las sanciones
a las que se refieren los apartados anteriores serdn
determinados por el érgano de gobierno de cada mu-
nicipio.

Articulo 170.— Concurrencia de infracciones.

1. A los responsables de dos o mds infracciones se
les impondrdn las sanciones correspondientes a cada
una de las diversas infracciones cometidas.

2. Cuando de la comisién de una infraccién derive
necesariamente la comisién de otra u otras, se deberd
imponer Unicamente la sancién correspondiente a la in-
fraccién mds grave cometida, en su mitad superior

3. La realizacién de una pluralidad de acciones u
omisiones que infrinjan el mismo o semejantes preceptos
administrativos, en ejecucién de un plan preconcebido
o aprovechando idéntica ocasién se considerard in-
fraccién continuada, aplicdndose la sancién correspon-
diente a la infraccién mds grave cometida, en su mitad
superior.

Articulo 171.— Tipificacién e individualidad de
sanciones.

1. Las infracciones tipificadas en esta Ley, acredi-
tada la culpabilidad y previa instruccién del oportuno
expediente administrativo, serén objeto de sancién ad-
ministrativa, sin perjuicio de las responsabilidades civi-
les, penales o de otro orden que puedan concurrir.

2. Las sanciones que se impongan a los distintos su-
jetos por una misma infraccién tendrdn entre si cardcter
independiente.

3. Las infracciones tipificadas en esta Ley dardn lu-
gar a la imposicién de las siguientes sanciones:

a) Las infracciones leves, con multa de 150 a 1.500
euros.

b) Las infracciones graves, con multa de 1.501 a
15.000 euros.

c) Las infracciones muy graves, con multa de 15.001
a 150.000 euros.

Las infracciones tipificadas como graves en el arti-
culo 167,5°, 6° 7°, 8%, 9°y 10° se sancionardn con
multas de 301 a 3.000 euros. La comisién de fres infrac-
ciones graves en el plazo de cinco afios relacionadas
con el régimen concertado de fianzas se sancionard
con la exclusién de dicho régimen.

4. El Gobierno de Aragédn podrd revisar y actualizar
la cuantia de las multas establecidas en este articulo.

Articulo 172.— Graduacién de sanciones.
1. En la imposicién de sanciones se deberd obser-
var la debida idoneidad y necesidad de la sancién

a imponer y su adecuacién a la gravedad del hecho
constitutivo de la infraccién, justificdndola en atencién
a las circunstancias modificativas de la responsabili-
dad que concurran.

2. Cuando en el hecho concurra una circunstancia
agravante, se impondré la sancién en su tercer cuarto.

3. Cuando en el hecho concurran varias circunstan-
cias agravantes, se impondrd la sancién en su Gltimo
cuarto.

4. Cuando en el hecho concurran una o varias cir-
cunstancias atenuantes, la cuantia de la multa no po-
dré superar el primer cuarto de la sancién prevista en
esta Ley.

5. Cuando concurriesen circunstancias atenuantes
y agravantes, éstas se compensardn de forma racional
para la determinacién de la sancién, ponderando ro-
zonadamente la trascendencia de unas y ofras.

6. Cuando no concurran circunstancias atenuantes
ni agravantes, la Administracién impondrd la sancién
en su segundo cuarto.

7. Cuando en la comisién de infracciones graves o
muy graves concurra la atenuante muy cualificada de
cumplimiento voluntario de las medidas de reparacién
de dafios o restablecimiento de la legalidad infringida,
en atencién a las circunstancias concurrentes, la Admi-
nistracién podrd imponer la multa correspondiente a
las infracciones de gravedad inmediatamente inferior.
Cuando en la comisién de infracciones leves concurra
dicha circunstancia, la multa se impondré en su cuan-
tia minima.

8. El establecimiento de sanciones pecuniarias de-
berd prever que la comisién de las ingrjocciones tipifi-
cadas no resulte més beneficioso para el infractor que
el cumplimiento de las normas infringidas.

Articulo 173.— Reconocimiento de la responsa-
bilidad.

1. Cuando un denunciante haya participado en la
comisién de una infraccién que suponga un perjuicio
para la Administracién y existan otros infractores, el
drgano competente para resolver el procedimiento de-
berd eximir al denunciante del pago de la multa que le
corresponderia u ofro tipo de sancién de cardcter no
pecuniario, cuando sea el primero en aportar elemen-
tos de prueba que permitan iniciar el procedimiento o
comprobar la infraccién, siempre y cuando en el mo-
mento de aportarse aquellos no se disponga de ele-
mentos suficientes para ordenar la misma y se repare
el perjuicio causado.

2. Asimismo, el érgano competente para resolver
deberd reducir el importe del pago de la multa que le
corresponderia o, en su caso, la sancién de cardcter
no pecuniario, cuando no cumpliéndose alguna de las
condiciones anteriores, el denunciante facilite elemen-
tos de prueba que aporten un valor afadido significa-
tivo respecto de aquellos de los que se disponga.

3. En los supuestos contemplados en los pérrafos
anteriores serd necesario que el denunciante cese en
la participacién de la infraccién y no haya destruido
elementos de prueba relacionados con el objeto de la
denuncia.

Articulo 174.— Afectacién de las sanciones.
Las cantidades que pudiera ingresar la Administra-
cién como consecuencia de sanciones u otras medi-
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das, deberdn afectarse a las politicas pdblicas de suelo
y vivienda, salvo las derivadas del reintegro del sobre-
coste, sobreprecio o sobrerrenta a los que se refiere el
articulo siguiente.

Articulo 175.— Reintegro del sobrecoste, so-
breprecio o sobrerrenta percibidos.

1. Sin perjuicio de las acciones que pudieran
corresponderles y de las responsabilidades de
cualquier orden en que pudieran haber incurrido,
quienes hayan adquirido o arrendado viviendas
protegidas por precios o rentas superiores a los le-
galmente aplicables en cada caso, podran dirigirse
a la Administracién de la Comunidad Auténoma a
fin de que, previa tramitacién del correspondiente
procedimiento sancionador, en su caso, en el marco
del mismo, exija del gestor de la comunidad de
bienes, cooperativa o entidad o persona juridica
cuya noturoi)ezo determine que sus socios o parti-
cipes resulten adjudicatarios de las viviendas que
promuevan, cuando pudiera resultar responsable
por la comisién de infracciones tipificadas en esta
ley, del vendedor o del arrendador el reintegro, en
concepto de beneficio ilegalmente obtenido, del so-
brecoste, sobreprecio o sobrerrenta percibidos, que
serdn reembolsados al comunero, cooperativista,
comprador o arrendador denunciante. A tal efecto,
el ingreso del sobreprecio se realizaréd mediante de-
pdsito en la Administracién de la Comunidad Auté-
noma, que procederd a entregarlo a las personas
designadas en la resolucién que haya puesto fin al
procedimiento sancionador. La Administracién de la
Comunidad Auténoma podré utilizar la via de apre-
mio si fuere necesario.

2. El reintegro del sobrecoste, sobreprecio o so-
brerrenta que se declare en la resolucién que ponga
fin al procedimiento sancionador tendrd la consi-
deracién de una obligacién de hacer para el in-
fractor y su incumplimiento daréd lugar a que pueda
procederse por parte de la Administracién, previa
liquidacién provisional y realizacién del correspon-
diente importe, a su ejecucién subsidiaria.

3. El sobreprecio tendrd el cardcter de ingreso
de derecho publico y serd exigido de conformidad
con el procedimiento de apremio sobre el patrimo-
nio y de recaudacién de los ingresos de derecho
publico.

CAPITULO 1l
PROCEDIMIENTO SANCIONADOR

Articulo 176.— Competencia para incoar proce-
dimientos y sancionar.

1. Lo competencia para incoar los procedimientos
sancionadores por la comisién de las infracciones tipi-
ficadas en esta Ley corresponderd al Director General
competente en materia de vivienda.

2. Llos érganos competentes para la imposicién de
las sanciones previstas en esta Ley son los siguientes:

a) El Consejero competente en materia de vivienda,
para las sanciones de multa correspondientes a las in-
fracciones muy graves.

b) El Director General competente en materia de vi-
vienda, para las sanciones de multa correspondientes
a las infracciones leves y graves.

Articulo 177.— Acuerdo de iniciacién en los pro-
cedimientos sancionadores.

1. El acverdo de iniciacién se comunicard al ins-
tructor del procedimiento, con traslado de cuantas
actuaciones existan al respecto, y se notificard a los
interesados, entendiendo en todo caso por tal al incul-
pado.

2. Asimismo, la incoacién se comunicard al de-
nunciante, cuando, de acuerdo con la normativa de
procedimiento administrativo, este tenga la condicién
de interesado o haya solicitado explicitamente la aper-
tura de un procedimiento sancionador.

3. La presentacién de una denuncia no confiere,
por si sola, la condicién de interesado en el proce-
dimiento.

4. Cuando la denuncia invocara un perjuicio en
el patrimonio de las Administraciones Publicas la no
iniciacién del procedimiento deberd ser motivada y se
notificard a los denunciantes la decisién de si se ha
iniciado o no el procedimiento.

Articulo 178.— Terminacién de los procedimien-
tos sancionadores.

1. Iniciado un procedimiento sancionador, si el
infractor reconoce su responsabilidad, se podrd resol-
ver el procedimiento con la imposicién de la sancién
que proceda.

2. Cuando la sancién tenga Gnicamente carécter
pecuniario o bien quepa imponer una sancién pecu-
niaria y ofra de carécter no pecuniario pero se ha
justificado la improcedencia de la segunda, el pago
voluntario por el presunto responsable, en cualquier
momento anterior a la resolucién, implicaré la termi-
nacién del procedimiento, salvo en lo relativo a la
reposicién de la situacién alterada o a la determina-
cién de la indemnizacién por los dafos y perjuicios
causados por la comisién de la infraccién.

3. En los dos supuestos anteriores, cuando la
sancién fenga Unicamente cardcter pecuniario, el ér-
gano competente para resolver el procedimiento apli-
card una reduccién del 20 % sobre el importe de la
sancién propuesta para cada uno de los supuestos,
siendo éstos acumulables entre si. Las citadas reduc-
ciones, deberdn estar determinadas en la notificacién
de iniciacién del procedimiento.

Sin embargo, en el caso previsto en el articulo
155, punto 2 de esta ley, la reduccién por recono-
cimiento de responsabilidad serd del 25% para el
supuesto de que el interesado acepte regularizar su
situacién, a la que se podrd sumar ofra reduccién
del 20% si se produce el pago voluntario antes de la
resolucién del procedimiento sancionador.

4. En el caso de no haberse producido alguna de
las reducciones contempladas anteriormente, el pago
de la sancién dentro del plazo establecido podré dar
lugar a una reduccién del 30 % de la multa impuesta,
sin perjuicio de la reposicién de la situacién alterada
o la determinacién de la indemnizacién por los dafios
y perjuicios causados por la comisién de la infrac-
cion.

5. La efectividad de las reducciones contempladas
en los apartados anteriores estard condicionada al
desistimiento o renuncia de cualquier accién o re-
curso en via administrativa contra la sancién.
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Articulo 179.— Medidas cautelares en la resolu-
cién de los procedimientos sancionadores.

1. La resolucién que ponga fin al procedimiento
serd ejecutiva cuando no quepa contra ella ningdn re-
curso ordinario en via administrativa, pudiendo adop-
tarse en la misma las disposiciones cautelares precisas
para garantizar su eficacia en tanto no sea ejecutiva
y que podrdn consistir en el mantenimiento de las me-
didas provisionales que en su caso se hubieran adop-
tado.

2. Cuando la resolucién sea ejecutiva, se podrd
suspender cautelarmente, si el interesado manifiesta a
la Administracién su intencién de interponer recurso
contencioso-administrativo contra la resolucién firme
en via administrativa. Dicha suspensién cautelar finali-
zard cuando:

a) Haya transcurrido el plazo legalmente previsto
sin que el interesado haya inferpuesto recurso conten-
cioso administrativo.

b) Habiendo el interesado interpuesto recurso con-
tencioso-administrativo:

1. No se haya solicitado en el mismo trémite la
suspensién cautelar de la resolucién impugnada.

2. El érgano judicial se pronuncie sobre la suspen-
sién cautelar solicitada, en los términos previstos en
ella.

CAPITULO IV
EJECUCION

Articulo 180.— Ejecucién forzosa.

1. La Direccién General competente en materia de
vivienda podré proceder, previo apercibimiento, a la
ejecucién forzosa de las resoluciones recaidas en los
expedientes sancionadores mediante apremio sobre
el patrimonio, la imposicién de multas coercitivas, la
ejecucién subsidiaria, o la compulsién sobre las perso-
nas, de conformidad con lo dispuesto en los apartados
siguientes:

a) Procederd el apremio sobre el patrimonio cuando
las resoluciones recaidas en el expediente acuerden la
imposicién de una o varias multas y no sean abonadas
en periodo voluntario o cuando se trate de la obliga-
cién de reintegrar cantidades indebidamente percibi-
das y el sancionado no cumplimente dicha obligacién
en el plazo concedido al efecto, siguiéndose el proce-
dimiento establecido por las normas reguladoras del
procedimiento recaudatorio en via de apremio.

Igualmente serd aplicable esta via cuando la resolu-
cién que ponga fin al procedimiento haya ordenado la
devolucién del sobreprecio o sobrerrenta.

b) Procederd la imposicién de multas coercitivas
sucesivas e independientes de las sanciones que pu-
dieran imponerse como consecuencia del expediente
sancionador y compatible con estas, en los siguientes
casos:

1°. Actos personalisimos en que no proceda la com-
pulsién directa sobre la persona del obligado.

2°. Actos en que, procediendo la compulsién, la
Administracién no la estimara conveniente.

3° Actos cuya ejecucién pueda el obligado encar-
gar a ofra persona.

Entre la imposicién de las sucesivas multas coerciti-
vas deberd transcurrir el tiempo necesario para cumplir
lo ordenado. La cuantia de la primera multa coercitiva

serd de hasta trescientos euros, de hasta seiscientos
euros la segunda, y de hasta mil doscientos euros las
sucesivas, en nimero no superior a diez. No obstante,
cuando se trate de ejecutar resoluciones que impongan
la obligacién de ejecutar obras, la cuantia de cada
multa podrd alcanzar hasta el 20% del valor estimado
de las mismas. El importe de las obras constituird el
limite econémico del total de las multas coercitivas que
puedan imponerse.

c) Procederd la ejecucién subsidiaria, con cardcter
excepcional, en los siguientes supuestos:

1°. Cuando se haya incumplido una obligacién de
hacer y exista riesgo para la integridad fisica de las
personas.

2°. En los supuestos previstos en el articulo 175.2
de esta ley, previa liquidacién provisional y realiza-
cién de las cantidades correspondientes.

d) Procederd la compulsién sobre las personas
cuando un acto administrativo imponga una obliga-
cién personalisima de no hacer o soportar, en los ca-
sos y con los requisitos establecidos en las leyes.

2. El Gobierno de Aragén podrd revisar y actuali-
zar el nimero y cuantia de las multas coercitivas esta-
blecidas en este articulo.

Articulo 181.— Expropiacién, desahucio y pér-
dida de beneficios.

1. La imposicién de sanciones como consecuencia
del incumplimiento de la funcién social de la vivienda,
prevista como infraccién grave en el articulo 167.4°,
podrd dar lugar a la expropiacién de la vivienda, inde-
pendientemente de las sanciones impuestas y sin per-
juicio del mantenimiento del régimen de proteccién de
la vivienda, en su caso.

2. También podré tener lugar la expropiacién
cuando habiéndose impuesto al infractor la totalidad
de las multas coercitivas establecidas en esta ley, el
sujeto responsable no haya cumplido con la obligacién
de pagarlas.

3. Asimismo, la imposicién de sanciones como con-
secuencia de las infracciones graves tipificadas como
14.°,15.2,16.°,17.°y 18.°, en el articulo 167, podré
dar lugar al desahucio o la pérdida del derecho de
uso, independientemente de las sanciones impuestas y
sin perjuicio del mantenimiento del régimen de protec-
cién de la vivienda, en su caso.

4. Tanto la expropiacién como el desahucio y la
pérdida del derecho de uso se realizardn conforme a
la legislacién prevista para estos casos.

5. Los supuestos contemplados en lo pérrafos ante-
riores podrdn conllevar la pérdida de los beneficios,
ayudas o subvenciones publicas que se disfrutasen o
se hayan disfrutado por el infractor y a la prohibicién
de obtenerlos de nuevo, de acuerdo con la normativa
general de subvenciones.

CAPITULO V
PRESCRIPCION Y CADUCIDAD

Articulo 182.— Prescripcién de infracciones.

1. El plazo de prescripcién para las infracciones
leves serd de un afio; para las graves, de tres afos, y
para las muy graves, (fe seis anos.

2. El plazo comenzard a contarse desde el dia en
que la infraccién se hubiera cometido o, si ésta fuere
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desconocida, desde la fecha en que hubiera podido
incoarse el procedimiento sancionador. Se entenderd
que puede incoarse el procedimiento sancionador
cuando aparezcan signos externos que permitan cono-
cer los hechos constitutivos de la infraccion.

3. En el caso de infracciones continuadas o perma-
nentes, el plazo comenzard a correr desde que finalizé
la conducta infractora.

4. Cuando de las actuaciones previas se concluya
que ha prescrito la infraccién, el érgano competente
acordaré la no procedencia de iniciar el procedimiento
sancionador. Igualmente, si en la tramitacién del expe-
diente se advirtiera la prescripcién de la infraccién, se
resolverd la conclusién del mismo con archivo de las
actuaciones.

Articulo 183.— Interrupcién de la prescripcién
de las infracciones.

1. La entrega de copia del acta levantada en el
curso de la actividad de inspeccién a alguna de las
personas presentes, debidamente identificada, en el
lugar en que ésta se realice o la negativa de las per-
sonas presentes en el lugar de la inspeccién a recibir
la copia de la misma, a identificarse o a ambas cosas,
surtirdn el efecto de interrumpir la prescripcién de las
posibles infracciones, lo que se hard constar expresa-
mente en el acta, y el procedimiento sancionador se
inicie, formalmente, en el plazo méximo de un afio si
la Administracién pUblica competente para ello es la
misma que realizé la inspeccién o en el de dieciocho
meses si son Administraciones distintas.

2. El conocimiento por el presunto responsable del
ejercicio de las funciones inspectoras acerca de los
hechos constitutivos de la infraccién también produ-
cird los efectos de interrumpir la prescripcién de esta,
siempre que el procedimiento sancionador se inicie,
formalmente, en los plazos establecidos en el apartado
anterior.

3. Se presumird que el interesado tiene conoci-
miento de las actuaciones de la Inspeccién de Vivienda
cuando haya rehusado la notificacién o no haya po-
dido realizarse de acuerdo con lo establecido en la ley
reguladora del procedimiento administrativo.

4. También interrumpiré la prescripcién la inicia-
cién, con conocimiento del interesado, de un proce-
dimiento administrativo de naturaleza sancionadora,
reiniciéndose el plazo de prescripciédn si el expediente
sancionador estuviera paralizado durante mds de un
mes por causa no imputable al presunto responsable.

Articulo 184.— Prescripcién de las sanciones.

1. Las sanciones impuestas prescriben en el plazo
de un afo para las leves, tres afios para las graves y
cuatro afios para las muy graves.

2. El plazo de prescripcién de las sanciones comen-
zard a contarse desde el dia siguiente a aquel en que
sea ejecutable la resolucién por la que se impone la
sancién o haya transcurrido el plazo para recurrirla.

3. En el caso de desestimacién presunta del recurso
de alzada interpuesto contra la resolucién por la que
se impone la sancién, el plazo de prescripcién de la
sancién comenzard a contarse desde el dia siguiente a
aquel en que finalice el plazo legalmente previsto para
la resolucién de dicho recurso.

Articulo 185.— Interrupcién de la prescripcidn
de las sanciones.

Interrumpird la prescripcién la iniciacién, con co-
nocimiento del interesado, del procedimiento de eje-
cucién, volviendo a transcurrir el plazo si aquél estd
paralizado durante més de un mes por causa no impu-
table al infractor.

Articulo 186.— Caducidad del procedimiento.

1. El plazo para resolver y notificar la resolucién
del procedimiento sancionador serd de un afio con-
tado desde la fecha de su iniciacién.

2. Transcurrido el plazo méximo para resolver y
notificar sin que se dictase y nofificase la resolucién,
se entenderd caducado el procedimiento y se proce-
derd al archivo de las actuaciones. Para computar el
plazo méximo para resolver y notificar, deberdn te-
nerse en cuenta las posibles interrupciones por cau-
sas imputables a los interesados o por la suspensién
del procedimiento. En el supuesto de que la infraccién
no hubiera prescrito, deberd iniciarse un nuevo proce-
dimiento sancionador.

3. Cuando en cualquier estado del procedimiento
hubiere de repetirse el intento de notificacién personal
o procederse a la nofificacién mediante anuncios en
el Boletin Oficial del Estado por causa imputable a los
interesados, se suspenderd el cémputo del plazo para
resolver desde que se produzca el primer intento de
notificacién personal hasta que quede acreditada la
prdctica de la misma.

4. La caducidad no producird por si sola la pres-
cripcién de las acciones del particular o de la Admi-
nistracién, pero los procedimientos caducados no inte-
rrumpirdn el plazo de prescripcién.

5. En los casos en los que sea posible la iniciacién
de un nuevo procedimiento por no haberse producido
la prescripcidn, podrén incorporarse a éste los actos
y trémites cuyo contenido se hubiera mantenido igual
de no haberse producido la caducidad. En todo caso,
en el nuevo procedimiento deberdn cumplimentarse los
tramites de alegaciones, proposicién de prueba y au-
diencia al interesado.

6. Podrd no ser aplicable la caducidad en el su-
puesto de que la cuestién suscitada afecte al interés
general, o fuera conveniente sustanciarla para su defi-
nicién y esclarecimiento.

Disposicion adicional primera.— Integracién
de registros.

1. Los registros contemplados en esta Ley ofrecerdn
su informacién de acuerdo con la legislacién vigente
aplicable al efecto.

2. Por Decreto del Gobierno de Aragén se regulard
la integracién de los distintos registros en materia de
vivienda.

Disposicion adicional segunda.— E/ Observa-
torio de la Vivienda de Aragdn.

1. En el plazo de un afio desde la entrada en vi-
gor de la presente Ley, el Gobierno de Aragén crearé
la unidad administrativa en la que se materialice el
Observatorio de la Vivienda de Aragén, con dotacién
presupuestaria suficiente para el desarrollo de sus fun-
ciones.
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2. En el plazo de un afio desde la creacién de
la unidad administrativa, deberd aprobarse el regla-
mento de creacién y desarrollo del Observatorio de la
Vivienda de Aragén.

Disposicion adicional tercera.— Requisitos
funcionales de calidad, accesibilidad universal y di-
sefio para todas las personas.

Los requisitos funcionales de calidad y accesibili-
dad previstos en los articulos 76 y 77 serdn exigibles
desde la entrada en vigor del reglamento relativo a
esta materia que desarrolle la Ley.

Disposicion adicional cuarta.— Inhabitabili-
dad e infravivienda.

Las consecuencias previstas en el apartado cuarto
del articulo 81 en caso de inhabitabilidad de las vi-
viendas y alojamientos serdn exigibles desde la en-
trada en vigor del reglamento relativo a esta materia
que desarrolle la Ley

Disposicion adicional quinta.— Inspeccidn pe-
riédica de edificaciones e Informe de Evaluacién de
Edificios.

1. Con el objetivo de simplificar trédmites admi-
nistrativos, el informe de evaluacién de los edificios
regulado en esta Ley podrd sustituir a la inspeccién
periddica de edificaciones prevista para los municipios
mayores de 25.000 habitantes en el articulo 260 de
la Ley de Urbanismo de Aragén, aprobada por el De-
creto-legislativo 1/2014, de 8 de julio, del Gobierno
de Aragén, en los casos y periodicidad previstos por
ésta y contemplados, en su caso, en el planeamiento y
las Ordenanzas municipales correspondientes.

2. Con la misma finalidad, los edificios que dispon-
gan de informes vigentes de inspeccién de su estado
de conservacién, podran integrarlos en el Informe de
Evaluacién de los Edificios en el apartado correspon-
diente.

Disposicion adicional sexta.— Fianzas de
arrendamientos y otros contratos.

1. Se faculta al Consejero competente en materia
de vivienda a desarrollar mediante Orden las disposi-
ciones previstas en el capitulo Il del Titulo IV, relativas
a la fianza de arrendamiento y otros contratos de sumi-
nistros.

2. los actuales conciertos de fianzas seguirdn vi-
gentes a la entrada en vigor de esta Ley.

Disposicion transitoria primera.— El Foro de
la Vivienda de Aragén.

Hasta que no se apruebe y entre en vigor la Orden
a que se refiere el articulo 12 de esta Ley, serd de apli-
cacién la Orden de 25 de abril de 2012, modificada
por la Orden de 19 de noviembre de 2015, en todo lo
que no se oponga o contradiga a esta Ley.

Disposicién transitoria segunda.— Disponibi-
lidad de suelo.

Las Administraciones Piblicas competentes deberdn
adaptar su planeamiento urbanistico a lo dispuesto en
el capitulo II, del Titulo Il, en el plazo méximo de dos
afios desde la entrada en vigor de esta Ley.

Disposicion transitoria tercera.— Edificios de
Viviendas de Consumo de Energia Casi Nulo en Ara-
gon.

1. Todos los edificios de cardcter residencial que
incluyan viviendas, en cualquiera de sus formas, si-
tuados en el territorio de la Comunidad Auténoma de
Aragén y que se concluyan, o prevea concluir, a partir
del 31 de diciembre de 2020, deberdn reunir los re-
quisitos de consumo de energia casi nulo establecidos
por la legislacién europea y estatal al efecto.

2. Los edificios de cardcter residencial que incluyan
viviendas y sean propiedad de las administraciones
o entidades del sector piblico en territorio aragonés,
que se concluyan o prevea concluir a partir del 31
de diciembre de 2018, deberdn reunir los requisitos
de consumo de energia casi nulo establecidos por la
legislacién europea y estatal al efecto.

Disposicion transitoria cuarta.— Valores e in-
dicadores de referencia en materia de sostenibilidad y
eficiencia energética.

1. En fanto se produzca la aprobacién de la norma
estatal que contenga los criterios y requisitos para la
aplicacién de la  Directiva 2010/31/UE (DEEE) del
Parlamento Europeo y del Consejo Europeo, de 19 de
mayo de 2010, relativa a la eficiencia energética de
los edificios, se tomard como referencia el «Documento
de bases para la actualizacién del Documento Bdsico
DB-HE» que contiene los criterios de partida e indica-
dores para la actualizacién del Documento Bésico de
Ahorro de Energia (CTE DB-HE-18) del Cédigo Técnico
de la Edificacién (CTE).

2. Asimismo, se tomard como referencia la Reco-
mendacién (UE) 2016/1318 de la Comisién de 29
de julio de 2016 sobre las directrices para promover
los edificios de consumo de energia casi nulo y las
mejores prdcticas para garantizar que antes de que
finalice 2020 todos los edificios nuevos sean edificios
de consumo de energia casi nulo.

En concreto se aplicardn los valores de referencia
numéricos definidos para la eficiencia energética de
las viviendas situadas en zonas de clima continental
con los siguientes valores unitarios por vivienda: 20-40
kWh/(m?/afo) de energia primaria neta, con, normal-
mente, un uso de energia primaria de 50-70 kWh/
(m2/afo) cubierto por 30 kWh/(m?2/afo) proceden-
tes de fuentes renovables in situ. Con la aplicacién de
estos valores de referencia se deberd garantizar un
ambiente interior en las viviendas adecuado para evi-
tar el deterioro de la calidad del aire y asegurar unas
buenas condiciones de confort e higiene.

3. Se vinculard el nivel de edificios de consumo de
energia casi nulo a alguna de las mejores clases de
eficiencia energética especificadas en el certificado de
eficiencia energética (A++, y como minimo A+).

4. Para ello, de forma justificada por el proyectista
y la direccién facultativa se podrén utilizar sistemas
de certificacién ya existentes, de acuerdo con valo-
res aprobados en ofros estados miembros que ya han
adaptado su normativa a la Directiva citada.

Disposicion transitoria quinta.— Informe de
Evaluacién de Edificios.

El Informe de Evaluacién de Edificios previsto en
esta Ley serd obligatorio para todos los edificios cuya
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construccién o rehabilitacién integral termine des-
pués la fecha de entrada en vigor de esta Ley. Regla-
mentariamente se establecerd un calendario para el
cumplimiento de estas disposiciones en los edificios
existentes.

Disposicion transitoria sexta.— Utilizacién
del sistema pdblico de mediacién.

Mientras no esté operativo el sistema piblico de
mediacién previsto en esta Ley, las partes en conflicto
podrdn acudir a los actuales sistemas de mediacién
que ofrezcan garantias de imparcialidad y equidad,
incluidos los sistemas voluntarios de mediacién que es-
tén desarrollados por las diferentes Administraciones
Publicas.

Disposicion transitoria séptima.— Modos de
satisfaccién del derecho a una vivienda digna.

El articulo relativo a los modos de satisfaccién del
derecho a una vivienda digna entrard en vigor una vez
esté aprobado su desarrollo reglamentario.

Disposicion transitoria octava.— Declaracién
de titularidad de viviendas desocupadas.

1. Mientras el Registro de Viviendas Desocupadas
de Aragén no esté operativo, las entidades financie-
ras, las sociedades inmobiliarias vinculadas a éstas,
la Sociedad de gestidn de activos procedentes de la
reestructuracién bancaria y los grandes propietarios
de vivienda, deberdn declarar cada tres meses ante
el érgano autondémico competente en materia de vi-
vienda la titularidad de las viviendas desocupadas.

2. En el caso de que ya se haya procedido a rea-
lizar la declaracién sefialada en el punto anterior en
cumplimiento de la previsién de la Disposicién Tran-
sitoria Primera del Decreto-ley 3/2015, de 15 de di-
ciembre, del Gobierno de Aragén, de medidas urgen-
tes de emergencia social en materia de prestaciones
econdémicas de cardcter social, pobreza energética
y acceso a la vivienda, y de la Lley 10/2016, de 1
de diciembre, de medidas de emergencia en relacién
con las prestaciones econémicas del Sistema Pdblico
de Servicios Sociales y con el acceso a la vivienda
en la Comunidad Auténoma de Aragén, se seguirdn
cumpliendo los plazos de declaracién alli previstos. En
los demds casos, se deberd presentar la declaracién
de viviendas desocupadas en el plazo de tres meses
desde la entrada en vigor de esta Ley.

3. El é6rgano competente en materia de vivienda
de la administracién de la Comunidad Auténoma de
Aragén podré emitir instrucciones sobre el formato en
que debe presentarse la declaracién, con la finalidad
de que la informacién tenga carécter homogéneo.

Disposicion transitoria novena.— Situaciones
de vulnerabilidad y especial vulnerabilidad.

1. En tanto no se determinen reglamentariamente
los criterios para considerar si una persona o unidad
de convivencia se encuentra en situacién de vulnera-
bilidad o especial vulnerabilidad, se aplicardn los si-
guientes:

En todo caso, se consideran personas en situacién
de vulnerabilidad, las siguientes:

a) Aquellas cuyos ingresos totales sean superiores a
una vez el IPREM e iguales o inferiores a dos veces el
IPREM, en cémputo anual.

b) También se entenderd, entre otros supuestos, por
persona o unidad de convivencia en situacién de vul-
nerabilidad aquella cuyos ingresos totales sean supe-
riores a dos veces el IPREM e iguales o inferiores a 2,5
veces el IPREM, en cémputo anual, que se encuentren,
ademds, bien individualmente o en el seno de la uni-
dad de convivencia, en alguna de las situaciones que
se relacionan a continuacién:

1.9 La unidad de convivencia con, al menos, un me-
nor a cargo.

2.° La familia numerosa, de conformidad con la le-
gislacién vigente.

3.% Persona que sufra violencia de género por ra-
z6n de sexo o que esté integrada en una unidad de
convivencia en la que exista violencia de estas carac-
teristicas

4.° Personas afectadas por procesos de ejecucién
hipotecaria o desahucio de arrendamiento por falta de
pago de renta.

5.% Victimas de terrorismo.

6. Persona que tenga o unidad de convivencia en
la que alguno de sus miembros tenga declarada una
discapacidad igual o superior al 33 %, situacién de
dependencia o enfermedad que le incapacite de forma
permanente, de forma acreditada, para realizar una
actividad laboral, tenga o no reconocida una pensién
de incapacidad laboral permanente.

7.° Persona que sea o unidad de convivencia que
tenga un deudor hipotecario, que se encuentre en si-
tuacién de desempleo y haya agotado las prestaciones
por desempleo.

8. Persona que sea o unidad de convivencia que
tenga una persona deudora hipotecaria que sea ma-
yor de 60 afos.

9.° Afectados por situaciones catastréficas.

En todo caso se consideran en situacién de especial
vulnerabilidad las siguientes:

a) Las personas con ingresos totales iguales o infe-
riores a una vez el IPREM, en cémputo anual.

b) Las personas cuyos ingresos totales sean supe-
riores a una vez el IPREM e iguales o inferiores a 1,5
veces el IPREM, en cémputo anual, que se encuentren,
ademds, en alguna de las situaciones relacionadas en
la letra b del apartado anterior.

2. En tanto no se desarrolle reglamentariamente el
procedimiento de reconocimiento de las situaciones de
vulnerabilidad y especial vulnerabilidad, el Consejero
competente en materia de vivienda podré declarar que
se encuentran en tal situacién las personas o unidades
de convivencia a los que se les haya reconocido la
condicién de beneficiario de las diferentes bolsas de
alquiler social gestionadas por las administraciones
pUblicas aragonesas, y mantengan las condiciones y
requisitos que dieron lugar a tal reconocimiento.

3. Ademds de los supuestos contemplados en los
apartados anteriores, se entiende que se encuentran
en una situacién de vulnerabilidad y especial vulne-
rabilidad aquellos casos de emergencia social que
determinen los servicios sociales, de acuerdo con los
criterios establecidos en los apartados anteriores.

4. La situacién de vulnerabilidad o de especial vul-
nerabilidad se acreditardn, a solicitud de la persona o
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unidad de convivencia interesada, mediante informe
de la Administracién competente en materia de servi-
cios sociales en los términos que se establezcan reglo-
mentariamente.

Ambas situaciones se mantendrdn vigentes mientras
permanezcan las circunstancias que dieron lugar a su
reconocimiento, sin perjuicio de su revisién periédica.

Disposicion transitoria décima.— Informe de
evaluacién de edificios.

En tanto no se produzca el desarrollo reglamentario
que regule el Informe de Evaluacién de los Edificios
y su registro, no serd obligatoria la presentacién del
Informe de Evaluacién.

En el caso de edificios existentes, los edificios que
tengan mds de 50 afios en el momento en que el reglo-
mento del Informe de Evaluacién del Edificio lo exija,
deberdn cumplimentar el Informe. En el reglamento se
preverd la obligacién progresiva para el resto de los
edificios existentes.

Disposicion transitoria undécima.— Desarro-
llo reglamentario en materia de vivienda protegida.

1. En tanto no se apruebe el Decreto al que se re-
fiere el articulo 98 de esta Ley, sobre vivienda prote-
gida, serén de aplicacién supletoria las normas esta-
tales y autonémicas vigentes en la materia, y que no
hayan sido derogadas expresa o tacitamente por esta
Ley.

2. Asimismo, mientras no se apruebe el desarrollo
reglamentario citado en el punto anterior, el Consejero
competente en materia de vivienda podrd aprobar, por
Orden, el procedimiento de calificacién de vivienda
protegida.

Disposicion transitoria duodécima.— Regis-
tro de vivienda protegida y procedimientos de adjudi-
cacioén.

1. Hasta que se apruebe el reglamento que regule
el Registro de vivienda protegida de Aragén y se
ponga en funcionamiento, no se requerird la inscrip-
cién obligatoria.

2. Asimismo, hasta que no se desarrollen mediante
reglamento los procedimientos de adjudicacién de vi-
viendas protegidas, se deberdn cumplir las siguientes
reglas:

a) Las viviendas protegidas de promocién privada,
que no sean promovidas por cooperativas, comunida-
des de bienes o entidades de similar naturaleza, serdn
adjudicadas por la entidad promotora directamente en-
tre unidades de convivencia que cumplan los requisitos
establecidos normativamente. Cuando los promotores
de dichas viviendas adquieran suelo publico, deberdn
cumplir con los procesos de adjudicacién previstos en
los pliegos administrativos correspondientes.

b) Las cooperativas, comunidades de bienes o en-
tidades de similar naturaleza seleccionardn directa-
mente a sus socios o comuneros, respectivamente, en-
tre unidades de convivencia que cumplan los requisitos
establecidos normativamente. Cuando estas entidades
adquieran suelo piblico deberdan cumplir con los pro-
cesos de adjudicacién previstos en los pliegos adminis-
trativos correspondientes.

c) Cuando el promotor sea una entidad publica, la
adjudicacién de las viviendas se realizard de acuerdo
con los principios de publicidad y objetividad.

d) En todo caso, las entidades promotoras, sea cual
sea su naturaleza, cooperativas, deberdn comunicar al
érgano competente en materia de vivienda los adjudi-
catarios seleccionados, con los documentos necesarios
para la comprobacién de que cumplen los requisitos
legalmente establecidos para el acceso a las viviendas
protegidas. El érgano competente deberd autorizar
expresamente la adjudicacién, una vez comprobados
dichos requisitos.

3. En tanto no se desarrollen los reglamentos del
Registro de vivienda protegida y de los procedimien-
tos de adjudicacién serd de aplicacién el Decreto
211/2008, de 4 de noviembre, del Gobierno de Aro-
gén, por el que se aprueba el reglamento del Registro
de Solicitantes de Vivienda Protegida y de adjudica-
cién de viviendas protegidas de Aragén, en todo aque-
llo que sea compatible con las disposiciones de esta
Ley.

Disposicion transitoria decimotercera.— Ré-
gimen transitorio de los procedimientos.

1. A los procedimientos ya iniciados antes de la
entrada en vigor de la Ley no les serd de aplicacién la
misma, rigiéndose por la normativa anterior.

2. Los actos y resoluciones pendientes de ejecucién
a la entrada en vigor de esta Ley se regirdn para su
ejecucién por la normativa vigente cuando se dictaron.

Disposicion derogatoria Unica.— Derogacién
normativa.

Quedan derogadas las siguientes disposiciones:

a) La ley 10/1992, de 4 de noviembre de Fianzas
de arrendamientos y otfros contratos.

b) La Ley 24/2003, de 26 de diciembre, de medi-
das urgentes de politica de vivienda protegida.

c) El Titulo Il de la Ley 10/2016 de 1 de diciembre,
de medidas de emergencia en relacién con las presta-
ciones econdmicas del Sistema Pdblico de Servicios So-
ciales y con el acceso a la vivienda en la Comunidad
Auténoma de Aragén, salvo los articulos 20, 24 y Dis-
posicién Transitoria segunda, que seguirdn vigentes.

d) El Capitulo Ill del Decreto-ley 3/2015, de 15
de diciembre, del Gobierno de Aragén, de medidas
urgentes de emergencia social en materia de presta-
ciones econdmicas de cardcter social, pobreza ener-
gética y acceso a la vivienda.

e) Cuantas disposiciones legales o reglamentarias
se opongan a lo establecido en la presente ley.

Disposicién final primera.— Titulo competen-
cial.

Esta Ley se aprueba al amparo de lo dispuesto en
los articulos 51 y 148.1. 3.° de la Constitucién Espa-
fola y en el articulo 71, 10.% y 26.°, del Estatuto de
Autonomia de Aragdn, que atribuye a la Comunidad
Auténoma de Aragdn la competencia exclusiva en ma-
teria de vivienda y consumo.

Disposicion final segunda.— Autorizacién
para el desarrollo reglamentario.

Se autoriza al Gobierno de Aragén para dictar y
publicar, ademds de las disposiciones reglamentarias
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expresamente previstas en esta Ley, cuantas otras re-
sulten precisas para su cumplimiento, sin perjuicio de
la competencia para el desarrollo reglamentario atri-
buida al Consejero competente en materia de vivienda
de acuerdo con lo previsto en esta Ley.

Disposicion final tercera.— Entrada en vigor.
Esta Ley entrard en vigor a los tres meses de su pu-
blicacién en el Boletin Oficial de Aragén.

ANEXO UNICO
GLOSARIO

1. Vivienda. Se entiende por vivienda el lugar fijo
y habitable, de carécter estable que, ademds de pres-
tar proteccién frente al ambiente exterior y los agentes
atmosféricos, supone un entorno seguro y confortable
donde se pueden desarrollar todas las funciones y de-
rechos inherentes a la vida de las personas, como el
descanso, la higiene, la alimentacién, la intimidad y la
vida personal y familiar.

Para que una vivienda sea considerada como tal
debe incluir, como minimo, espacios especificos ade-
cuados para el descanso, el aseo, la estancia y la pre-
paracién y consumo de alimentos.

La cualidad de «adecuada» se aplica a una vi-
vienda cuando por su tamafo, ubicacién y caracte-
risticas resulta apropiada para la residencia de una
concreta persona, familia o unidad de convivencia.

La cualidad de «digna» la posee una vivienda cu-
yas caracteristicas técnicas son acordes a los criterios
de habitabilidad.

2. Alojamiento alfernativo. Se entiende por aloja-
miento alternativo el lugar destinado a la residencia
de personas que no incluye en su espacio privativo
la totalidad de espacios, instalaciones y servicios mi-
nimos exigibles para una vivienda, pero dispone de
ellos en forma de servicios comunes, y cumple con las
exigencias y requisitos de calidad requeridos para su
uso segln la normativa aplicable.

3. Vivienda accesible. Es aquella que cuenta las
caracteristicas constructivas y de disefio adecuadas
que garanticen el acceso y desenvolvimiento cémodo
y seguro de las personas con discapacidad.

4. Uso residencial. Es el uso que corresponde a
edificios o establecimientos destinados a proporcionar
alojamiento para las personas, con carécter temporal
o permanente. En funcién de sus caracteristicas y los
servicios que contiene, el uso residencial se divide, a
los efectos de su consideracién en la normativa técnica
y de calidad aplicable, en uso residencial piblico y
uso residencial vivienda.

El uso residencial publico se considera el que co-
rresponde a edificios o establecimientos destinados a
proporcionar alojamiento temporal, regentados por un
titular de la actividad diferente del conjunto de los ocu-
pantes y que puede disponer de servicios comunes, ta-
les como limpieza, comedor, lavanderia, locales para
reuniones y espectdculos, deportes, efc. Incluye a los
hoteles, hostales, residencias, pensiones, apartamen-
tos turisticos, etc.

El uso residencial vivienda corresponde a edificios
o partes de ellos destinados a alojamiento permanente,
y que incluyen todos los elementos y servicios inheren-
tes a la calificacién de vivienda, cualquiera que sea el

tipo de edificio: vivienda unifamiliar, edificio de pisos
o de apartamentos, etc.

5. Habitabilidad. La habitabilidad es la cualidad de
una vivienda que proporciona un espacio adecuado
y suficiente a sus ocupantes, instalaciones y servicios
para confort, el funcionamiento y mantenimiento de la
vida diaria, la salubridad y la seguridad estructural del
edificio y la seguridad fisica de sus ocupantes

6. Inhabitabilidad. Es la situacién de una vivienda
que no cumple las condiciones de habitabilidad, por
sobreocupacién o por el mal estado de sus espacios,
elementos constructivos e instalaciones, siendo exigible
en este caso la subsanacién y correccién de tal situa-
cién.

7. Infravivienda. Se considera infravivienda la edi-
ficacién, o parte de ella, destinada a vivienda, que
no relne las condiciones minimas exigidas de con-
formidad con la legislacién aplicable. En todo caso,
se entenderd que no retnen dichas condiciones las
viviendas que incumplan los requisitos de superficie,
nimero, dimensién y caracteristicas de las piezas habi-
tables, las que presenten deficiencias graves en sus do-
taciones e instalaciones bésicas y las que no cumplan
los requisitos minimos de seguridad y habitabilidad
exigibles a la edificacién.

8. Vivienda sobreocupada. Es aquella vivienda en
la que se aloja un nimero de habitantes que excede
del méximo considerado adecuado con relacién a la
superficie, nimero y dimensién de las piezas habita-
bles y condiciones de habitabilidad de la vivienda

9. Accesibilidad. La accesibilidad es la cualidad
de fdcil acceso para que cualquier persona, incluso
aquellas que tengan limitaciones en la movilidad, en
la comunicacién o el entendimiento, pueda llegar a un
lugar, objeto o servicio.

10. Diversidad funcional. Es la distinta forma en
que las personas se relacionan con su entorno, en fun-
cién de sus concretas circunstancias y caracteristicas
fisicas y sensoriales.

11. Discapacidad. Es la situacién que resulta de la
inferaccién entre las personas con deficiencias previ-
siblemente permanentes y cualquier tipo de barreras
que limiten o impidan su participacién plena y efectiva
en la sociedad, en igualdad de condiciones con las
demds.

12. Accesibilidad universal. Es la condicién que de-
ben cumplir los entornos, procesos, bienes, productos
y servicios, asi como los obijetos, instrumentos, herra-
mientas y dispositivos, para ser comprensibles, utiliza-
bles y practicables por todas las personas en condi-
ciones de seguridad y comodidad y de la forma mas
auténoma y natural posible. Presupone la estrategia de
«disefio universal o disefio para todas las personas», y
se entiende sin perjuicio de los ajustes razonables que
deban adoptarse.

13. Disefio universal o disefio para todos. Es la acti-
vidad por la que se conciben o proyectan desde el ori-
gen, y siempre que ello sea posible, entornos, proce-
sos, bienes, productos, servicios, objetos, instrumentos,
programas, dispositivos o herramientas, de tal forma
que puedan ser utilizados por todas las personas, en la
mayor extensién posible, sin necesidad de adaptacién
ni disefio especializado. El «disefio universal o disefio
para todas las personas» no excluird los productos de



20852

BoteTiN OFICIAL DE LAS CORTES DE ARAGON. NUMERO 283. 22 DE OCTUBRE DE 2018

apoyo para grupos particulares de personas con disca-
pacidad, cuando lo necesiten.

14. Ajustes razonables. Son las modificaciones y
adaptaciones necesarias y adecuadas del ambiente fi-
sico, social y actitudinal a las necesidades especificas
de las personas con discapacidad que no impongan
una carga desproporcionada o indebida, cuando se
requieran en un caso particular de manera eficaz y
prdctica, para facilitar la accesibilidad y la participa-
cién y para garantizar a las personas con discapaci-
dad el goce o ejercicio, en igualdad de condiciones
con las demds, de todos los derechos.

15. Calidad. Se entiende por calidad de la edifica-
cién, el conjunto de caracteristicas que redne y presta-
ciones que proporciona un edificio, para satistacer las
necesidades y expectativas de los usuarios y de ofras
partes interesadas que intervienen en el proceso de
edificacién o se ven afectadas por él.

16. Requisitos bdsicos de calidad. Principios deri-
vados de la demanda social de calidad de los edifi-
cios, que deben cumplirse tanto en el proyecto como
en la construccién, mantenimiento y conservacién de
los mismos.

17. Exigencias bdsicas de calidad. Caracteristicas
genéricas, funcionales y técnicas de los edificios que
concretan los pardmetros y preceptos de obligado
cumplimiento que permiten satisfacer los requisitos bé-
sicos de la editicacién.

18. Eficiencia energética. La relacién entre la pro-
duccién de un rendimiento, servicio, bien o energia y
el gasto de energia. La mejora de la eficiencia energé-
tica es el aumento de eficiencia energética como resul-
tado de cambios tecnolégicos, de comportamiento y/o
econémicos.

19. Confort. Conjunto de condiciones interiores de
temperatura, humedad y velocidad del aire estableci-
das reglamentariamente que se considera producen
una sensacién de bienestar adecuada y suficiente @
sus ocupantes.

20. Sostenibilidad. Es la utilizacién racional y res-
petuosa de los recursos naturales disponibles, de ma-
nera que se asegure su pervivencia o renovacion, cu-
briendo las necesidades del presente y preservando la
posibilidad de que las generaciones futuras satisfagan
las suyas. Debe responder al equilibrio entre pardme-
tros ambientales, sociales y econémicos.

21. Mantenimiento. Se entiende por mantenimiento
el «conjunto de trabajos y obras a efectuar periédica-
mente para prevenir el deterioro de un edificio o repa-
raciones puntuales que se realicen en el mismo, con el
objeto mantenerlo en buen estado para que, con una

fiabilidad adecuada, cumpla con los requisitos bdsicos
de la edificacién establecidos».

22. Reforma. Se entiende por reforma «cualquier
trabajo u obra en un edificio existente distinto del que
se lleve a cabo para el exclusivo mantenimiento del
edificio».

23. Obras de ampliacién. Aquellas en las que se
incrementa la superficie o el volumen construidos

24. Rehabilitacién. Se entiende por rehabilitacién
la realizacién de obras de conservacién, mejora, re-
forma, modificacién y actualizacién, tanto de los ele-
mentos comunes o privativos de las edificaciones como
de las instalaciones existentes, en edificios y en los es-
pacios comunes privativos vinculados a los mismos.

25. Renovacién. Son actuaciones de renovacién
urbana las que requieran la ejecucién de obras de
edificacién de nueva construccién en sustitucién de
edificios previamente demolidos, asi como las obras
complementarias que se realicen sobre la urbanizao-
cién material del dmbito correspondiente

26. Regeneracién. las actuaciones de regenera-
cién urbana se referirdn a dmbitos previamente delimi-
tados, y podrdn incluir obras de rehabilitacién, de re-
novacién de edificios y de reurbanizacién de espacios,
pudiendo requerir modificaciones de planeamiento
urbanistico en cuanto a parédmetros de alineaciones,
altura de la edificacién, edificabilidad, volumen, apro-
vechamiento o usos, segin las necesidades del dmbito,
referidas a las deficiencias del estado de la edifica-
cién, carencias de servicios y dotaciones, excesos de
densidad, situaciones de infravivienda, insalubridad,
falta de usos, exceso de viviendas y locales vacios, u
otros pardmetros de degradacién de la edificacién y
el tejido urbano y deficiencias socio-econémicas que
definan una situacién de vulnerabilidad urbana.

27. Reurbanizacién. Son actuaciones de reurbani-
zacién las que se realicen para adecuar las condicio-
nes técnicas, de accesibilidad y sostenibilidad de los
espacios publicos de circulacién, estancia y acceso a
los edificios de un entorno residencial.

28. Vulnerabilidad urbana. Se entiende por vul-
nerabilidad urbana aquel proceso de malestar en las
ciudades producido por la combinacién de miltiples
dimensiones de desventaja, con factores objetivos y
subjetivos, que se encuentran sometidas a exclusién
residencial, exclusién laboral, econémica y social, y
en un medio urbano, edificado y arquitecténico degra-
dado, pero también la vulnerabilidad es un entorno
psicosocial que afecta a la percepcién que los ciuda-
danos tienen del territorio en donde viven y de sus pro-
pias condiciones sociales.
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